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III. POLÍTICAS COMERCIALES, POR MEDIDAS

1) Panorama General

1. Desde su examen anterior en 2005, el Paraguay ha continuado adoptando medidas para agilizar y modernizar su régimen comercial.  Por ejemplo, las autoridades paraguayas realizaron esfuerzos para simplificar los trámites aduaneros y facilitar el comercio.  En julio de 2010 se puso en marcha la Ventanilla Única de Importaciones (VUI) con el objetivo de transparentar y dinamizar las operaciones de comercio exterior, permitiendo realizar todos los despachos de compra externa por vía electrónica.  Además la Ventanilla Única de Exportadores (VUE) se encuentra también ya en operación.  El Paraguay no hace uso, desde 1999, de sistemas de inspección previa a la expedición (IPE).  El despacho de las importaciones se realiza a través de tres canales:  verde, naranja y rojo.  Las mercaderías que se asignan al canal rojo están sujetas a controles documentales, físicos y de valor de aduana. 

2. Durante el período objeto de examen, el Paraguay ha aplicado por períodos limitados de tiempo, y para diversos productos, principalmente textiles y confecciones, valores referenciales.  Las autoridades han señalado que el propósito de esta medida es evitar las prácticas comerciales desleales, tales como las declaraciones de valor falsas y la evasión impositiva, razón por la cual, el Paraguay en 2009 estableció mecanismos para la comprobación de valores declarados en importación de autos usados, ante la imposibilidad declarada de utilizar el valor de transacción.  

3. La protección arancelaria se redujo moderadamente durante el período objeto de examen.  El Paraguay aplica el Arancel Externo Común (AEC) del MERCOSUR con excepciones que representan un 23 por ciento del total de líneas, con lo que resulta con un arancel promedio inferior al promedio del AEC del MERCOSUR.  El promedio aritmético de los tipos NMF aplicados en 2010 fue del 8,5 por ciento, inferior al 8,9 por ciento observado en 2004, debido principalmente a la reducción de los aranceles aplicados a los bienes de capital.  El promedio del arancel NMF aplicado es del 10,0 por ciento para los productos agrícolas (según la definición de la OMC) y del 8,3 por ciento para los productos no agrícolas.  El Paraguay otorga al menos el trato NMF a todos sus interlocutores comerciales.  Todos los aranceles son ad valorem y se perciben sobre el valor c.i.f. del producto importado.  El Paraguay no ha hecho uso de gravámenes temporales o variables a las importaciones durante el período objeto de examen. 

4. En la Ronda Uruguay, el Paraguay consolidó la totalidad de su universo arancelario a un tipo máximo del 35 por ciento;  en el momento de su adhesión al GATT, el Paraguay había consolidado su arancel aduanero a tipos que variaban entre el 10 y el 35 por ciento, con lo cual el promedio del arancel consolidado del Paraguay es del 32,4 por ciento.  Como ya se señalara en el examen anterior, la diferencia entre los aranceles aplicados y los consolidados sigue siendo relativamente amplia.  Los compromisos de acceso a los mercados con respecto a los productos agrícolas están exentos de limitaciones basadas en contingentes arancelarios.

5. Las importaciones están sometidas, además del arancel, al pago de algunos otros derechos y tasas, tales como la "tasa de valoración" del 0,5 por ciento sobre el valor de transacción, un arancel consular por el visado de documentos, y un derecho equivalente al 7 por ciento del arancel consular para la financiación del Instituto Nacional del Indígena.  El Impuesto sobre el Valor Agregado (IVA) grava tanto a los bienes y servicios importados como a los nacionales.  En 2010, el IVA se aplicaba a un tipo uniforme general del 10 por ciento a excepción de ciertos productos de la canasta familiar, productos farmacéuticos, y libros, sujetos al IVA a una tasa reducida del 5 por ciento.  Los productos agropecuarios en estado natural están exentos del IVA.  La recaudación del IVA continúa siendo la más importante fuente de ingresos tributarios, representando el 48,2 por ciento del total de los mismos en 2009.  El Impuesto Selectivo al Consumo se aplica a un grupo determinado de productos, tanto importados como producidos localmente, principalmente tabaco, bebidas alcohólicas, perfumes, combustibles derivados del petróleo, etc., aplicándose tasas que fluctúan entre el 1 y el 38 por ciento.  

6. El Paraguay mantiene algunos regímenes especiales para las exportaciones, tales como la admisión temporal, las zonas francas, la maquila, los regímenes de inversiones, el régimen de materias primas o el régimen automotor.  Las empresas que se benefician del régimen de maquila pagan un tributo único del 1 por ciento sobre el valor agregado nacional o la facturación, el que sea mayor.  Bajo el régimen de zonas francas, las empresas dedicadas exclusivamente a actividades de exportación pagan un impuesto único de zonas francas a una tasa del 0,5 por ciento de los ingresos brutos de las exportaciones;  además las empresas ubicadas en una zona franca pueden vender al territorio aduanero del Paraguay bienes terminados y servicios por una cantidad máxima igual al 10 por ciento de los ingresos brutos por ventas de la empresa pagando únicamente el impuesto único de zonas francas.  

7. El Paraguay hace uso de autorizaciones previas y prohibiciones a la importación por motivos relacionados con la salud, el medio ambiente o la seguridad, el desarrollo económico, la balanza de pagos o las salvaguardias, así como para proteger la producción interna frente a las importaciones.  Desde el último examen, se han introducido nuevos requisitos de registro y licencias previas a la importación de confecciones, y productos de carnes y despojos de aves.  Se han introducido asimismo algunas nuevas prohibiciones de importación por razones de seguridad, sanitarias y ambientales, que afectan a productos tales como los vehículos y las prendas.

8. Existen varios organismos en el Paraguay que promulgan reglamentos técnicos, aunque cada uno de ellos sigue sus propios procedimientos.  Desde el examen anterior se han desplegado esfuerzos para coordinar el accionar de todos los entes públicos con capacidad legal para establecer reglamentos técnicos y normas.  Esto se ha hecho principalmente a través del establecimiento en 2005 del Sistema Nacional de Información y Notificación (SNIN), que incluye reglamentos técnicos, normas y procedimientos de evaluación de la conformidad.  El reglamento del SNIN define que todos los proyectos de reglamento deberán ser notificados;  también estipula que se otorgarán 60 y 90 días para recibir comentarios, salvo en los casos de aprobación por urgencia.  Todos los reglamentos técnicos deben de ser publicados en el portal del SNIN y en la Gaceta Oficial, y se aplican tanto a las importaciones como a los productores nacionales.  La conformidad de las importaciones con los reglamentos técnicos se verifica en la frontera.  

9. Desde noviembre de 2006, cuando el Paraguay efectuó su primera notificación de un proyecto de reglamento técnico, las autoridades paraguayas notifican a la OMC todas las propuestas de reglamentos técnicos que se considera tendrán efectos en el comercio, aun cuando esos reglamentos sean idénticos a normas regionales o internacionales.  Hasta noviembre de 2010, el Paraguay había presentado 32 notificaciones sobre proyectos de reglamentos técnicos a la OMC.  El Paraguay ha aceptado el Código de Buena Conducta anexo al Acuerdo de la OMC sobre Obstáculos Técnicos al Comercio.  

10. Desde el último examen del Paraguay en 2005, se han adoptado una serie de disposiciones normativas relativas a las medidas sanitarias y fitosanitarias.  Algunas de ellas tuvieron como objetivo la reforma del aparato institucional y la creación de nuevas entidades, como el Servicio Nacional de Calidad y Sanidad Vegetal y de Semillas (SENAVE) y el Servicio Nacional de Calidad y Salud Animal (SENACSA).  En otros casos, se emitió legislación para implementar convenios internacionales, o para adoptar normas internacionales.  El Paraguay ha incrementado considerablemente el número de sus notificaciones de MSF durante el período objeto de examen, sin embargo, en la gran mayoría de los casos, las notificaciones del Paraguay corresponden a medidas ya adoptadas, y no a proyectos de reglamentos o leyes.

11.
El Paraguay no tiene legislación nacional específica que rija la política en materia de competencia, aunque determinadas leyes contienen disposiciones al respecto.  A diciembre de 2010, el Congreso Nacional estaba examinando un anteproyecto de ley sobre la materia, elaborado por el MIC con la participación del sector privado.  A nivel regional, el Paraguay es signatario del Protocolo de Defensa de la Competencia (PDC) del MERCOSUR y de su Reglamento, que ha incorporado en su ordenamiento jurídico interno.  En general, el Paraguay no aplica controles de precios para bienes y servicios, con la excepción de las tarifas de la electricidad para familias de bajos recursos y el precio máximo de venta de cierto tipo de diésel.

11. El Paraguay otorga una serie de incentivos, en su mayor parte fiscales, a la inversión y la producción, los cuales por lo general se aplican tanto a nacionales como a extranjeros.  Algunos beneficios están condicionados al uso de bienes de capital nacional o la intervención de consultores paraguayos.  También hay programas de crédito oficiales, algunos orientados a sectores específicos.  La industria automotriz se beneficia de un régimen especial, revisado por última vez en 1998, que exige un uso creciente de componentes nacionales.

12. El Paraguay no es signatario del Acuerdo Plurilateral sobre Contratación Pública de la OMC.  Durante el periodo examinado, el Paraguay ha continuado las reformas a su marco normativo e institucional en materia de contratación pública, iniciadas desde 2003, con miras a mejorar la calidad y eficiencia de los procesos de compras gubernamentales.  No obstante, también ha utilizado el sistema de contrataciones públicas como instrumento de política económica para fomentar la producción y el empleo nacionales, esencialmente a través de preferencias de precios a favor de bienes y servicios locales.  El Paraguay podría realizar mejoras en términos de apertura y desarrollo de este mercado, así como en los procesos de control y transparencia, según han observado algunos organismos internacionales.  

13. La legislación paraguaya en material de propiedad intelectual fue modificada luego de la ratificación de los Acuerdos de la Ronda Uruguay, en concordancia con las disposiciones del Acuerdo sobre los ADPIC.  Durante el período objeto de examen, se han introducido diversos cambios al régimen legal, como por ejemplo una modificatoria a la Ley de Patentes a través de la Ley No 2.593/2005, que introdujo reformas en lo relativo a la concesión de licencias obligatorias, publicidad de la solicitud de una patente y examen de fondo de la misma, entre otras.  Durante el período objeto de examen, las autoridades continuaron desplegando esfuerzos para mejorar la observancia de los derechos de propiedad intelectual, por ejemplo a través de una reforma del Código Penal para aumentar las penas, y la creación de una unidad de inteligencia para identificar, prevenir y perseguir la piratería, la falsificación y la evasión fiscal.  No obstante los esfuerzos realizados para mejorar la observancia, esta cuestión sigue siendo motivo de preocupación tanto para el Paraguay como para sus interlocutores comerciales.  Debido a estos problemas relativos a la observancia, el Paraguay continúa estando sujeto a vigilancia por la USTR bajo la Sección 306 de la Ley de Acuerdos Comerciales de los Estados Unidos.

2) Medidas que Afectan Directamente a las Importaciones

i) Procedimientos, registro y documentación

14. La Dirección Nacional de Aduanas (DNA) es el ente responsable de la implementación y supervisión de los procedimientos de importación.  Los procedimientos aduaneros se encuentran codificados en el Código Aduanero, Ley No 2.422 de 5 de julio de 2004, en vigor desde el 11 de enero de 2005 y en su Reglamento, el Decreto No 4.672/05.  Las autoridades consideran que el Código Aduanero ha permitido un mejor funcionamiento de la Aduana, al darle autonomía financiera.  De acuerdo con el Código Aduanero, todos los importadores deben registrarse ante la DNA.  Los importadores que han inscrito sus empresas a través del sistema informático SOFÍA (ver infra) están exonerados de este requisito, de acuerdo con la Resolución DNA No 1/02 de 7 de enero de 2002.  Para registrarse, las empresas importadoras deben estar inscritas en el registro de comercio y haber obtenido una matrícula de comerciante.  Las importaciones efectuadas bajo la maquila u otros regímenes especiales, se someten a procedimientos de registro simplificados.

15. Además de los requisitos generales de registro, los importadores de determinados productos están obligados a registrarse en virtud de normas diferentes al Código Aduanero (cuadro III.1).  Las autoridades indicaron que los numerosos requisitos de registro aplicados por el Paraguay revelan una debilidad institucional.  En general, los registros no tienen como finalidad ser un obstáculo o barrera al comercio, sino que se requieren para poder implementar adecuadamente una reglamentación, o para hacerla más transparente.

Cuadro III.1

Requisitos de registro para los importadores y sus productos, diciembre de 2010 

	Productos
	Entidad
	Período
	Fundamento legal

	Productos alimenticios y bebidas
	MSPBS
	5 años
	Ley No 836 de 15 de diciembre de 1980 (Código Sanitario), modificada por la Ley No 115 de 4 de enero de 1991

	Azúcar (SA 1701)
	MIC
	Anual
	Resolución No 251/02 de 9 de enero de 2002

	Sustancias que agotan la capa de ozono (SAO)
	MAG
	Anual
	Decreto No 3.980 de 6 de julio de 1999

	Yerba mate
	MIC
	Anual
	Decreto No 17.595/02 de 17 de junio de 2002

	Confecciones (NCM cap.  61, 62 y 63)
	MIC
	Anual
	Decreto No 1.421/09 de 5 de febrero de 2009

	Productos de carne y despojos de gallo o gallina (NCM 0207.11.00; 0207.12.00; 0207.13.00 y 0207.1400)
	MIC
	Anual
	Decreto No 1.443/09 de 9 de febrero de 2009,  prorrogado por el Decreto No 3.002 de 2 de octubre de 2009 y el Decreto No 4.878 de 10 de agosto de 2010.

	Harina de trigo partida (NCM1101.00.00) 
	MIC
	Anual
	Resolución No 807 de 12 de octubre de 2007

	Carne vacuna
	MIC
	Anual
	Decreto No 8.153 de 11 de septiembre de 2006;  Resolución No 538 de 12 de septiembre de 2006 

	Medicamentos, especialidades farmacéuticas (fitoterapéuticos y homeopáticos)
	MSPBS
	5 años
	Ley No 1.119, de 21 de agosto de 1997;  Decreto No 7.442/00

	Productos higiénicos de uso doméstico y cosméticos
	MSPBS
	5 años
	Ley No 836 de 15 de diciembre de 1980 (Código Sanitario), modificada por la Ley No 115 de 4 de enero de 1991

	Animales, productos y subproductos de origen animal
	SENACSA
	1 año
	Ley No 2.426/04 de 28 de julio de 2004;  Resolución No 47/71 (MAG) 

	Sustancias tóxicas o peligrosas del tipo domisanitarios Riesgo 1)
	MAG
	Una vez
	Ley No 836 de 15 de diciembre de 1980 (Código Sanitario), modificada por la Ley No 115 de 4 de enero de 1991

	Productos fitosanitarios de uso agrícola
	SENAVE
	Variable según categoría
	Ley No 2.459/04 de 4 de octubre de 2004;  Ley No 123/91;  Ley No 3.742/09 de 10 de diciembre de 2009;  Resolución No 446/06

	Productos y subproductos vegetales
	SENAVE
	Anual
	Ley No 2.459/04;  Decreto No 139/93;  Resolución No 202/10



	Aceites y grasas lubricantes automotrices e industriales
	MIC
	Anual 
	Resolución No 87 de 18 de marzo de 2002

	Derivados del petróleo
	MIC
	Por cada importación
	Decreto No 10.911 de 25 de octubre de 2000, Decreto No 10.397/07 y Decreto No 11.833/08.

	Materias primas o maquinaria para producir discos compactos, así como materiales audiovisuales y software
	RISMOMPP, en el MIC
	Anual
	Decreto No 1.175 de 27 de enero de 1999, modificado por los Decretos No 10.106/00 de 22 de agosto de 2000 y No 603/2003 de 20 de octubre de 2003

	Aparatos, instrumental, equipos y dispositivos médicos, odontológicos y laboratoriales
	MSPBS
	5 años
	Ley No 836 de 15 de diciembre de 1980, modificada por la Ley No 115 de 4 de enero de 1991

	Cemento
	MIC
	Anual
	Decreto No 18.352/02 de 26 de agosto de 2002 y Resolución No 962/06 de 28 de diciembre de 2006

	Vehículos usados
	MIC
	Anual
	Decreto No 17.554 de 17 de junio de 2002

	Cuadro III.1 (continuación)

	Productos y subproductos de origen animal
	SENACSA
	Anual
	Ley No 2.426 de 28 de julio 2004;  Decreto No 1.635/99

	Productos de uso veterinario (fármacos, biológicos y alimentos para animales)
	SENACSA
	5 años
	Ley No 2.426 de 28 de julio 2004;  Ley No 667 de 18 de septiembre 1995

	Animales vivos, y material genético 
	SENACSA
	Anual
	Ley No 2.426/04

	Animales vivos y material genético  de la especie bovina, ovina y caprina
	SENACSA
	Anual
	Ley No 2.426/04


Nota:
MAG - Ministerio de Agricultura y Ganadería (MAG);  MIC - Ministerio de Industria y Comercio;  MSPBS - Ministerio de 
Salud Pública y Bienestar Social;  RISMOMPP - Registro de Importadores de Soportes Magnéticos y Ópticos y Materias Primas 
para su Producción;  SENACSA – Servicio Nacional de Calidad y Salud Animal;  SENAVE - Servicio Nacional de Calidad y 
Sanidad Vegetal y de Semillas.

Fuente:
Secretaría de la OMC.

16. Para el desaduanamiento se requiere por lo general (salvo en ciertos casos establecidos en el Código Aduanero) la intervención de un despachante de aduana, el cual está autorizado a efectuar pagos de derechos de aduana y otras cargas.  El despacho de aduana es automatizado y se realiza a través del sistema informático SOFIA, el cual interactúa en forma directa con sus usuarios:  los despachantes de aduana, las empresas de transporte, depositarios, funcionarios de aduana, y organismos vinculados al comercio exterior.  El sistema SOFIA permite la conexión de los despachantes de aduana o de los agentes de transporte para la formulación de sus despachos de importación/exportación o manifiestos desde sus propias oficinas o a través de los centros públicos habilitados para el efecto.  Con el uso del sistema SOFIA, el despachante llega a la aduana para realizar la presentación del despacho, la verificación documental y/o física y el posterior retiro de las mercaderías, conforme al canal selectivo asignado por el sistema.  La liquidación  de los tributos aplicables a la importación son efectuados electrónicamente por el Sistema SOFIA.  El pago de los tributos es realizado exclusivamente por medio de depósito en un banco de plaza, ya que, desde el último examen, se han suprimido las cajas habilitadas en la DNA.

17. El despacho de aduana requiere la presentación de una declaración de llegada, complementada por la factura comercial, el conocimiento de embarque, la guía aérea (o carta de porte), además de documentaciones especiales según el tipo de mercadería, y certificado de origen si fuera necesario.
  Para todas las importaciones de valor superior a 500 dólares de los EE.UU. se requiere una declaración de valor.
  La mercancía que goce de preferencias arancelarias requiere un certificado de origen para beneficiarse de las mismas (véase la sección 2) iv) d)).  Las importaciones de productos objeto de controles sanitarios, de seguridad o de otra índole requieren autorizaciones previas, certificados sanitarios, fitosanitarias o de salud (secciones 2) vi) y ix)).

18. Existe un procedimiento simplificado para el despacho de importaciones de menor valor (de hasta 2.500 dólares de los EE.UU. f.o.b.).  Para estas importaciones, se presenta a aduanas un documento denominado "Despacho de Importaciones Menores" acompañado únicamente de la factura comercial.  El uso del procedimiento simplificado no exime, sin embargo, de la obligación de presentar documentos de importación requeridos por otras instituciones, dependiendo del tipo de bien del que se trate, tales como certificados sanitarios y fitosanitarios, o certificados de origen para bienes que gocen de preferencias arancelarias.  Este régimen simplificado no es aplicable para los importadores de productos agrícolas y frutihortícolas (con la excepción de papas, cebollas, peras, pimientos, ajos, ciruelas, manzanas, duraznos y nectarinas).

19. En agosto de 2010, los países miembros del MERCOSUR acordaron en San Juan, Argentina, el texto final de un Código Marco Aduanero del MERCOSUR.  Este se encuentra plasmado en la Decisión CMC No 27/10, y debe ser ratificado por los países miembros para entrar en vigor.  A noviembre de 2010, el Paraguay aún no había ratificado este Código.  Asimismo, la introducción de un documento aduanero único (DUAM) a nivel del MERCOSUR se viene debatiendo desde hace varios años, pero a noviembre de 2010, aún no se había adoptado.  Para facilitar el comercio intrazona dentro del MERCOSUR, se han aprobado normas tendientes al establecimiento de mecanismos en esta dirección, como la Resolución GMC No 21/05 "Mecanismo para la Facilitación del Comercio Intrazona" y la Resolución GMC No 02/09 "Procedimiento Simplificado de Despacho Aduanero en el Comercio Intra-MERCOSUR".
20. Desde julio de 2010, se encuentra operativa la Ventanilla Única de Importaciones (VUI), la cual tiene como objetivo transparentar y dinamizar las operaciones de comercio exterior.  Las entidades que participan en la VUI incluyen el SENAVE (Servicio Nacional de Calidad y Sanidad Vegetal y de Semillas), el SENACSA (Servicio Nacional de Calidad y Salud Animal), la DNVS (Dirección Nacional de Vigilancia Sanitaria), el INAN (Instituto Nacional de Alimentación y Nutrición), el INFONA (Instituto Forestal Nacional), la Dirección de Marina Mercante, la SENAD (Secretaría Nacional Antidrogas), la DINAC (Dirección Nacional de Aeronáutica Civil), la SEAM (Secretaría del Medio Ambiente), y la DIMABEL (Dirección de Material Bélico).  A septiembre de 2010, el SENAVE, el SENACSA y la DNVS se encontraban ya implementando la VUI.  La implementación completa de la VUI permite realizar los despachos de compra externa por vía electrónica.
  La DNA utiliza la plataforma electrónica de la Ventanilla Única de Exportadores (VUE, ver infra) para la utilización de la VUI.  Las autoridades estiman  que, con la implementación de la VUI, el número de trámites de importación se ha reducido considerablemente.  Por ejemplo, para la importación de materia prima e insumos, el número de trámites se redujo de 22 a 3, y el tiempo de tramitación, de 72 a 2 horas.

21. Desde 1999, el Paraguay no hace uso de sistemas de inspección previa a la expedición (IPE).  

22. En virtud de lo dispuesto por el Código Aduanero, el despacho de las importaciones se realiza a través de tres canales:  verde, naranja y rojo.  Las mercaderías que hayan sido asignadas por Aduanas al canal verde son despachadas de inmediato, sin que se efectúen controles de ningún tipo;  las que pasan por el canal naranja están sujetas a un control documental, mientras que las asignadas al canal rojo están sujetas a controles documentales, físicos y de valor de aduana.  Las autoridades han indicado que los tiempos de trámite promedio de despacho para las importaciones no asignadas al canal rojo se han venido reduciendo considerablemente, pasando para el canal verde de 8 horas a 30 minutos en 2010 y para el canal naranja de 16 horas a 45 minutos.  Cuando la declaración se realiza por sistema informatizado, la clasificación es automática, teniendo en consideración los parámetros y perfiles previamente determinados por la autoridad aduanera.  Los canales de selectividad son asignados en base al perfil de riesgo de la operación, que involucra:  el tipo de mercadería, la posición arancelaria, el origen, el destino, el transportista, el importador, el exportador, y otros datos o informaciones que puedan servir para establecer un perfil de riesgo.  Las declaraciones relativas a mercaderías seleccionadas para el análisis del valor en aduana, son automáticamente direccionadas hacia el canal rojo.  La mayor parte de las importaciones (un 71,3 por ciento del total en 2009) debe pasar por el canal rojo, seguido por el canal naranja (19,7 por ciento), y por último en el canal verde (9,7 por ciento).  El porcentaje de importaciones que pasa por el canal verde se redujo entre 2007 y 2010 (cuadro III.2).  
Cuadro III.2 

Operaciones por canal:  2005 a 2010 (octubre)
	
	
	Exportación
	Importación

	Año
	Canal
	Cantidad
	Porcentaje (%)
	Cantidad
	Porcentaje (%)

	2005
	Naranja
	0
	0,00
	2.064
	2,22

	
	Rojo
	20.870
	87,78
	75.323
	80,87

	
	Verde
	2.905
	12,22
	15.754
	16,91

	Total 2005
	23.775
	100,00
	93.141
	100,00

	2006
	Naranja
	160
	0,61
	3.354
	3,62

	
	Rojo
	17.516
	66,27
	66.133
	71,34

	
	Verde
	8.755
	33,12
	23.215
	25,04

	Total 2006
	26.431
	100,00
	92.702
	100,00

	2007
	Naranja
	4.348
	14,95
	17.647
	13,80

	
	Rojo
	8.691
	29,89
	68.853
	53,84

	
	Verde
	16.035
	55,15
	41.389
	32,36

	Total 2007
	29.074
	100,00
	127.889
	100,00

	2008
	Naranja
	11.620
	40,78
	37.402
	21,79

	
	Rojo
	8.818
	30,95
	112.698
	65,65

	
	Verde
	8.054
	28,27
	21.574
	12,57

	Total 2008
	28.492
	100,00
	171.674
	100,00

	2009
	Naranja
	12.207
	42,86
	28.492
	19,20

	
	Rojo
	7.343
	25,78
	105.809
	71,30

	
	Verde
	8.928
	31,35
	14.107
	9,51

	Total 2009
	28.478
	100,00
	148.408
	100,00

	2010
	Naranja
	11.275
	43,96
	24.144
	16,46

	
	Rojo
	6.096
	23,77
	111.929
	76,30

	
	Verde
	8.276
	32,27
	10.618
	7,24

	Total 2010 (a octubre)
	25.647
	100,00
	146.691
	100,00


Fuente:
Dirección General de Aduanas.

23. Las reclamaciones del importador en cuanto a errores sobre cantidad, calidad, daños y averías, o las discrepancias con respecto a la clasificación o valoración de productos y el pago de impuestos, deben dirigirse al administrador de aduanas correspondiente antes de la salida de las mercaderías de los depósitos aduaneros y en un plazo de tres días hábiles contados a partir de la fecha de notificación de la actuación aduanera.  Una vez concluido el libramiento y salida de las mercaderías de los depósitos aduaneros, los interesados sólo podrán reclamar sobre errores formales, ya sean aritméticos en la liquidación, o sobre diferencias en la alícuota del arancel aduanero y valoración aduanera que surjan del propio texto del despacho, documentos u otros elementos de prueba.  Las resoluciones dictadas por el administrador de aduanas en los sumarios abiertos, pueden ser apeladas ante el Director Nacional de Aduanas dentro de un plazo de cinco días hábiles a partir de la notificación respectiva.  El Director Nacional de Aduanas debe pronunciarse en el término de 20 días hábiles, plazo que puede excepcionalmente ampliarse por igual término.  Las decisiones del Director Nacional de Aduanas son recurribles ante el Tribunal de Cuentas.  

24. Durante el período examinado, el Paraguay ha continuado adoptando medidas para mejorar la administración aduanera e incrementar la recaudación.  Las autoridades indicaron que, en este sentido la DNA ha implementado un Sistema de Gestión de la Calidad logrando la certificación bajo la Norma ISO 9001/2000 de varios procesos como:  el despacho de importación; el despacho de exportación, el ingreso a depósito, el despacho de importación desde depósito aduanero, y el despacho de reexportación desde depósito aduanero.  Asimismo, se ha certificado bajo dicha norma a 14 administraciones aduaneras.  Las autoridades consideran que, como consecuencia de la certificación y de la implementación de un Sistema de Gestión de la Calidad se han obtenido logros importantes, como:  la disminución de la burocracia en los trámites;  el aumento de la transparencia en las gestiones;  la reducción de tiempo en los trámites;  la disminución del contacto del funcionario con los usuarios;  la estandarización de procesos;  y la centralización de trámites en un lugar.  Las autoridades indicaron también que se han realizado progresos en la lucha contra el contrabando y la subfacturación, habiendo sido la incautación de bienes por la DNA en los primeros diez meses de 2010 superior en un 174 por ciento a toda la incautación realizada en 2009.  
25. El fortalecimiento de los programas de control interno, como asimismo la aplicación de nuevos métodos de fiscalización en los despachos de comercio exterior, han contribuido en el mejoramiento del rendimiento de la capacidad recaudadora de la DNA, la cual recoge cerca del 60 por ciento del total de ingresos fiscales.  Por ejemplo, en abril de 2010, las recaudaciones registradas por la DNA fueron más del 30 por ciento superiores a las registradas en abril de 2009.

ii) Valoración en aduana

26. El Paraguay aplica el Acuerdo sobre Valoración en Aduana (AVA) de la OMC desde 2001, habiendo anteriormente hecho uso del período de aplazamiento de seis años para la aplicación de determinadas disposiciones contemplado en dicho acuerdo y habiendo invocado la reserva relativa al uso de valores mínimos.
  La valoración en aduana se rige por el Decreto No 13.721 de 3 de julio de 2001, notificado a la OMC en 2004.
  El Artículo 261 del Código Aduanero estipula que el valor en aduana de las mercaderías importadas constituye la base imponible para la aplicación del impuesto aduanero, conforme a lo establecido en los acuerdos internacionales vigentes, tales como el AVA.  El Código dispone también que el control y la fiscalización de la valoración de las mercaderías importadas sean competencia exclusiva de la DNA.  Se aplica una tasa de valoración del 0,5 por ciento sobre la base gravable de las mercaderías importadas.  Las faltas por diferencia tributaria se sancionan con una multa igual al 50 por ciento del monto del correspondiente tributo aduanero.

27. Durante el período objeto de examen, el Paraguay ha continuado haciendo uso, en diversas ocasiones y para diversos productos, de valores de referencia.  El propósito de esta medida es, de acuerdo con las autoridades, el combatir las prácticas desleales, las declaraciones de valor falsas y la evasión impositiva.  Así, las Resoluciones DNA No 84 de 9 de septiembre de 2008 y No 521 de 13 de agosto de 2009 introdujeron valores referenciales de carácter precautorio para las importaciones de prendas de vestir de cualquier origen y procedencia contenidas en los capítulos de la Nomenclatura Común del MERCOSUR (NCM) 61, 62 y 63.  A través de la Resolución No 722 de 12 de noviembre de 2009, se abrogó lo dispuesto por la Resolución No 521 y se limitó el uso de los valores referenciales por un período de 90 días, el cual concluyó en febrero de 2010.  Al concluirse este período, la DNA emitió una nueva Resolución, la No 89 de 12 de febrero de 2010, por la cual se limitaba el uso de valores de referencia para las importaciones de prendas de vestir de los capítulos NCM. 61, 62 y 63 de origen o procedencia asiática.
  Los valores referenciales son empleados como criterios de selectividad al efecto de un análisis detallado del valor declarado en aduanas.  Si el valor declarado es inferior al valor de referencia, se puede desaduanar la mercadería presentando a la DNA una garantía por un valor igual a la diferencia entre los impuestos a pagar sobre la base del valor de referencia y los pagaderos sobre la base del valor declarado.  La garantía se devuelve o acredita en el momento en que el importador justifique la diferencia de precios, contando con un plazo de 30 días para ello, vencido el cual la garantía es realizada.

28. La Resolución DNA No 194/2009 determina que, en lugar del valor de transacción, se apliquen los métodos descritos en los Artículos 2 al 7 del AVA para la importación de automóviles usados provenientes de Estados Unidos, Europa y Asia.
  La Resolución sostiene que el valor de transacción debe reflejar el precio efectivamente pagado por el bien importado, lo cual no es el caso para la importación de autos usados debido a que estos son adquiridos generalmente en condiciones preferenciales y son declarados en aduanas a valores sensiblemente inferiores a los de vehículos similares, por lo que se considera necesario utilizar los otros métodos previstos por el AVA. 

iii) Normas de origen

29. El Paraguay aplica únicamente normas de origen preferenciales, habiendo notificado a la OMC que no tiene normas de origen no preferenciales.

30. Las normas de origen preferenciales aplicadas por el Paraguay se encuadran en el contexto de la ALADI
, incluido el MERCOSUR.
  Las normas de origen generales de la ALADI se aplican a aquellos acuerdos suscritos en el marco de la ALADI, que no contengan normas de origen propias.  De acuerdo con estas normas, se confiere el origen:  a) si los productos son elaborados en el territorio de uno de los países signatarios utilizando únicamente materiales de otros países signatarios;  o, b) cuando se utilizan materiales no originarios, si se produce un cambio de partida arancelaria;  o, c) cuando no se puede satisfacer este criterio, si el valor c.i.f. de los insumos procedentes de terceros países no supera el 50 por ciento del valor f.o.b. del producto final;  o d) en el caso de operaciones de ensamblaje, para las que se permite que el valor c.i.f. de los insumos procedentes de terceros países supere el 50 por ciento del valor f.o.b. del producto final.  Para el Paraguay, como país de menor desarrollo relativo, el porcentaje de insumos procedentes de terceros países puede, en cualquier caso, llegar hasta el 60 por ciento.  

31. En el marco del MERCOSUR, existen normas de origen generales y específicas.
  Con el fin de facilitar la aplicación del Régimen de Origen MERCOSUR tanto para las autoridades competentes como para los operadores comerciales, el Consejo del Mercado Común aprobó la Decisión No 01/09, mediante la cual se consolida en un solo instrumento todas las normas referidas al Régimen de Origen MERCOSUR.  Esta Decisión está aún pendiente de aprobación por todos los países miembros, aplicándose todavía la Decisión No 01/04.  De acuerdo con las normas generales, se confiere origen a los productos:  a) obtenidos o producidos totalmente en el MERCOSUR;  b) cuando ha habido un cambio de partida arancelaria, en el caso que se utilicen materiales originarios de terceros países (se considera cambio de partida cuando el valor del insumo que se utiliza en la producción no excede el 10 por ciento del valor f.o.b. de la mercadería;  o c) cuando el valor f.o.b. del producto final no contiene más del 40 por ciento de insumos de terceros países (valor c.i.f.).  Este porcentaje es el mismo para las operaciones de ensamblaje.  En ambos casos, las exportaciones paraguayas a otros países del MERCOSUR están sujetas a un trato preferencial, exigiéndose un contenido regional del 40 por ciento.  Esta prescripción deberá incrementarse a partir de 2023, cuando las exportaciones paraguayas queden sujetas al mismo trato que la de los otros países del MERCOSUR, es decir a una prescripción de contenido regional del 60 por ciento.  El comercio de productos lácteos, aceites vegetales, preparaciones de carne y pescado, preparaciones de hortalizas frutas y alimenticias, químicos, textiles y confecciones, calzado, acero, y productos de telecomunicaciones e informáticos, está sujeto a normas de origen específicas. 

32. En los Acuerdos del MERCOSUR con Chile (ACE No 35) y Bolivia (ACE No 36), se utiliza como criterio general de determinación de origen el cambio de clasificación arancelaria.  De no poderse utilizar este criterio, el origen se confiere si el valor c.i.f. de los materiales originarios de terceros países no supera el 40 por ciento del valor de exportación f.o.b. del producto final.  En el Acuerdo con Chile, el Paraguay tiene un régimen de origen diferenciado hasta el 31 de diciembre de 2018 para un listado de productos que figuran en el Apéndice 2 de dicho acuerdo;  también existen normas de origen especiales para los productos de los Capítulos 28 y 29 del Sistema Armonizado (SA), así como para productos de telecomunicaciones y de informática, entre otros.  Estas normas de origen específicas son determinadas en algunos casos de acuerdo con procesos de producción específicos.  En el Acuerdo con Bolivia, en el caso de las operaciones de ensamblaje, aunque se produzca el cambio de partida arancelaria se debe seguir la norma del 40 por ciento.  Los acuerdos bilaterales de alcance parcial celebrados por el Paraguay con otros países contienen también algunas normas específicas:  para oleaginosas, azúcar y café (Colombia);  para lácteos, aceites, azúcar, jugos, cigarrillos, y aceites esenciales (México);  para aceites, textiles y vestimentas, calzado, y productos siderúrgicos y de cinc y cobre (Perú);  y para aceites, y petróleo y sus derivados (Venezuela).   El Acuerdo del MERCOSUR con México (ACE No 55), vigente para todos los miembros del MERCOSUR excepto para el Paraguay, tiene por objeto liberalizar el comercio en la industria del automóvil y define las normas de origen para ese sector.

33. El Acuerdo del MERCOSUR con el Perú (ACE No 58), confiere el origen a:  las mercancías enteramente obtenidas en el territorio de una parte signataria;  las mercancías que sean elaboradas en el territorio de una parte signataria exclusivamente a partir de materiales originarios de cualquiera de las partes signatarias;  y las mercancías elaboradas en el territorio de una parte signataria que incorporen materiales no originarios de una parte signataria del Acuerdo.  En este último caso, se emplea como criterio general el cambio de clasificación arancelaria.  Cuando no es aplicable este criterio, o en el caso de las mercancías que resulten de un proceso de ensamblaje o montaje, se confiere el origen si el valor c.i.f. de los materiales originarios de terceros países no excede del 50 por ciento del valor de exportación f.o.b. del producto final durante los primeros tres años, el 45 por ciento durante el cuarto, quinto y sexto año y el 40 por ciento a partir del séptimo año de la vigencia del Acuerdo.  El Acuerdo también contiene Regímenes Especiales de Origen para el Uruguay y el Paraguay para algunos productos de los capítulos SA 50, 51, 52, 53, 55, 64 y 87.  El Acuerdo prevé la acumulación regional, incluyendo los materiales originarios de Bolivia y otros países miembros de la Comunidad Andina.
34. En el Acuerdo entre los países miembros del MERCOSUR y Colombia, el Ecuador y Venezuela (ACE No 59) se definen las normas de origen con reglas diferentes según el país signatario.  Se concede el origen para los productos obtenidos íntegramente en un país signatario;  los productos elaborados con materiales no originarios de países signatarios como consecuencia de un proceso de transformación (incluido el ensamblaje o montaje) en un país signatario, que dé lugar a un cambio de partida arancelaria o, si el valor c.i.f. de los materiales no originarios no excede, en el caso del Paraguay, del 50 por ciento hasta 2011 (los siete primeros años del Acuerdo) y del 45 por ciento a partir de 2012;  y los productos obtenidos exclusivamente de materiales originarios de países signatarios.  El Acuerdo también estipula normas de origen específicas para la industria del automóvil y algunos otros productos, según el país signatario, que tienen precedencia sobre las normas de origen generales.
35. También existen normativas de origen no vigentes con SACU y Egipto, en el marco de los acuerdos suscritos con estos países.
36. El MIC es la autoridad responsable de la emisión y control de los certificados de origen en el marco de los acuerdos preferenciales.  Las solicitudes de certificados de origen se tramitan en forma electrónica, previo registro en la VUE.  Además del MIC, cinco entidades se encuentran habilitadas para emitir certificados de origen, conforme al Decreto No 19.225/02:  la Cámara Nacional de Comercio y Servicios del Paraguay;  la Cámara Paraguaya de Exportadores de Cereales y Oleaginosas (CAPECO);  la Cámara Algodonera del Paraguay (CADELPA);  la Federación Paraguaya de Madereros (FEPAMA);  y la Unión Industrial Paraguaya.
iv) Aranceles

a) Estructura

37. El arancel aplicado por el Paraguay a marzo de 2010, tenía 9.806 líneas (a nivel de ocho dígitos) y comprendía 24 niveles arancelarios que van del 0 al 30 por ciento.
  El arancel se basa en el Arancel Externo Común (AEC) del MERCOSUR con excepciones (cuadro AIII.1), y se expresa en la Nomenclatura Común del MERCOSUR (NCM), basada en el Sistema Armonizado de Designación y Codificación de Mercancías (SA actualizada al SA 2007).  Por Ley No 2.953/06 el Paraguay aprobó el Convenio Internacional del SA, y por Decreto No 8.850/07 adoptó la NCM ajustada a la Cuarta Enmienda del SA.

38. El promedio aritmético de los tipos NMF aplicados en 2010 fue del 8,5 por ciento, lo que representa una disminución con respecto al 8,9 por ciento aplicado en 2004.  Esta reducción del arancel promedio se produjo debido a los menores aranceles aplicados a los bienes de capital, y a pesar del incremento temporal del arancel MERCOSUR sobre los productos manufacturados y principalmente sobre el calzado y los textiles y las prendas de vestir, debido a que el Paraguay cuenta con la posibilidad de no aplicar este incremento arancelario.  El promedio del arancel NMF aplicado para los productos agrícolas es del 10,0 por ciento (según la definición de la OMC) y del 8,3 por ciento para los productos no agrícolas (cuadro III.3).  El Paraguay otorga al menos el trato NMF a todos sus interlocutores comerciales.
39. La totalidad de los aranceles aplicados por el Paraguay son ad valorem y se perciben sobre el valor imponible determinado sobre la base c.i.f. del producto importado.  El Paraguay no ha hecho uso de gravámenes temporales o variables a las importaciones durante el período objeto de examen. 
40. En 2009 los ingresos por derechos de importación se elevaron a 972.906 millones de guaraníes (unos 205 millones de dólares de los EE.UU.).  Esa cifra representó el 10,7 por ciento de los ingresos tributarios de ese año, frente al 10,8 por ciento en 2003.  Reflejando al elevado número de líneas arancelarias para las que se aplica un arancel cero, el promedio ponderado de los derechos de importación aplicados a las mercancías originarias de fuera del MERCOSUR fue de sólo el 2,8 por ciento en 2009, bastante por debajo del arancel promedio.  

Cuadro III.3

Análisis recapitulativo del arancel, 2010
	Designación de los productos
	No de líneas
	NMF
	Arancel consolidado promedioa
(%)

	
	
	Promedio
(%)
	Tramo
(%)
	Coeficiente de variación
	

	Total
	9.806
	8,5
	0 - 30
	0,8
	32,4

	SA 01-24
	1.065
	10,1
	0 - 30
	0,5
	33,1

	SA 25-97
	8.741
	8,3
	0 - 28
	0,9
	32,3

	Por categorías de la OMC
	
	
	
	
	

	Productos agropecuarios
	944
	10,0
	0 - 30
	0,5
	32,9

	 - Animales y productos de origen animal
	110
	8,2
	0 - 16
	0,5
	33,3

	 - Productos lácteos
	34
	15,1
	12 - 16
	0,1
	34,3

	 - Café y té, cacao, azúcar, etc.
	169
	13,8
	0 - 30
	0,4
	34,4

	 - Flores cortadas, plantas
	55
	7,1
	0 - 25
	0,9
	35,0

	 - Frutas, legumbres y hortalizas
	193
	10,0
	0 - 14
	0,4
	32,2

	 - Cereales
	35
	6,2
	0 - 12
	0,8
	31,2

	 - Semillas oleaginosas, grasas y aceites
	116
	7,7
	0 - 12
	0,5
	33,0

	 - Bebidas y líquidos alcohólicos
	42
	17,0
	0 - 20
	0,2
	30,5

	 - Tabaco
	18
	14,2
	0 - 20
	0,3
	21,0

	Productos no agropecuarios (incluido el petróleo)
	8.862
	8,3
	0 - 28
	0,8
	32,3

	 - Productos no agropecuarios (excluido el petróleo)
	8.836
	8,4
	0 - 28
	0,8
	32,3

	   - Pescado y productos de pescado
	232
	9,8
	0 - 16
	0,3
	34,7

	   - Productos minerales, piedras y metales 
preciosos
	449
	7,3
	0 - 20
	0,8
	33,7

	 - - Metales
	770
	10,8
	0 - 18
	0,5
	34,4

	   - Productos químicos y productos fotográficos
	3.151
	6,6
	0 - 18
	0,8
	28,8

	   - Cuero, caucho, calzado y artículos de viaje
	240
	12,4
	0 - 25
	0,5
	34,8

	   - Madera, pasta de madera, papel y muebles
	378
	10,3
	0 - 18
	0,5
	33,1

	   - Textiles y vestido
	1.006
	17,1
	0 - 26
	0,3
	33,6

	   - Equipo de transporte
	202
	7,7
	0 - 28
	1,0
	30,5

	   - Maquinaria no eléctrica
	1.118
	2,3
	0 - 20
	2,2
	32,5

	   - Maquinaria eléctrica
	600
	6,5
	0 - 22
	1,1
	32,8

	   - Productos no agropecuarios n.e.p.
	690
	10,0
	0 - 20
	0,8
	32,8

	 - Petróleo
	26
	0,4
	0 - 6
	3,6
	35,0

	Por sectores de la CIIUb
	
	
	
	
	

	Agricultura y pesca
	418
	7,2
	0 - 25
	0,6
	32,4

	Explotación de minas
	127
	3,1
	0 - 10
	0,6
	33,8

	Industrias manufactureras
	9.260
	8,6
	0 - 30
	0,8
	32,3

	Por secciones del SA
	
	
	
	
	

	  01 Animales vivos y productos del reino animal
	372
	9,0
	0 - 16
	0,4
	34,0

	  02  Productos del reino vegetal
	353
	7,9
	0 - 25
	0,6
	33,1

	  03  Grasa y aceites
	71
	9,6
	4 - 12
	0,2
	32,7

	  04  Preparaciones alimenticias, etc.
	269
	14,6
	0 - 30
	0,3
	32,2

	  05  Productos minerales
	206
	2,4
	0 - 6
	0,8
	34,2

	  06  Productos de las ind. químicas y conexas
	2.969
	6,3
	0 - 18
	0,8
	28,3

	  07  Plástico y caucho
	423
	10,1
	0 - 18
	0,6
	34,6

	  08  Pieles y cueros
	115
	10,9
	2 - 20
	0,5
	35,0

	  09  Madera y manufacturas de madera
	129
	8,4
	2 - 14
	0,4
	34,3

	  10  Pasta de madera, papel, etc.
	225
	10,5
	0 - 16
	0,5
	32,1

	  11  Materias textiles y sus manufacturas
	980
	16,9
	0 - 26
	0,3
	33,5

	  12  Calzado, sombreros y demás tocados
	66
	19,6
	16 - 25
	0,1
	35,0

	  13  Manufacturas de piedra
	216
	10,2
	0 - 20
	0,4
	34,1

	  14  Piedras preciosas, etc.
	64
	9,6
	0 - 18
	0,6
	33,7

	  15  Metales comunes y sus manufacturas
	740
	11,4
	0 - 20
	0,4
	34,5

	  16  Máquinas y aparatos
	1.746
	3,8
	0 - 22
	1,6
	32,3

	  17  Material de transporte
	215
	7,5
	0 - 28
	1,0
	30,9

	  18  Instrumentos de precisión
	457
	7,7
	0 - 20
	1,1
	32,6

	  19  Armas y municiones
	20
	20,0
	20 - 20
	0,0
	34,8

	  20  Manufacturas diversas
	163
	16,6
	0 - 20
	0,3
	34,6

	  21  Objetos de arte, etc.
	7
	4,0
	4 - 4
	0,0
	33,6

	Cuadro III.3 (continuación)

	Por etapas de elaboración
	
	
	
	
	

	Primera etapa de elaboración
	912
	6,8
	0 - 25
	0,7
	33,2

	Productos semielaborados
	3.733
	8,3
	0 - 30
	0,7
	33,9

	Productos totalmente elaborados
	5.161
	8,9
	0 - 28
	0,9
	31,4


a
Las consolidaciones se proporcionan en la clasificación SA96 y los tipos aplicados en el SA2002;  por consiguiente pueden existir diferencias entre el número de líneas que se incluyen en el análisis.

b
CIIU (Rev.2), con exclusión de la electricidad (una línea).

Fuente:
Estimaciones de la Secretaría de la OMC, basadas en datos facilitados por las autoridades del Paraguay. 

41. La estructura del arancel MERCOSUR aplicado por el Paraguay muestra una dispersión arancelaria relativamente baja, con un coeficiente de variación de 0,8.  El 16,7 por ciento de todas las líneas arancelarias goza de franquicia arancelaria (cuadro III.4), mientras que las líneas arancelarias con arancel superior a 0, pero que no excede el 5 por ciento (por lo general a niveles del 2 y el 4 por ciento) representan el 26,0 por ciento del total.  Solamente cuatro partidas SA (170111, 170112, 170191 y 170199) están sujetas a la tasa máxima del 30 por ciento, y 18 partidas SA del capítulo 52 (principalmente tejidos de algodón), así como una partida del capítulo 87 (vehículos) a un arancel superior al 25 por ciento, pero inferior al 30 por ciento.
  En 2010, los grupos de productos con los promedios arancelarios más altos fueron las armas y municiones (20 por ciento), el calzado (19,6 por ciento), y las materias textiles y confecciones (16,9 por ciento).  Como ya se mencionó, a pesar de que el MERCOSUR elevó los aranceles para los textiles, calzados y confecciones a partir de 2008, el Paraguay cuenta con una excepción para no aplicar dicha suba.
  El Decreto No 1.731/09 estableció transitoriamente aranceles especiales de importación para ciertos productos químicos y pinturas originarios del MERCOSUR.  La aplicación del mismo feneció a fines de 2009.

Cuadro III.4

Estructura de los aranceles NMF, 2004 y 2010

(Porcentaje)

	
	
	2004
	2010

	1.
	Total del número de líneas
	9.750
	9.806

	2.
	Aranceles no ad valorem (% de las líneas arancelarias)
	0,0
	0,0

	3.
	Aranceles no ad valorem sin EAV (% de las líneas arancelarias)
	0,0
	0,0

	4.
	Contingentes arancelarios (% de las líneas arancelarias)
	0,0
	0,0

	5.
	Líneas arancelarias exentas de derechos (% de las líneas arancelarias)
	14,0
	 16,7

	6.
	Promedio de las líneas mayores a cero (%)
	10,3
	10,2

	7.
	"Crestas" arancelarias nacionales (porcentaje de la totalidad de las líneas arancelarias)a
	0,1
	0,2

	8.
	"Crestas" arancelarias internacionales (porcentaje de la totalidad de las líneas arancelarias)b
	22,7
	21,6

	9.
	Líneas arancelarias consolidadas (% de las líneas arancelarias)
	100,0
	100,0


a
Las crestas arancelarias nacionales se definen como los tipos que superan tres veces el promedio simple global de los tipos 
aplicados.

b
Las crestas arancelarias internacionales se definen como los tipos superiores al 15 por ciento.

Fuente:
Cálculos de la Secretaría de la OMC, basados en datos facilitados por las autoridades del Paraguay.

42. El arancel muestra progresividad en la mayoría de las ramas de la producción.  Las importaciones de materias primas muestran un promedio arancelario más bajo (6,8 por ciento) que los productos semielaborados (8,3 por ciento) y los productos totalmente elaborados (8,9 por ciento).  

43. El Paraguay aplica el AEC del MERCOSUR, con excepciones, desde 1995.  Las excepciones, las cuales representan alrededor del 23,2 por ciento de las posiciones arancelarias, pueden traducirse en la aplicación de aranceles superiores o inferiores al AEC, teniendo en cuenta los compromisos en materia de consolidaciones arancelarias contraídos en el marco de la OMC.  Se prevé que la adopción de los tipos del AEC y la gradual convergencia con éstos conduzcan a un aumento de la protección del arancel medio nominal.  Las autoridades paraguayas señalaron que en el MERCOSUR aún no se ha definido la fecha final en la cual se adoptará íntegramente el AEC por los cuatro países.  La Decisión CMC No 7/94 y sus modificatorias le permiten al Paraguay mantener un número determinado de excepciones al AEC, bajo la denominada Lista Básica de Excepciones, además de las listas sectoriales comunes:  de bienes de capital, y lista de informática y telecomunicaciones (ver infra).  Además, la Decisión MERCOSUR/CMC/DEC No 18/09, autoriza a cualquier miembro a aplicar un tipo arancelario diferente del AEC hasta por dos años, de manera consistente con sus obligaciones en la OMC, cuando haya sido autorizado por el Órgano de Solución de Diferencias de la OMC, o por efecto de negociaciones al amparo del Artículo XXVIII del GATT de 1994.

44. La lista de exenciones nacionales, denominada Lista Básica de Excepciones (LBE) contiene 421 líneas arancelarias (correspondientes a 399 productos), más del 90 por ciento de las cuales poseen aranceles inferiores al AEC, mientras que a las líneas restantes se le aplican aranceles iguales al AEC.  Esta lista fue prorrogada hasta el 31 de diciembre de 2011 por la Decisión MERCOSUR/CMC/DEC No 28/09.  La Decisión CMC No 68/00 y sus extensiones permiten además que cada miembro del MERCOSUR mantenga una lista de 100 partidas arancelarias con excepciones al AEC.  Aunque inicialmente se previó que los tipos arancelarios converjan al AEC en 2006, las Decisiones No 31/03 y 34/03 del MERCOSUR acordaron una prórroga hasta 2010 para el Paraguay y el Uruguay.  En 2009, la Decisión MERCOSUR/CMC/DEC No 28/09 acordó una nueva prórroga, hasta el 31 de diciembre de 2011, para el Paraguay y el Uruguay.  

45. Adicionalmente a las anteriores, cada miembro del MERCOSUR tiene listas de excepciones al AEC que comprenden bienes de capital (lista BK), y equipo de informática y telecomunicaciones (lista BIT).  La Decisión MERCOSUR/CMC/DEC No 58/08 prorrogó la posibilidad de que los países mantengan los regímenes nacionales de importación de bienes de capital y bienes de informática y telecomunicaciones hasta el 31 de diciembre de 2010.  En 2010, la lista de bienes de capital (BK) contenía 1.200 posiciones al nivel de línea arancelaria de 8 dígitos, con aranceles de 0 y 2 por ciento, en su mayoría inferiores al AEC.  La lista de bienes de informática y telecomunicaciones (BIT) contiene 390 posiciones, con aranceles de 0 y 2 por ciento, mayormente niveles inferiores al AEC.  

46. Adicionalmente, la Decisión No 31/03 del MERCOSUR y sus modificatorias permiten al Paraguay mantener 150 posiciones arancelarias adicionales como excepciones al AEC, las cuales actualmente pueden ser utilizadas hasta el 31 de diciembre de 2011 a través de la prórroga concedida en la Decisión CMC No 28/09.  

b) Consolidaciones arancelarias

47. Durante la Ronda Uruguay, el Paraguay consolidó todas sus líneas arancelarias a un tipo general del 35 por ciento.  Considerando los compromisos adquiridos por el Paraguay en el momento de su adhesión al GATT, cuando consolidó su arancel aduanero a tipos que variaban entre el 10 y el 35 por ciento, el promedio del arancel consolidado del Paraguay es del 32,4 por ciento.  Las consolidaciones están expresadas actualmente en la clasificación del SA 2002 a seis dígitos y todas las líneas son ad valorem (Lista XCI Paraguay - WT/Let/574).  Los compromisos de acceso a los mercados con respecto a los productos agrícolas están exentos de limitaciones basadas en contingentes arancelarios.

48. Las autoridades indicaron que, en todos los casos, al momento de la importación el Paraguay aplica como máximo el nivel arancelario consolidado en la OMC (Lista XCI Paraguay - WT/Let/574).  Esta práctica ha sido incorporada en la normativa del MERCOSUR a través de la Decisión MERCOSUR/CMC/DEC No 17/09, la cual especifica que, de establecerse a nivel del MERCOSUR un arancel aplicado superior al consolidado para el país miembro, dicho Miembro aplicará el nivel consolidado en la OMC.  

c) Concesiones arancelarias

49. El Paraguay hace uso de concesiones y excepciones arancelarias en el marco de tres diferentes tipos de regímenes:  a) los diferentes regímenes aduaneros que conceden trato especial para las exportaciones (descritos en la sección 3) infra);  b) el régimen de inversiones (descrito en el capítulo II);  y c) el régimen de materias primas.  Además de los anteriores, se conceden concesiones arancelarias en el marco del Régimen Automotor Nacional, establecido en 1998, el cual exime de aranceles a diversos insumos utilizados en la industria automotriz, y además otorga reducciones arancelarias a una serie de productos automotores (véase la sección 4) iii)).  También se otorgan concesiones arancelarias en el marco del sistema de incentivos que se otorgan al turismo.

50. Mediante el régimen de materias primas, introducido por el Decreto No 16.416/97 de 27 de febrero de 1997, se otorga a las empresas agropecuarias e industriales una exención arancelaria para las importaciones de materias primas y otros insumos utilizados en la producción.  Los beneficios se aplican para un valor de importación mínimo de 1.500 dólares de los EE.UU.
  La aplicación de este régimen ha sido prolongada en varias ocasiones;  la última prórroga, hasta el 31 de diciembre de 2010, está contenida en el Decreto No 1.332/09 de 19 de enero de 2009.
  Este régimen es administrado por la Dirección de Regímenes Especiales del MIC.

51. Desde 2008 también se otorgan concesiones arancelarias para la importación de materias primas e insumos a ser utilizados en bienes de alta tecnología, como productos informáticos y otros similares.  Estos beneficios se otorgan bajo el ''Régimen de Fomento a la Producción y Desarrollo de Bienes de Alta Tecnología'' amparado en el Decreto No 11.961 de 25 de marzo de 2008.

52. La Ley No 536/95 "De Fomento a la Forestación y Reforestación", permite importar material reproductor para la actividad forestal libre de todo gravamen o tributo fiscal, previa autorización del Instituto Forestal Nacional (INFONA).

d) Preferencias

53. El Paraguay otorga preferencias arancelarias (diciembre de 2010) a las importaciones originarias de la Argentina, el Brasil, y el Uruguay en el marco del MERCOSUR;  de Chile, Bolivia, y el Perú y Cuba conforme a los Acuerdos de Complementación Económica (ACE) No 35, 36, 58 y 62, respectivamente;  así como de Colombia, el Ecuador, y Venezuela a través del ACE No 59.  También se otorga preferencias a México, en el Acuerdo de Alcance Parcial No 38 de Renegociación del Patrimonio Histórico.  Al mismo tiempo, el Paraguay otorga preferencias a los países de la ALADI en virtud del sistema de Preferencia Arancelaria Regional (PAR), y concede bilateralmente preferencias del 100 por ciento a Bolivia y Ecuador en el ámbito del Acuerdo Regional de Apertura de Mercado para una lista acotada de productos.  Adicionalmente, se otorgan preferencias a Israel (desde marzo de 2010, sobre la totalidad del universo de productos en el marco del Acuerdo de Libre Comercio (ALC) refrendado por el MERCOSUR) y a la India (desde junio de 2009)
, en el ámbito del Acuerdo de Preferencia de Comercio (APC) con este país.  

54. Adicionalmente, el Paraguay tiene negociadas preferencias arancelarias todavía no efectivas a diciembre de 2010, en el marco de dos acuerdos comerciales:  el APC MERCOSUR-SACU y el ALC MERCOSUR-Egipto (capítulo II) 5)), pendientes de ratificación por parte del Paraguay.

55. En virtud del sistema de PAR de la ALADI, los miembros de esta asociación otorgan una reducción arancelaria preferencial del 20 por ciento a las importaciones procedentes de otros miembros con el mismo nivel de desarrollo, una reducción menor a las importaciones procedentes de miembros de intermedio y mayor desarrollo relativo, y mayores reducciones a las importaciones procedentes de países de menor desarrollo relativo.
  El Paraguay, en su condición de miembro de menor desarrollo relativo, otorga por consiguiente una reducción del 20, el 12 y el 8 por ciento a los otros miembros, de acuerdo con su desarrollo económico.  La lista de excepciones de los países miembros de menor desarrollo relativo puede contener hasta 1.920 partidas;  la lista paraguaya contiene 1.919 partidas de la Nomenclatura ALADI (NALADI) y abarca principalmente productos tales como productos químicos orgánicos, madera, carbón vegetal y manufactura de madera, productos químicos inorgánicos, grasas y aceites animales o vegetales, y prendas y complementos de vestir.

56. En el marco del Acuerdo MERCOSUR-Chile, en 2010 el Paraguay otorgaba entrada con franquicia arancelaria a todas las mercancías de origen chileno con excepción de los productos "sensibles", que representan el 2,2 por ciento de todas las líneas arancelarias y están incluidos en los anexos 6, 8 y 9 del ACE No 35.  El Anexo 6 contiene las excepciones;  el Anexo 7, las excepciones con "patrimonio histórico", entre ellas la carne, que tiene un cupo de 14.000 toneladas;  el Anexo 8 el azúcar;  y el Anexo 9 el trigo, el morcajo y el tranquillón, que gozan de una preferencia inferior al 100 por ciento.
  Según cálculos de la OMC, el arancel promedio que enfrentaban las importaciones chilenas en 2010 era de apenas el 0,2 por ciento (Cuadro III.5).  La implementación plena del acuerdo concluirá en 2011.

57. En virtud del Acuerdo MERCOSUR-Bolivia, la importación de una serie de productos agropecuarios, prendas de vestir y bienes de capital, está libre de derechos desde 2006.  Con respecto a productos como los textiles y vestido, maquinaria y equipo, y vehículos de motor, las reducciones arancelarias deben llegar al 100 por ciento en 2011 y en 2014 para los productos agropecuarios.  En la práctica, en 2010, el arancel promedio al que estaban sujetas las importaciones procedentes de Bolivia era de un 0,1 por ciento, en otras palabras aproximadamente el 96% del universo arancelario estaba libre de aranceles.

Cuadro III.5 

Análisis recapitulativo del arancel preferencial, 2010
	Promedio (%)

	
	Número de líneas
	NMF
	Bolivia
	Chile
	Colombia
	Ecuador
	Perú
	Venezuela

	Designación de los productos
	
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Total
	9.806
	8,5
	0,1
	0,2
	4,3
	3,3
	3,4
	4,2

	SA 01-24
	1.065
	10,1
	0,0
	0,1
	4,6
	3,6
	3,6
	4,5

	SA 25-97
	8.741
	8,3
	0,1
	0,2
	4,3
	3,3
	3,4
	4,2

	Por categorías de la OMC
	
	
	
	
	
	
	
	

	Productos agropecuarios
	944
	10,0
	0,1
	0,1
	4,6
	3,8
	3,6
	4,5

	 - Animales y productos de origen 
animal
	110
	8,2
	0,2
	0,2
	3,3
	3,6
	2,4
	3,3

	 - Productos lácteos
	34
	15,1
	 0,0
	0,0
	7,4
	9,6
	6,6
	7,1

	 - Café y té, cacao, azúcar, etc.
	169
	13,8
	 0,2
	0,3
	6,5
	4,8
	4,5
	6,1

	 - Flores cortadas, plantas
	55
	7,1
	 0,0
	0,4
	3,8
	3,5
	3,0
	3,9

	 - Frutas, legumbres y hortalizas
	193
	10,0
	 0,0
	0,2
	4,5
	3,0
	3,4
	4,4

	 - Cereales
	35
	6,2
	 0,0
	0,3
	4,7
	4,8
	5,0
	4,7

	 - Semillas oleaginosas, grasas y 
aceites y sus productos
	116
	7,7
	 0,0
	0,0
	3,5
	3,5
	3,1
	3,5

	 - Bebidas y líquidos alcohólicos
	42
	17,0
	 0,0
	0,0
	8,4
	6,7
	8,4
	8,1

	 - Tabaco
	18
	14,2
	 0,0
	0,0
	6,1
	3,8
	4,1
	5,6

	 - Los demás productos 
agropecuarios no especificados 
previamente
	172
	7,3
	 0,0
	0,0
	3,1
	2,0
	2,3
	3,0

	Productos no agropecuarios (incluido el petróleo)
	8.862
	8,3
	 0,0
	0,2
	4,3
	3,3
	3,3
	4,2

	 - Productos no agropecuarios 
(excluido el petróleo)
	8.836
	8,4
	 0,1
	0,2
	4,3
	3,3
	3,4
	4,2

	   - Pescado y productos de 
pescado
	232
	9,8
	 0,0
	0,0
	4,1
	2,4
	3,0
	4,3

	   - Productos minerales, piedras y 
metales preciosos
	449
	7,3
	 0,0
	0,0
	3,2
	1,8
	2,1
	3,1

	   - Metales
	770
	10,8
	 0,0
	0,0
	4,7
	2,7
	3,1
	4,5

	   - Productos químicos y 
fotográficos
	3.151
	6,6
	 0,0
	0,0
	4,5
	3,6
	4,0
	4,4

	   - Cuero, caucho, calzado y 
artículos de viaje
	240
	12,4
	 0,3
	0,3
	6,1
	4,1
	4,5
	5,7

	   - Madera, pasta de madera, 
papel y muebles
	378
	10,3
	 0,1
	0,1
	5,1
	3,5
	3,6
	5,1

	   - Textiles y vestido
	1.006
	17,1
	 0,2
	0,3
	8,0
	7,9
	6,3
	7,8

	   - Equipo de transporte
	202
	7,7
	 0,2
	2,5
	3,3
	1,8
	2,0
	3,3

	   - Maquinaria no eléctrica
	1.118
	2,3
	 0,1
	0,1
	1,0
	0,6
	0,7
	1,0

	   - Maquinaria eléctrica
	600
	6,5
	 0,3
	0,4
	3,2
	2,2
	2,0
	2,9

	   - Productos no agropecuarios 
no especificados 
previamente
	690
	10,0
	 0,0
	0,1
	4,3
	2,4
	2,7
	4,3

	 - Petróleo
	26
	0,4
	 0,0
	0,0
	0,2
	0,1
	0,1
	0,1

	Por sectores de la CIIUa
	
	
	
	
	
	
	
	

	Agricultura y pesca
	418
	7,2
	 0,1
	0,1
	3,4
	2,6
	2,8
	3,5

	Explotación de minas
	127
	3,1
	 0,0
	0,0
	1,4
	1,0
	1,0
	1,3

	Industrias manufactureras
	9.260
	8,6
	 0,2
	0,2
	4,4
	3,4
	3,4
	4,3

	Por secciones del SA
	
	
	
	
	
	
	
	

	  01  Animales vivos y productos 
del reino animal
	372
	9,0
	 0,0
	0,1
	3,8
	3,1
	2,8
	3,9

	  02  Productos del reino vegetal
	353
	7,9
	 0,0
	0,2
	3,8
	2,9
	2,9
	3,8

	  03  Grasa y aceites
	71
	9,6
	 0,0
	0,0
	4,3
	4,3
	3,7
	4,2

	  04  Preparaciones alimenticias, 
etc.
	269
	14,6
	 0,0
	0,2
	6,8
	5,1
	5,4
	6,5

	  05  Productos minerales
	206
	2,4
	 0,0
	0,0
	1,0
	0,7
	0,8
	0,9

	  06  Productos de las industrias
químicas y conexas
	2.969
	6,3
	 0,0
	0,0
	4,3
	3,5
	3,8
	4,2

	  07  Plástico y caucho
	423
	10,1
	 0,0
	0,2
	6,0
	4,5
	4,9
	5,7
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	  08  Pieles y cueros
	115
	10,9
	 0,0
	0,0
	5,1
	3,5
	3,8
	5,1

	  09  Madera y manufacturas de 
madera
	129
	8,4
	 0,0
	0,2
	3,7
	2,2
	2,4
	3,7

	  10  Pasta de madera, papel, etc.
	225
	10,5
	 0,0
	0,0
	5,2
	3,7
	3,3
	5,2

	  11  Materias textiles y sus 
manufacturas
	980
	16,9
	 0,1
	0,3
	7,9
	7,9
	6,2
	7,6

	  12  Calzado, sombreros y demás 
tocados
	66
	19,6
	 0,0
	0,0
	8,7
	6,3
	6,4
	8,9

	  13  Manufacturas de piedra
	216
	10,2
	 0,0
	0,0
	4,6
	2,7
	3,0
	4,5

	  14  Piedras preciosas, etc.
	64
	9,6
	 0,0
	0,0
	4,2
	2,5
	2,8
	4,2

	  15  Metales comunes y sus 
manufacturas
	740
	11,4
	 0,0
	0,0
	4,9
	2,8
	3,2
	4,7

	  16  Máquinas y aparatos
	1.746
	3,8
	 0,0
	0,2
	1,8
	1,2
	1,2
	1,7

	  17  Material de transporte
	215
	 7,4
	 0,2
	2,3
	3,2
	1,7
	1,9
	3,2

	  18  Instrumentos de precisión
	457
	7,7
	 0,0
	0,0
	3,3
	1,8
	2,3
	3,3

	  19  Armas y municiones
	20
	20,0
	 0,0
	0,0
	7,8
	3,8
	5,0
	7,8

	  20  Manufacturas diversas
	163
	16,6
	 0,0
	0,2
	7,9
	4,9
	5,3
	7,9

	  21  Objetos de arte, etc.
	7
	4,0
	 0,0
	0,0
	1,6
	0,8
	1,0
	1,6

	Por etapas de elaboración
	
	
	
	
	
	
	
	

	Primera etapa de elaboración
	912
	6,8
	 0,0
	0,1
	3,1
	2,2
	2,4
	3,0

	Productos semielaborados
	3.733
	8,3
	 0,0
	0,1
	4,7
	3,5
	3,9
	4,5

	Productos totalmente elaborados
	5.161
	8,9
	 0,0
	0,2
	4,3
	3,4
	3,2
	4,2


a
CIIU (Rev.2), con exclusión de la electricidad (una línea).

Fuente:
Estimaciones de la Secretaría de la OMC, basadas en datos facilitados por las autoridades.

58. En lo relativo a los acuerdos del MERCOSUR con los demás países del área andina, el Paraguay otorga un arancel preferencial promedio en 2010 del 3,3 por ciento a las importaciones provenientes del Ecuador;  del 3,4 por ciento en el caso del Perú;  del 4,2 por ciento en el caso de Venezuela;  y del 4,3 por ciento en el caso de Colombia.  La implementación de las preferencias del acuerdo con el Perú concluirá en 2017;  aquélla relativa al acuerdo con los demás países de la Comunidad Andina (excepto Bolivia) en 2018.
59. El Paraguay, como parte del MERCOSUR, aprobó el Protocolo para la Adhesión del MERCOSUR al Acuerdo sobre el Sistema Global de Preferencias Comerciales (SGPC) entre un grupo de países en desarrollo.
  Sin embargo, a diciembre de 2010, el Paraguay no otorgaba preferencias SGPC, ya que la ley que ratifica la adhesión del MERCOSUR al SGPC no había entrado aún en vigencia, en espera de la adhesión y ratificación por parte de la Argentina y el Uruguay.  

v) Otras cargas que afectan a las importaciones

60. La Ley No 125/92 de 9 de enero de 1992 y las modificaciones introducidas por la Ley No 2.421/04 de 5 de julio de 2004 regula la aplicación del Impuesto sobre el Valor Agregado (IVA).  El IVA grava tanto a los bienes y servicios importados como a los nacionales.  En 2010, el IVA se aplicaba a un tipo uniforme general del 10 por ciento y un nivel diferenciado del 5 por ciento para ciertos productos de la canasta familiar, como el arroz, los fideos, la yerba mate, los aceites comestibles, la leche, los huevos, las carnes no cocinadas y la harina, la sal yodada, los productos farmacéuticos, los libros, las revistas, los periódicos y otros materiales impresos, los préstamos y financiaciones, así como los contratos de cesión de uso de bienes y enajenación de bienes inmuebles.
  La introducción de la tasa del 5 por ciento se realizó en virtud a la Ley No 2.421/04.

61. De conformidad con la Ley No 2.421/04 están exentos del pago del IVA las importaciones y ventas internas de los medicamentos amparados por la Ley No 77/92 de 27 de noviembre de 1992 (para el tratamiento del cáncer, el Sida, la diabetes, y para trasplantes de órganos), los productos agropecuarios en estado natural, además de los animales de la caza y de la pesca en estado natural o que no hayan sufrido procesos de industrialización, moneda extranjera y valores públicos y privados, acervo hereditario a favor de los herederos a título universal o singular, excluidos los cesionarios, cesión de créditos, y las revistas de interés educativo, cultural y científico.  Las importaciones de estos productos están también libres de aranceles.  También están exentas del pago del IVA las ventas de bienes de capital producidos por fabricantes nacionales que sean de aplicación directa en el ciclo productivo industrial o agropecuario, realizadas por los inversionistas que se encuentren amparados por la Ley No 60/90.  

62. El IVA aplicado a las importaciones se calcula en base al valor en aduana (valor c.i.f.) expresado en moneda extranjera más los derechos de aduana (incluso en aquellos casos en los cuales los productos se benefician de una exención arancelaria) y todas las demás cargas percibidas antes de realizar el despacho de aduana e impuestos internos.  Algunos productos que tienen como destino otros países, están sujetos a un régimen especial de liquidación y se benefician de una base impositiva reducida, que es el 15 por ciento del valor antes descrito.
  

63. La recaudación del IVA continúa siendo la más importante fuente de ingresos tributarios, representando el 48,2 por ciento del total de los mismos en 2009.
 

64. El Impuesto Selectivo al Consumo se aplica a un grupo determinado de productos, tanto importados como producidos localmente, principalmente tabaco, bebidas alcohólicas, perfumes, etc.  Las tasas para este impuesto se establecen teniendo en cuenta las tasas máximas dispuestas para cada bien en la Ley No 2.421/04, y su modificación contenida en la Ley No 4.045/10.  En la misma Ley No 2.421/04, el Poder Ejecutivo queda facultado a fijar tasas diferenciales para los distintos tipos de productos, dentro de cada numeral.  Las tasas aplicables son:  11 por ciento en el caso de los productos de tabaco;  13 por ciento para los cigarrillos;  5 por ciento en el caso de las bebidas gaseosas sin alcohol;  9 por ciento para la cerveza;  11 por ciento para el vino y los licores, con la excepción del champán y equivalentes para los que se aplica una tasa del 13 por ciento.  Para los combustibles derivados del petróleo, la tasa máxima aplicable es del 50 por ciento.
  Los perfumes, aguas de tocador y productos de belleza y maquillaje;  las piedras preciosas o semipreciosas y perlas;  los relojes;  y las armas, municiones y sus partes, están sujetos a una tasa del 5 por ciento.  Determinadas máquinas y aparatos para acondicionamiento de aire;  los aparatos eléctricos (de uso doméstico y de otro tipo);  las máquinas de procesamiento de datos;  los lectores magnéticos u ópticos;  las máquinas copiadoras;  y las grabadoras, los televisores, monitores de vídeo y proyectores, los aparatos de telefonía celular, y los terminales portátiles están sujetos a una tasa del 1 por ciento (cuadro AIII.3).

65. Para los artículos importados, el Impuesto Selectivo al Consumo se calcula en función del valor en aduana expresado en moneda extranjera, más los derechos de aduana, incluso cuando los productos estén exentos de los mismos, así como otros tributos pagaderos antes de realizar el despacho de aduana, con excepción del IVA.  Para los productos nacionales, la base de cálculo es el precio de venta en fábrica menos el IVA.  La base imponible para la aplicación de los impuestos indirectos puede estar sujeta a ciertos ajustes en algunos casos, dependiendo del producto:  a) de acuerdo con el Decreto No 3.668/09 la base imponible para el gasoil/diésel se determina considerando un valor presunto de Gs. 3.333,33 por litro;  b) para la cerveza y los cigarrillos (posición arancelaria 2402.20.00), la base imponible indicada para los casos generales se incrementa en un 20 por ciento;  c) para motonaftas, alconaftas y supernaftas, se considera el precio de venta en boca de expendio al público consumidor en capital y en el Departamento Central. 

66. La recaudación por concepto del Impuesto Selectivo al Consumo representó el 16,4 por ciento de la recaudación tributaria total en 2009;  de este total, el Impuesto Selectivo a los Combustibles representó 11,5 puntos porcentuales, mientras que el impuesto selectivo al consumo de otros productos representó 4,9 puntos porcentuales.

67. En virtud del Artículo 263 de la Ley No 2.422/04, las importaciones, incluyendo aquéllas provenientes de otros países del MERCOSUR, también están sujetas a una "tasa de valoración" del 0,5 por ciento sobre el valor imponible determinado en base al valor c.i.f.  Los ingresos derivados de este impuesto se incluyen en el Presupuesto General de la Nación y se utilizan para sufragar los gastos de la DNA.

68. Las importaciones están también sujetas al pago de un arancel consular por efecto del visado obligatorio de documentos requeridos para la importación, según lo dispuesto por la Ley No 1.844/01.  El arancel consular, que es recaudado por los consulados paraguayos en el extranjero, oscila entre 0,10 y 60 dólares de los EE.UU., excepción hecha del ganado en pie de importación, en cuyo caso el tipo es del 0,15 por ciento.  Además, se cobra un derecho adicional equivalente al 7 por ciento del arancel consular para la financiación del Instituto Nacional del Indígena (INDI) sobre el visado de los documentos siguientes:  manifiesto de carga;  manifiesto en lastre,  factura comercial;  y conocimiento correspondiente a embarques marítimos, fluviales, ferroviarios, terrestres o aéreos.  

vi) Prohibiciones, restricciones y licencias de importación

69. El Paraguay, notificó originalmente a la OMC su legislación nacional relativa a las licencias de importación en 2003.
  Una nueva notificación fue presentada en septiembre de 2010.
  De acuerdo con las nuevas disposiciones, todas las solicitudes de licencias previas de importación que se tramiten ante el MIC deben contar con una copia de la factura comercial de exportación que avale la operación de exportación al Paraguay del producto.

70. De acuerdo con la legislación paraguaya, están prohibidas las importaciones de productos que puedan poner en peligro la seguridad nacional, el orden público, la salud pública, la salud de los animales y los vegetales, o la moral pública (cuadro III.6).
  La ley autoriza además a imponer restricciones y prohibiciones a la importación por motivos relacionados con el desarrollo económico, la balanza de pagos, así como para proteger la producción nacional frente a las importaciones que causen daño.  Para los productos sujetos a controles sanitarios y fitosanitarios, ambientales, de seguridad y de otro tipo, se exigen autorizaciones previas del organismo público pertinente.  Las autorizaciones previas no son automáticas.  

Cuadro III.6

Prohibiciones a la importación, 2010
	Producto
	Razón invocada
	Fundamento jurídico

	Abejas africanas (Apis mellífera adansonil)
	Protección de salud y medio ambiente 
	Decreto No 25.045 de 
19 de octubre de 1987

	Animales de la especie porcina, así como semen, productos, subproductos y derivados de cerdos domésticos o salvajes originarios de zonas en las que existe la fiebre porcina africana y la enfermedad de la vesícula porcina
	Salud humana y animal 
	Artículo 1 de la Resolución No 175 del MAG de 21 de junio de 1978

	Cloranfenicola
	Protección de la salud humana
	Resolución No 21 del MAG de 
24 de enero de 1989.  

	Prendas y complementos usados - accesorios de vestir y sus partes y los demás:  artículos de las partidas 6309 0010 a 6309 0090, y 6310 1000 a 6310 9000 (nomenclatura del MERCOSUR)
	Protección sanitaria 
	Decreto No 7.084/00 de 
11 de enero de 2000

	Calzado usado
	Protección sanitaria
	Decreto No 6.432/05 de 
26 de septiembre de 2005.

	Productos a base de metil y etil paratióna
	Protección de la salud humana y del ambiente
	Resolución MAG No 488 de 
16 de junio de 2003

	Productos a base de metamidofos en todas sus concentraciones 


	Protección de la salud humana y del ambiente
	Resolución MAG No 493 de 
17 de junio de 2003;  Resolución SENAVE No 68/06

	Productos a base de monocrotofos y fosfamidos en todas sus concentraciones
	Protección de la salud humana y del ambiente
	Resolución MAG No 493 de 
17 de junio de 2003;  Resolución SENAVE No 69/06

	Insecticidas a base de organocloradosa
	Protección de la salud humana y del ambiente
	Resolución MAG No 447 de 
24 de mayo de 1993

	Residuos industriales peligrosos o basuras tóxicasb
	Protección de la salud y del medio ambiente
	Ley No 42 de 18 de septiembre de 1990

	Sustancias hormonales para el engorde de animales destinados al consumo humano
	Protección de la salud humana
	Decreto N° 3.255 de 19 de octubre de 1989

	Animales vivos, material genético de las especies bovina, ovina y caprina, productos y subproductosa
	Protección de la salud  humana y animal
	Decreto No 12.126/01 de 
7 de febrero de 2001;  Decreto No 21.517 de 21 de julio de 2003 

	Animales vivos, material genético, productos y subproductos de las especies ovina y caprina
	Protección de la salud  humana y animal
	Resolución No 2 de 
19 de enero de 2001

	Aves vivas, productos, subproductos y material genético
	Protección de la salud  humana y animal
	Resolución No 23 de 
19 de mayo de 2004

	Sustancias de acción hormonal
	Protección de la salud  humana y animal
	Decreto N° 3.255/89 

	Organoclorados
	Protección de la salud  humana y animal
	Resolución N° 447/93 (MAG)

	Nitrofuranos
	Protección de la salud  humana y animal
	Resolución N° 307/98 (MAG)

	Cuadro III.6 (continuación)

	Hidrolizados de origen rumiante
	Protección de la salud  humana y animal
	Resolución N° 07/2002 (MAG)

	Proteínas de origen rumiante
	Protección de la salud humana y animal
	Resolución No 15/04 (MAG)

	Olaquindox
	Protección de la salud humana y animal
	Resolución No 278/08 (SENACSA)

	Vehículos automotores usados, y camiones con una capacidad inferior a 20 toneladas y de más de 10 años (contados a partir de su año de producción)
	Protección de los consumidores
	Ley No 2.018 de 8 de noviembre de 2002;  Ley No 2.153 de 4 de julio de 2003


a
A fines del Convenio de Róterdam, según Ley No 2.135/03.
b
Productos prohibidos por el Convenio de Basilea sobre el Control de los Movimientos Transfronterizos de los desechos Peligrosos y su Eliminación.

Fuente:
Secretaría de la OMC.
71. Se requiere autorización previa para la importación de armas de fuego, municiones y explosivos;  productos alimenticios;  estupefacientes,  jeringas y agujas hipodérmicas;  plaguicidas, fertilizantes o afines;  productos y subproductos vegetales;  materias primas y maquinaria utilizadas para producir CDs, así como otros materiales audiovisuales y programas informáticos.  Aparte de estas autorizaciones, se requieren licencias a la importación para el azúcar y algunos subproductos derivados del petróleo.  Las autoridades paraguayas han introducido, además, desde el último examen en 2005, nuevos requisitos de licencias previas a la importación para diversos productos como:  los artículos de tocador y de higiene personal;  los granos de soja;  y los despojos de gallo y gallina (cuadro III.6).  Al mismo, tiempo, se han introducido modificaciones al sistema de licencias de importación del azúcar;  las importaciones de despojos de gallo y gallina también están sujetas a contingentes. 

72. Desde el último examen, se han introducido también nuevos requisitos de registro y licencias previas a la importación de confecciones, a través del Decreto No 1.421 de 5 de febrero de 2009 y la Resolución No 51 del MIC de 5 de febrero de 2009.  Se han introducido asimismo algunas nuevas prohibiciones de importación por razones de seguridad, sanitarias y ambientales, que afectan a productos tales como los vehículos y las prendas y complementos (cuadro III.7).

73. El Decreto No 1.443 de 9 de febrero de 2009 estableció el registro de importadores de productos de carnes y despojos de gallo o gallina comprendidos en las partidas arancelarias NCM 0207.11.00, 0207.12.00, 0207.13.00 y 0207.14.00.  El Registro está a cargo de la Subsecretaría de Estado de Comercio del MIC.  La adopción de la medida es la respuesta a un incremento sustancial en el valor de las importaciones de dichos productos, justificada de acuerdo con el Decreto No 1.443, por el Artículo 9 de la Ley No 1.095/84 que autoriza al Ejecutivo a adoptar medidas de carácter transitorio para defender y promover el desarrollo económico y social del país, mantener el equilibrio de la balanza comercial y de pagos o neutralizar la competencia desleal de productos extranjeros.

74. Las licencias tienen una validez de 30 días desde su expedición.  Los productos cubiertos por el Decreto quedaron sujetos a una restricción al volumen de importaciones de 20 toneladas por mes por un período de 180 días, hasta agosto de 2009.  Estos cupos fueron renovados posteriormente y, a octubre 2010, continuaban aplicándose, en virtud del Decreto No 4.878/10.  Los volúmenes para cada importador se asignan en función de su participación relativa en las importaciones en el período enero-diciembre de 2008, reservándose un volumen equivalente al 10 por ciento del total (es decir dos toneladas por mes) para los nuevos importadores.  Para poder recibir el cupo correspondiente, se requiere haber obtenido una licencia previa del MIC.

Cuadro III.7

Licencias y autorizaciones previas de importación, 2010

	Productos
	Autoridad expedidora
	Razón invocada
	Fundamento jurídico

	Requisitos de autorización previa

	Armas de fuego, municiones, explosivos y similares
	DIMABEL
	Seguridad nacional
	Ley No 1.910/02 de 19 de junio de 2002;  Ley No 4.026/10 de 11 de agosto de 2010

	Productos sanitarios de uso agrícola
	SENAVE
	Protección fitosanitaria
	Ley No 2.459/04;  Ley N° 123/91;  Ley No 3.742/09;  Resolución No 446/06;  Resolución No 49/01

	Jeringas y agujas hipodérmicas
	MSPBS
	Salud
	Ley No 1.340 de 22 de noviembre de 1998, modificada en virtud de la Ley No 68/92 de 16 de noviembre de 1992;  Decreto-Ley No 9/92 de 17 de febrero de 1992;  y Ley No 1.881/02 de 24 de junio de 2002

	Soportes magnéticos para grabar en forma digital o analógica
	MIC
	Lucha contra la piratería
	Decreto No 1.175 de 27 de enero de 1999, modificado por los Decretos No 10.106/00 de 22 de agosto de 2000, y No 603/03 de 20 de octubre de 2003;  Resolución No 134/99

	Drogas peligrosas
	SENAD
	Salud
	Ley No 1.340 de 22 de noviembre de 1998, modificada en virtud de la Ley No 68/92 de 16 de noviembre de 1992;  Decreto-Ley No 9/92 de 17 de febrero de 1992;  y Ley No 1.881/02 de 24 de junio de 2002

	Productos alimenticios (no comercializables)
	MAG e INAN
	Salud
	Decretos No 15.298/01 de 13 de octubre de 2001;  Resolución No 619/01;  Ley No 3.742/09;  Decreto No 1.635 de 12 de enero de 1999

	Productos y subproductos vegetales (Acreditación Fitosanitaria para productos vegetales de importación (AFIDI))
	SENAVE
	Protección fitosanitaria
	Decreto No 139/93 y Resolución No 202/09

	Sustancias estupefacientes y drogas peligrosas
	MSPBS y SENAD
	Salud
	Ley No 1.340 de 22 de noviembre de 1988, modificada por la Ley No 68/92 de 16 de noviembre de 1992;  Decreto-Ley No 9/92, de 17 de febrero de 1992;  y Ley No 1.881/02, de 24 de junio de 2002;  Decreto No 4.817, de 15 de febrero de 1990

	Productos reciclables
	SEAM
	Certificación de no peligrosidad
	Resolución No 374/07

	Requisito de licencia previa
	
	
	

	Importación y comercialización de insecticidas domisanitarios
	MIC
	Salud
	Resolución No 171 del MIC de 14 de abril de 2008

	Azúcar
	MIC
	Salvaguardia de la industria nacional
	Resolución No 251/02 de 9 de enero de 2002;  Resolución No 631 de 8 de agosto de 2008

	Yerba mate
	MIC
	Salvaguardia de la industria nacional
	Resolución No 201/06 de 21 de abril de 2006

	Harina de trigo
	MIC
	Registro
	Resolución No 807/07 de 12 de octubre de 2007

	Cemento
	MIC
	Reglamentación de la producción y la importación
	Decreto No 18.352/02 de 26 de agosto de 2002;  Resolución MIC No 51/09 de 5 de febrero de 2009

	Determinados productos derivados del petróleo
	MIC
	Protección del medio ambiente
	Resolución No 760/01 de 12 de diciembre de 2001

	Cuadro III.7 (continuación)

	Sustancias agotadoras de la capa de ozono
	SEAM
	Protección del medio ambiente
	Decreto No 3.980 de 6 de julio de 1999

	Productos de carnes y despojos de gallo o gallina (NCM 0207.11.00, 0207.12.00, 1207.13.00, 0297.14.00)
	MIC
	Salvaguardia de la industria nacional
	Decreto No 1.443 de 9 de febrero de 2009;  Resolución MIC No 74/09 de 17 de febrero de 2009.

	Carne vacuna
	MIC
	Procedimientos administrativos
	Resolución MIC No 538/06 de 12 de septiembre de 2006, Resolución MIC No 607/06.

	Granos de soja
	MIC
	Protección fitosanitaria
	Resolución MIC No 476 de 21 de agosto de 2006  

	Confecciones (capítulos 61, 62 y 63 NCM) 
	MIC
	Protección de la balanza comercial
	Decreto No 1.421 de 5 de febrero de 2009;  y Resolución MIC No 51 de 5 de febrero de 2009

	Productos de higiene, tocador y belleza y domisanitarios de riesgo I
	MIC
	Salud
	Decreto No 3.214/09 de 21 de octubre de 2009;  Resolución No 1.029 de 23 de diciembre de 2008;  Resolución MIC No 171/09 de 14 de abril de 2009

	Aves y productos de origen aviar
	SENACSA
	Protección zoosanitaria
	Decreto No 3.214/09 de 21 de octubre de 2009;  Resolución No 1.029 de 23 de diciembre de 2008;  Resolución MIC No 171/09 de 14 de abril de 2009;  Decreto No 21.945/98 de 17 de julio de 1998 (MAG);  Decreto No 11.524/00 de 15 de diciembre de 2000;  Decreto No 15.000/96

	Bovinos u otros animales destinados a reproducción susceptibles a la tuberculosis
	SENACSA
	Protección zoosanitaria
	Decreto No 18.613/97;  Resolución N° 475/04 (MAG)


	Cerdos
	SENACSA
	Protección zoosanitaria
	Decreto No 21.946/98 de  17 de julio de 1998 (MAG);  Decreto No 15.000/96

	Ganado bovino y ovino procedente de Argentina, Brasil y Uruguay
	SENACSA
	Protección zoosanitaria
	Resolución No 475/04 (MAG)

	Semen congelado y embriones de origen animal
	SENACSA
	Protección zoosanitaria
	Resolución No 1.026/08 (SENACSA);  Decreto No 15.000/96


Nota:
MAG:  Ministerio de Agricultura y Ganadería;  MIC:  Ministerio de Industria y Comercio;  MSPBS:  Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social;  INAN:  Instituto Nacional de Alimentación y Nutrición;  SENAD:  Secretaría Nacional Antidrogas;  SENAVE:  Servicio Nacional de Calidad y Sanidad Vegetal y de Semillas;  SENACSA:  Servicio Nacional de Calidad y Salud Animal.;  DIMABEL:  Dirección de Material Bélico;  SEAM:  Secretaría del Ambiente.

Fuente:
Secretaría de la OMC, en base al documento de la OMC G/LIC/N/1/PRY/2 de 14 de septiembre de 2010, e información proporcionada por las autoridades paraguayas.

75. El Decreto No 1.421 de 5 de febrero de 2009 introdujo el requisito de registro previo y licencia previa de importación para las confecciones.  Se creó el Registro de Importadores de Productos del Sector Confecciones en el MIC.  Las medidas se aplican sobre un grupo de productos clasificados en partidas arancelarias NCM incluidas en los capítulos 61, 62 y 63.
  La Resolución No 51 del MIC de 5 de febrero de 2009 reglamenta lo dispuesto por el Decreto No 1.421/09.  La justificación de las medidas es la salvaguardia de la balanza comercial y de pagos, la regulación de la comercialización interna y la necesidad de disponer de medidas precisas que brinden suficiente flexibilidad y espacio a fin de reaccionar ante la actual crisis financiera con miras a eliminar las dificultades que ésta le cause a la industria nacional paraguaya.

76. La Resolución No 631 del MIC de 8 de agosto de 2008 reglamenta ciertos aspectos de la Resolución No 251 de 24 de junio de 2002, en la que se creó el Registro de Importadores de Azúcar y se estableció el Régimen de Licencia Previa de Importación.  La Resolución No 631/08 establece nuevos requisitos para el otorgamiento de licencias previas de importación de azúcar, para lo que se requiere a) un certificado de inscripción en el Registro de Importadores de Azúcar del MIC, el cual debe ser renovado cada tres meses;  b) una copia autenticada del Registro de Establecimiento otorgado por el Instituto Nacional de Alimentación y Nutrición (INAN);  c) una copia autenticada del Registro Sanitario de Productos Alimenticios otorgado por el INAN;  y d) una factura comercial legalizada que avale la operación de exportación al Paraguay del producto o en su defecto una copia autenticada de la misma.  La licencia previa de importación es otorgada por cada operación de importación y tiene una validez de 30 días corridos a partir de la fecha de otorgamiento de la misma.

77. La Resolución No 171 del MIC de 14 de abril de 2008, reglamenta la importación y comercialización de insecticidas domisanitarios de riesgo II, estableciendo un requisito de licencia a la importación para estos productos.
  Para poder solicitar una licencia, el importador debe estar inscrito en el Registro del Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social (MSPBS), en la Dirección Nacional de Aduanas y en el Registro de Proveedores de Servicios (REPSE);  debe, además, recibir un dictamen favorable del MSPBS para la importación del producto.  La licencia es otorgada por cada operación, y tiene una validez de 30 días, prorrogable.

78. La Resolución No 1.029 de 23 de diciembre de 2008 estableció reglamentar la importación y comercialización de productos de higiene, tocador y belleza y productos domisanitarios de riesgo I, incluidos en las partidas arancelarias NCM:  3307.20.10;  3307.20.90;  3401.11.90;  3401.19.00;  3401.20.10;  3401.20.90;  3401.30.00;  3402.20.00;  y 3402.90.39, mediante el establecimiento de una licencia de importación a cargo del MIC.  Para obtener la licencia, el importador debe, entre otras cosas, recibir un dictamen favorable del MSPBS para la importación del producto, así como obtener una licencia ambiental de la Secretaría del Ambiente (SEAM).  La licencia se requiere para cada operación de importación y tiene una validez de 60 días, prorrogable.

79. La Resolución No 476 de 21 de agosto de 2006 del MIC establece requisitos de licencia previa a la importación de granos de soja (NCM 1201.00.90).  La licencia es otorgada por el MIC y tiene una validez de 30 días, prorrogable.  Para obtener la licencia es requisito que el importador, el cual debe estar registrado en el Servicio Nacional de Calidad y Sanidad Vegetal y de Semillas (SENAVE), obtenga una Licencia Ambiental expedida por la SEAM.  Para que la Dirección Nacional de Aduanas dé trámite a despachos de importación de granos de soja, debe además obtenerse una Acreditación Fitosanitaria de Importación (AFIDI) expedida por el SENAVE.

vii) Medidas de contingencia

a) Derechos antidumping y compensatorios

80. El Paraguay ha incorporado a su ordenamiento jurídico, mediante la Ley No 444/94, los Resultados de la Ronda Uruguay De Negociaciones Multilaterales, entre ellos el Acuerdo relativo a la Aplicación del Artículo VI del GATT de 1994 y el Acuerdo sobre Subvenciones y Medidas Compensatorias, de la OMC, y el Acuerdo sobre Salvaguardias.  El Decreto No 15.286/96 de 28 de octubre de 1996 y el Decreto No 1.837/99 de 29 de enero de 1999 designan al Ministerio de Industria y Comercio y al Ministerio de Hacienda como las instituciones responsables de su aplicación, y establecen los procedimientos administrativos pertinentes para la aplicación de los acuerdos.

81. El Paraguay ha notificado a la OMC su legislación relativa a las medidas antidumping y a las subvenciones y medidas compensatorias.  Esta legislación ha sido examinada por el Comité de Prácticas Antidumping y el Comité de Subvenciones y Medidas Compensatorias en 1997.
  

82. La Comisión de Defensa Comercial y Salvaguardias, regida por los Decretos No 15.286/96 y No 1.837/99, e integrada por representantes de los Ministerios de Industria y Comercio, Hacienda, Agricultura y Ganadería, y Relaciones Exteriores, y presidida por el representante del MIC es la entidad encargada de emitir recomendaciones a los Ministros de Industria y Comercio y de Hacienda sobre los procedimientos administrativos aplicados y las medidas correspondientes.  El MIC es el ente encargado de decidir el inicio de la investigación y de llevarla a cabo, y, juntamente con el Ministerio de Hacienda, de tomar la decisión sobre la aplicación o no de medidas preliminares o definitivas.  La notificación a la OMC de las resoluciones que contienen determinaciones preliminares y definitivas es responsabilidad del Ministerio de Relaciones Exteriores.

83. El Paraguay no ha aplicado medidas compensatorias ni nuevas medidas antidumping durante el período objeto de examen.  En este sentido, el Paraguay ha presentado las notificaciones oportunas a la OMC, tanto sobre medidas compensatorias
, como sobre antidumping, para 2004-09.
  Durante el período objeto de examen, el Paraguay no ha mantenido ninguna medida compensatoria y ha mantenido una sola medida antidumping (ver infra), la cual ha finalizado con la Resolución No 730 de 4 de noviembre de 2009. 

84. Desde la adhesión del Paraguay a la OMC, el MIC ha recibido tres solicitudes de inicio de investigación para imponer medidas antidumping, habiendo dado curso a dos de ellas.  En 1999, el Paraguay inició una investigación e impuso derechos antidumping definitivos de 0,69 dólares de los EE.UU. por embalaje de 440 cc. sobre las importaciones de insecticidas en aerosol Baygón Verde Ultra, y de 0,43 dólares de los EE.UU. por embalaje de 440 cc. sobre las importaciones de Baygón Azul Ultra, originarias de la Argentina.
  Esta medida fue terminada en 2004.  En 2004, el Paraguay impuso derechos antidumping definitivos de 0,066 dólares de los EE.UU. por kilo sobre las importaciones de cemento del Brasil, producido por la empresa Companhia de Cimento Portland Itaú S.A.
  Esta medida estuvo en vigencia hasta el 4 de febrero del 2010.  El MIC determinó  a través de la Resolución No 730 del 4 de noviembre de 2009, dar por terminada la medida, quedando la misma sin efecto en febrero de 2010.

85. De acuerdo con el Decreto No 15.286/96, una investigación en materia de derechos antidumping o de medidas compensatorias se inicia previa solicitud escrita al MIC hecha por la rama de producción nacional o en nombre de ella, o, en circunstancias especiales, de oficio.  Para iniciar una investigación, los productores nacionales que apoyan expresamente la solicitud deben representar al menos el 25 por ciento de la producción nacional total del producto similar.  Una vez recibida la solicitud, el MIC tiene 30 días para aceptarla, rechazarla, o pedir más información.  Si se acepta la solicitud, se debe expedir una resolución ordenando el inicio de una investigación.  El MIC puede recomendar la imposición de medidas provisionales dentro de un plazo máximo de 90 días (prorrogable por 30 días) a partir de la apertura de la investigación.  La imposición de medidas provisionales es publicada en la Gaceta Oficial y puede ordenarse sólo si se ha llegado a una determinación preliminar de que el aumento de las importaciones o la existencia de dumping o subvenciones han causado daño a una rama de producción nacional;  deben haber transcurrido al menos 60 días a partir de la fecha de la publicación que da inicio a la investigación.  La medida provisional no podrá exceder del margen de dumping provisionalmente estimado y no deberá aplicarse por un período mayor de cuatro meses, prorrogable a seis o nueve meses.

86. El MIC debe convocar a la Comisión de Defensa Comercial y Salvaguardias dentro de un plazo de tres meses, prorrogable por 30 días, a partir de la fecha de la resolución biministerial que contiene la determinación preliminar, para presentarle las conclusiones y recomendaciones de la investigación, para su análisis y discusión.  La conclusión y recomendación definitiva debe ser elevada por el MIC dentro de un plazo máximo de un mes a partir de la fecha en que fue convocada la Comisión.  Mediante resolución biministerial justificada, los Ministros de Industria y Comercio y de Hacienda deberán determinar (dentro de un plazo de 30 días) en forma definitiva sobre la imposición de derechos.  Dicha resolución biministerial es publicada en la Gaceta Oficial dentro de los tres días siguientes.  Las investigaciones deben finalizarse a más tardar en un plazo de 12 meses, prorrogable hasta 18 meses, después de la fecha de la resolución que ordena el inicio de la investigación.  Las resoluciones podrán apelarse mediante los tribunales administrativos.

87. Los derechos antidumping o compensatorios se deberán percibir sobre las importaciones de un producto procedente de cualquier fuente que sea objeto de dumping y cause un perjuicio, y se deberán aplicar por un monto igual o inferior al margen de dumping o subvención que se haya determinado.  Los derechos antidumping y compensatorios deberán ser suprimido, a más tardar, en un plazo de cinco años, salvo que se determine que la supresión del derecho daría lugar a la continuación o la repetición del daño y del dumping o la subvención.  Luego de transcurrido al menos un año desde el establecimiento de un derecho definitivo, el MIC, a solicitud de parte interesada o de oficio, puede iniciar un procedimiento de revisión para examinar la necesidad de mantener el derecho impuesto.  

b) Salvaguardias

88. El Acuerdo sobre Salvaguardias de la OMC, incorporado a la legislación del Paraguay mediante la Ley No 444/94, constituye la legislación nacional relativa a las salvaguardias.  Los Ministerios de Industria y Comercio y Hacienda son las instituciones responsables de la aplicación de las medidas de salvaguardia, mientras que la Comisión de Defensa Comercial y Salvaguardias es la entidad encargada de emitir recomendaciones a los Ministros de Industria y Comercio y de Hacienda sobre los procedimientos administrativos aplicados y las medidas correspondientes.  

89. El Paraguay no ha hecho uso de medidas de salvaguardia durante el período objeto de examen.  

90. El Decreto No 1.837/99 establece los procedimientos administrativos para la aplicación de las salvaguardias, siguiendo el Acuerdo sobre Salvaguardias de la OMC.
  Estos procedimientos son similares a los aplicables para la imposición de medidas antidumping y compensatorias y en ellos intervienen las mismas instituciones.  La solicitud de aplicación de una medida de salvaguardia debe ser presentada ante el MIC, acompañada de elementos de prueba suficientemente demostrativos del aumento de las importaciones, del daño grave o de la amenaza de daño grave y de la relación causal entre ambas circunstancias, y de un plan de ajuste que coloque a la rama de la producción nacional en mejores condiciones de competitividad frente a las importaciones.
  El MIC deberá realizar un examen de admisibilidad de la solicitud en un plazo máximo de 20 días contados a partir de la recepción de la solicitud, y conducir la investigación a fin de determinar el aumento de las importaciones del producto de que se trate, y la existencia de daño grave o amenaza de daño grave a la rama de la producción nacional de productos similares o directamente competidores, y de la relación de causalidad entre el aumento de importaciones del producto de que se trate y el daño grave o la amenaza de daño grave.  Si se admite la solicitud, la Subsecretaría de Estado de Comercio del MIC debe remitir en un plazo máximo de 40 días, un informe sobre la procedencia de la apertura de la investigación al Ministro de Industria y Comercio, el cual, dentro de los 20 días desde la recepción del informe, debe decidir sobre la apertura de la investigación mediante una Resolución Ministerial publicada en la Gaceta Oficial.

91. La investigación para la eventual aplicación de una medida de salvaguardia debe efectuarse en un plazo que no exceda los nueve meses desde la apertura de la investigación, prorrogables por dos meses.  Si se aplican medidas provisionales, la duración máxima de la investigación debe ser de 200 días desde la fecha de aplicación de tales medidas.  Para determinar si el aumento de las importaciones ha causado o amenaza causar un daño grave a una rama de la producción nacional, a parte de los factores pertinentes definidos en el Acuerdo sobre Salvaguardias de la OMC, deben tomarse en cuenta los precios de las importaciones y la evolución de los precios internos de los productos similares.  En los casos de amenaza de daño grave se deben tomar en cuenta factores que puedan llevar a que se concretice tal daño, como, por ejemplo, la tasa de aumento de las exportaciones y la capacidad de exportación en el país de origen o de exportación.  

92. Los Ministros de Industria y Comercio y de Hacienda pueden aplicar una medida de salvaguardia provisional mediante una resolución biministerial publicada en la Gaceta Oficial.  La aplicación de medidas provisionales exige que se demuestre la existencia de circunstancias críticas, como un aumento de las importaciones en un período relativamente corto y que la demora en la aplicación de las medidas provocará que el daño o amenaza de daño grave difícilmente pueda repararse.  Las medidas de salvaguardia provisionales deberán adoptar la forma de incrementos de los derechos de importación, adicionales al AEC, pudiendo ser:  derechos ad valorem, específicos, o una combinación de ambos.  Los derechos de salvaguardia definitivos también se imponen mediante resolución biministerial, pudiendo adoptar, además de las mismas formas que los derechos provisionales, la forma de restricciones cuantitativas.  

93. Aunque, de conformidad con el Decreto No 1.827/99, en los casos de los productos agrícolas, se podrán aplicar las medidas de salvaguardia previstas en el Acuerdo sobre la Agricultura, el Paraguay no se ha reservado el derecho de utilizar las salvaguardias especiales previstas en el Artículo 5 de dicho acuerdo.  

94. El MERCOSUR cuenta con normativa con respecto a las salvaguardias a terceros países, la Decisión No 17/96 del MERCOSUR, la cual se basa en el Acuerdo sobre Salvaguardias de la OMC.  La Decisión establece el procedimiento para la aplicación de las medidas de salvaguardia por el MERCOSUR como entidad única o individualmente por alguno de sus Estados miembros.  Las medidas de salvaguardia no se aplican a otros países del MERCOSUR.  Con respecto a las salvaguardias adoptadas en virtud de las normas de la OMC, los productos objeto de medidas de salvaguardia estarán sujetos al régimen de origen MERCOSUR en el comercio intra-MERCOSUR.  Los acuerdos bilaterales del MERCOSUR con Chile, Bolivia, el Perú y Colombia, Ecuador y Venezuela permiten la aplicación de medidas de salvaguardia durante un máximo de dos años, hasta la aplicación completa de los acuerdos.  Estas medidas pueden consistir en la supresión o eliminación de preferencias.  Cuando se hayan aplicado plenamente los Acuerdos, no deberán aplicarse medidas de salvaguardia entre las partes.

viii) Reglamentos técnicos y normas 

a) Marco institucional y jurídico

95. Existen varios organismos en el Paraguay que promulgan reglamentos técnicos, tales como el Ministerio de Industria y Comercio, el Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social, el Ministerio de Agricultura y Ganadería y otros ministerios y cada uno sigue sus propios procedimientos.  Los reglamentos técnicos pueden o no emanar de normas nacionales o internacionales.  En este sentido, en general, pueden seguirse dos tipos de pautas generales para la adopción de reglamentos técnicos:  a) la elaboración de parte de la entidad de sus propios reglamentos técnicos basados en normas regionales o internacionales;  o b) la declaración, por decreto o resolución, de obligatoriedad de una norma nacional del Instituto Nacional de Tecnología, Normalización y Metrología (INTN).  Todos los reglamentos técnicos deben de ser publicados en la Gaceta Oficial, y ser colocados en línea en el portal del Sistema Nacional de Información y Notificación (SNIN).  Los reglamentos técnicos se aplican tanto a las importaciones como a los productos nacionales.  El INTN no elabora directamente reglamentos técnicos, pero suele ser consultado por las entidades gubernamentales cuando éstas los preparan.  La conformidad de los productos importados que se encuentran reglamentados se verifica en frontera de acuerdo a procedimientos internacionalmente reconocidos.

96. La elaboración de las normas es responsabilidad del INTN;  la elaboración y coordinación de políticas relativas a los reglamentos técnicos son responsabilidad del MIC, el cual coordina el recientemente creado Comité Técnico Nacional sobre Obstáculos Técnicos al Comercio, establecido por el Decreto No 1.765/09.  El Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología (CONACYT), establecido por la Ley No 1.028/97 y cuya estructura orgánica fue posteriormente modificada por la Ley No 2.279/03 para incorporar el Sistema Nacional de la Calidad, es el organismo encargado de la formulación de las políticas nacionales y estrategias de ciencia, tecnología e innovación y de calidad para el país.  Es responsabilidad del CONACYT la coordinación y orientación de las actividades de normalización, metrología, acreditación y de producción de reglamentos técnicos, así como demás actividades del área de la calidad.  En la estructura de la CONACYT funciona el Organismo Nacional de Acreditación (ONA), el cual es miembro de la Cooperación Interamericana de Acreditación.  

97. Hasta 2006, el Paraguay no había efectuado ninguna notificación al Comité sobre Obstáculos Técnicos al Comercio de la OMC sobre reglamentos técnicos adoptados o por adoptar.  En septiembre de 2006, el Paraguay presentó una notificación a la OMC en la que se describe la administración del Acuerdo de Obstáculos al Comercio en el Paraguay, los organismos encargados y el establecimiento del Sistema Nacional de Información y Notificación (SNIN).   La primera notificación de un reglamento técnicos se hizo en noviembre de 2006, con respecto a un proyecto de reglamento MERCOSUR sobre cosméticos.
  Desde entonces, y hasta fines de septiembre de 2010, el Paraguay ha presentado 32 notificaciones sobre proyectos de reglamentos técnicos a la OMC (cuadro AIII.2).
  En 2003, el Paraguay notificó a la OMC la aceptación del Código de Buena Conducta anexo al Acuerdo de la OMC sobre Obstáculos Técnicos al Comercio.
  

98. El Paraguay ha notificado dos puntos de contacto dentro de su servicio nacional de información en lo relativo a reglamentos técnicos.  Las consultas sobre reglamentos técnicos, normas y procedimientos de evaluación de la conformidad, deben dirigirse a la Unidad de Coordinación del Servicio Nacional de Información del MIC, creado en 2005, mientras que el ente encargado de proporcionar información sobre notificaciones a la OMC, información y consultas formales de los países Miembros referidos a los obstáculos técnicos al comercio es el Centro de Referencias OMC de la Dirección de Organismos Económicos Multilaterales-Subsecretaría de Relaciones Económicas e Integración en el Ministerio de Relaciones Exteriores.
  

99. El SNIN es el sistema nacional de información y notificación sobre reglamentos técnicos, normas y procedimientos de evaluación de la conformidad.  El Decreto No 1.765/2009 aprobó el reglamento y estableció la estrategia del SNIN.  El reglamento define que todos los proyectos de reglamento deberán ser notificados;  también estipula que se otorgarán 60 y 90 días para recibir comentarios, salvo en los casos de aprobación por urgencia.  El Decreto designa al MRE como punto focal ante la OMC y establece la centralización de las informaciones en la unidad de coordinación del SNIN, de manera que este último sirva como punto focal ante el sector privado.

100. Las autoridades indicaron que, con el establecimiento del SNIN, el Paraguay pretende coordinar el accionar de todos los entes públicos con capacidad legal para establecer reglamentos técnicos y normas, promover la participación de las instituciones privadas representativas de la producción del Paraguay, y cumplir con los principios que deben seguirse en el marco de las buenas prácticas regulatorias.  También indicaron que con el establecimiento del SNIN se busca dar cumplimiento a las obligaciones en materia de notificación, transparencia e información derivadas del Acuerdo sobre Obstáculos Técnicos al Comercio, así como coordinar y definir posiciones para las negociaciones del ámbito multilateral, regional (MERCOSUR) y bilateral.  Adicionalmente, a través del SNIN se apunta a informar a los productores rurales, industriales, exportadores e importadores sobre los OTC en los mercados de exportación y en el Paraguay, y a implementar un sistema de información en base a las notificaciones de los demás Miembros de la OMC, para facilitar el comercio internacional.  A noviembre de 2010, el SNIN tenía compiladas 32 notificaciones paraguayas y 1.450 notificaciones internacionales.

101. Desde noviembre de 2006, las autoridades paraguayas notifican a la OMC las propuestas de reglamentos técnicos que se considera tendrán efectos en el comercio, aun cuando esos reglamentos sean idénticos a normas regionales o internacionales.  De las 32 notificaciones presentadas hasta fines de noviembre de 2010 por el Paraguay, en 24 de ellas se preveía un plazo de 60 días para la presentación de observaciones por los Miembros;  de las ocho restantes, cinco no especificaban el plazo, y en tres casos, la notificación se produjo después de haber sido adoptado el reglamento.  Alrededor de la mitad de los proyectos de reglamentos técnicos notificados por el Paraguay durante el período objeto de examen corresponden a reglamentos a nivel del MERCOSUR.  

102. A noviembre de 2010, el SNIN reportaba 246 reglamentos técnicos, emitidos entre 1971 y noviembre de 2010.
  Los reglamentos técnicos adoptados desde el último examen se refieren a productos como los juguetes, los plaguicidas, los cosméticos, los aditivos para alimentos, los alambres y las barras de acero, los cables aislados con PVC, las pilas y las baterías, el gas licuado de petróleo, la refinación de combustibles, el etiquetado para los textiles y para los domisanitarios, los productos agriquímicos, los productos premedidos comercializados en masa, el pescado y los mariscos, el trigo y el tomate;  otros se refieren a los cables y conductores eléctricos de baja tensión, los productos eléctricos de baja tensión, los surtidores de combustibles líquidos, el almacenamiento de gas comprimido, entre otros.  

103. Los ministerios y organismos encargados de la elaboración de reglamentos técnicos aplican procedimientos generales similares, basados en el Decreto No 1.765/09.  Pueden iniciar la elaboración de un reglamento técnico de oficio o a petición de un tercero.  Si se considera que el reglamento técnico propuesto tendrá efectos en el comercio, se envía el proyecto a la OMC para que los Miembros puedan formular observaciones al respecto.  El SNIN se ocupa de la tramitación de las observaciones presentadas a nivel internacional.  Una vez examinadas todas las observaciones y sugerencias recibidas, el ministerio u organismo competente decide si se adopta el reglamento técnico, con o sin modificaciones.  Los reglamentos técnicos adoptan la forma de leyes, decretos o resoluciones, según proceda, y se publican en el portal del SNIN y en la Gaceta Oficial.
104. Los productos sometidos a reglamentos técnicos paraguayos están sujetos a certificación por organismos designados y acreditados (ver infra).  La vigilancia del cumplimiento con reglamentos técnicos se realiza en los puntos de entrada de las aduanas del país, en el caso de las importaciones o a través de inspecciones en el comercio al por menor.  
105. El Grupo Mercado Común (GMC), principal órgano ejecutivo del MERCOSUR, promulga reglamentos técnicos MERCOSUR en forma de resoluciones.  El Subgrupo de Trabajo No 3 (SGT No 3, Reglamentos Técnicos y Evaluación de la Conformidad) se encarga de elaborar el proyecto de reglamento técnico, incorporar las observaciones resultantes del proceso de consultas internas y presentar al GMC el proyecto final para su aprobación.  La medida se notifica a la OMC tras la celebración de las consultas internas pero antes de su adopción por el MERCOSUR o su incorporación en el sistema jurídico interno.
  El Paraguay ha internalizado la normativa MERCOSUR sobre OTCs a través del:  Decreto No 8.064/06, el cual contiene 76 resoluciones GMC, relativas a alimentos, juguetes, y metrología entre otros;  el Decreto No 12.085/08, que contiene 23 resoluciones GMC, relativas a etiquetado de textiles, alimentos, y premedidos, entre otros;  y del Decreto No 4.432/10, el cual incorpora una resolución del GMC, relativa a definiciones de bebidas alcohólicas.  El Decreto No 8.064 fue notificado a la OMC en noviembre de 2006.

106. En el Paraguay, el SGT No 3 está coordinado por el MIC.  Este ministerio y otras instituciones (INTN, INAN, SENAVE, SENACSA, ONA) participan en los trabajos técnicos de las diversas Comisiones que conforman el SGT No 3:  Alimentos;  Evaluación de Conformidad; Metrología;  Seguridad de Productos Eléctricos;  Industria Automotriz;  Gas;  Juguetes y Seguridad de Bicicletas de Uso Adulto.  Estas comisiones se estructuran en subgrupos de trabajo conformados por especialistas de los Estados Partes, quienes trabajan en la elaboración de los reglamentos técnicos.  

107. El Paraguay no ha celebrado ningún acuerdo de reconocimiento mutuo y no ha notificado a la OMC ningún acuerdo de reconocimiento multilateral de la evaluación de la conformidad.  El Paraguay no acepta como equivalentes los reglamentos técnicos adoptados ni las pruebas realizadas por sus interlocutores comerciales. 
108. El INTN es el ente responsable de llevar a cabo las actividades de metrología, en conformidad con la Ley No 937 "De Metrología" de 13 de septiembre de 1982, el Decreto No 1.988 de 16 de febrero de 1999, que reglamenta la citada Ley, la Ley No 2.279/03 y la Ley No 2.575 de 7 de junio de 2005 (Reforma de la Carta Orgánica del INTN).  Estas disposiciones designan al INTN como Organismo Nacional de Metrología, responsable de la implementación y funcionamiento del Laboratorio Metrológico Nacional (manejado por la Dirección del Organismo Nacional Metrología del INTN), de mantener y guardar los patrones nacionales de medida, y de elaborar los reglamentos técnicos para cada área de actividad metrológica específica.  El INTN también está encargado de asegurar los servicios de control de los instrumentos de medida que se utilizan en actividades comerciales, industriales y sanitarias, así como de vigilar el contenido de los envasados.  El INTN es también responsable de la conducción del Laboratorio Nacional de Masas, el cual desde abril de 2008, está acreditado por el Deutscher Kalibrierdienst (DKD).
  El Paraguay es miembro de la Organización Internacional de Metrología Legal (OIML), a través del INTN, así como del Sistema Interamericano de Metrología (SIM).

109. El Comité Nacional del Codex Alimentarius Capítulo Paraguay (CONACAP), creado por el Decreto No 17.487 de 11 de junio de 1997, integrado por representantes del sector privado y del sector público, tiene como función analizar, evaluar y recomendar al Gobierno en lo referente a normas alimentarias, así como armonizar la legislación y la reglamentación nacional de alimentos, con las normas, directrices y códigos de prácticas elaborados por la Comisión del Codex Alimentarius.  La Secretaría Ejecutiva del CONACAP es ejercida en forma permanente por el INTN.

b) Evaluación de la conformidad 

110. La adopción de los procedimientos de evaluación de la conformidad está a cargo de diversos organismos reguladores.  Los pasos para adoptar esos procedimientos son similares a los seguidos para la adopción de reglamentos técnicos, habiendo un período de consulta pública, y publicándose el resultado del proceso en la Gaceta Oficial.  
111. La evaluación de la conformidad puede realizarse mediante certificación, inspección en el comercio al por menor, y, en los puertos de entrada y para los productos importados, muestreo.  La certificación la llevan a cabo principalmente terceras partes acreditadas y es por lo general voluntaria, salvo para los productos sujetos a reglamentos técnicos paraguayos para los cuales la certificación es obligatoria.  Los productos sujetos a certificación obligatoria incluyen:  combustibles (gasolina sin plomo, gasolina de aviación, kerosén, gasoil;  fuel oil),  barras de acero;  cemento;  cables eléctricos;  aparatos e instrumentos de medida;  contenedores de gas GLP;  extintores de incendio,  fósforos (cerillas);  vehículos;  varillas y barras de acero;  juguetes;  y neumáticos.  El Paraguay no reconoce automáticamente la certificación de productos y sistemas de los organismos de certificación extranjeros, salvo casos especiales y en forma temporal. 

112. El Paraguay aplica requisitos específicos de etiquetado a productos como alimentos, la cerveza de malta, los productos vitivinícolas, productos y subproductos de origen vegetal, semillas, plaguicidas, fertilizantes, enmiendas para el suelo y afines, los textiles y el calzado, los productos domisanitarios, y los medicamentos.  La Ley de Defensa del Consumidor y del Usuario (Ley No 1.334/98 de 18 de junio de 1998), contiene además requisitos no específicos sobre la información de oferta de bienes y servicios (sección iv) ii)).

c) Acreditación

113. El Organismo Nacional de Acreditación (ONA) fue establecido en 1998, a través del Decreto No 20.660 de 20 de abril de 1998, en el marco del CONACYT.  El ONA se rige actualmente por la Ley No 2.279/03 de 26 de junio de 2003, y tiene como función principal otorgar la acreditación a los laboratorios de ensayo y calibración, y de organismos que realicen la certificación de productos, de sistemas de gestión de calidad o gestión ambiental, y de personas.  La acreditación del ONA habilita a estas entidades para realizar actividades tanto en el ámbito obligatorio como en el voluntario.  El ONA mantiene también un Registro de Evaluadores y Expertos Técnicos.  El ONA es miembro de la Cooperación Interamericana de Acreditación.
  

114. Desde 2010, la acreditación de parte del ONA de todos los organismos de evaluación de la conformidad que prestan servicio al Estado paraguayo es obligatoria, de acuerdo con lo dispuesto por el Decreto No 3.900/2010 de 5 de febrero de 2010.  El ONA mantiene tres programas de acreditación:  de laboratorio de ensayo y calibración (basado en la regla NP-ISO/IEC 17025);  de certificación de producto (NP- Guía ISO/IEC 65);  y de inspección/verificación (NP-ISO/IEC17020).  

115. Para obtener la acreditación se debe presentar una solicitud al ONA, seguida de la documentación justificativa, sobre la cual se hace una evaluación, además de realizarse una evaluación in situ.  Los formularios de solicitud se encuentran en línea en la dirección Internet del ONA.
  Para mantener la acreditación, el organismo acreditado debe someterse a evaluaciones periódicas.  La acreditación de los laboratorios y otras entidades se hace de conformidad con las normas internacionales en especial la ISO/IEC 17011, que establece los requisitos para un Organismo de Acreditación, y con las directrices de la Cooperación Internacional de Acreditación de Laboratorios (ILAC), el IAF (Foro Internacional de Acreditación) y la IAAC (Cooperación Interamericana de Acreditación).  Para ser acreditadas, las entidades solicitantes deben, además, seguir las políticas, los reglamentos, criterios y procedimientos del ONA.  A diciembre de 2010, había 17 organismos de evaluación de la conformidad acreditados para los sistemas de calidad:  3 organismos de certificación acreditados para certificar productos, 5 laboratorios de ensayos, 5 laboratorios de calibración, y 4 organismos de inspección, todos ellos establecidos en el Paraguay.
  Adicionalmente, se encontraban en proceso 7 acreditaciones:  4 de laboratorios de ensayo, 3 de laboratorios de calibración, 1 de organismo de certificación de producto, y 1 de organismo de inspección/verificación.

116. El cuadro III.8 resume los requisitos de acreditación vigentes en el Paraguay a septiembre de 2010, así como los organismos responsables de la legislación que implementa los requisitos de certificación que hace necesaria la acreditación de los organismos que la realizan.
Cuadro III.8

Reglamentaciones vigentes sobre obligatoriedad de la acreditación, 2010

	Entidad
	Ley/reglamento
	Tipo de organismo acreditado
	normativa internacional

	Ministerio de Industria y Comercio (MIC)
	Ley No 3.107/2006 "Que reglamenta la importación, fabricación, ensamblado, tránsito, transporte, depósito y comercialización de pilas y baterías primarias, comunes de carbón-zinc y alcalinas de manganeso, nocivos para la salud humana y el ambiente."
	Organismo de certificación de producto

	NP-Guía ISO/IEC65

(Modelo ISO 1b- Guía ISO/IEC67)



	Ministerio de Industria y Comercio (MIC)
	Decreto No 4.926/2010 "Por el cual se reglamenta la Ley No 3.107/2006 "Que reglamenta la importación, fabricación, ensamblado, tránsito, transporte, depósito y comercialización de pilas y baterías primarias, comunes de carbón-zinc y alcalinas de manganeso, nocivos para la salud humana y el ambiente."  
	Laboratorio de ensayo
	NP-ISO/IEC 17025

	Ministerio de Industria y Comercio (MIC)
	Resolución No 553/09 "Por la cual se reglamenta la fabricación, importación y comercialización de los cables aislados con policloruro de vinilo (PVC) para tensiones nominales hasta 450/750 v, inclusive."
	Organismo de certificación de producto
	NP-Guía ISO/IEC65

(Modelo 5)

	
	
	Laboratorio de ensayo
	NP-ISO/IEC 17025

	Servicio Nacional de Calidad, Sanidad Vegetal y de Semillas (SENAVE) y  Servicio Nacional de Calidad y Salud Animal (SENACSA)
	Ley No 3.481/08  "De fomento y control de la producción orgánica."
	Organismo de certificación de Producto
	NP-Guía ISO/IEC65

	
	Decreto No 4.577/10  "Por el cual se reglamenta la Ley No 3.481/08.  De fomento y control de la producción orgánica."
	Laboratorio de ensayo
	NP-ISO/IEC 17025

	Servicio Nacional de Calidad y Salud Animal (SENACSA)
	Resolución VMG No 35/2004  "Por la cual se establecen requisitos y obligaciones para las empresas certificadoras de carne bovina con destino a la República de Chile."
	Organismo de certificación de producto
	NP-Guía ISO/IEC65

	Servicio Nacional de Calidad, Sanidad Vegetal y de Semillas (SENAVE)
	Ley No 3.742/09 Art.8  "De control de productos fitosanitarios de uso agrícola."
	Laboratorio de ensayo


	NP-ISO/IEC 17025

	Servicio Nacional de Calidad, Sanidad Vegetal y de Semillas (SENAVE)
	Resolución No 101/10 (Art.3º)  "Por la cual se aprueban los requisitos para el registro de personas físicas o jurídicas prestadoras de servicios de muestreo de granos comerciales de sésamo o ajonjolí con fines analíticos y prestadoras de servicios de ensayos laboratoriales en el marco de la resolución SENAVE No 016/10."
	Organismo de inspección


	NP-ISO/IEC 17020

	
	
	Laboratorio de ensayo

	 NP-ISO/IEC 17025

	
	
	Organismo de certificación de producto
	 NP-Guía ISO/IEC65

	CONACYT-ONA
	Decreto No 3.900/10 "Por el cual de reglamentan los Artículos 15 y 16 de la Ley No 2.279/03 de Ciencia y Tecnología."
	Laboratorio de Ensayo
	NP-ISO/IEC 17025



	
	
	Laboratorio de calibración
	

	
	
	Laboratorio médico
	ISO/IEC 15189

	
	
	Organismo de certificación


	ISO/IEC 17021 

	
	
	
	NP-Guía ISO/IEC65

	
	
	
	ISO/IEC17024

	
	
	Organismo de inspección/verificación
	NP -ISO/IEC 17020


Fuente:
Información proporcionada por las autoridades paraguayas.

117. Las autoridades consideran que es necesario que el Estado paraguayo reconozca más directamente la importancia de la acreditación como un instrumento que apoya el sistema productivo nacional para mejorar la calidad de sus procesos, productos y servicios que utilizan, y que se requiere, además, apoyar el desarrollo de la competitividad de los organismos de evaluación de la conformidad.

d) Normas

118. El INTN, entidad autárquica y descentralizada, se ocupa de establecer normas a nivel nacional.  El INTN fue creado por la Ley No 862 de 26 de junio de 1963, y reorganizado por la Ley No 2.575 de 7 de junio de 2005, la cual amplió su campo de acción.  Las relaciones del INTN con el Poder Ejecutivo se realizan a través del MIC.
 

119. El INTN elabora y aprueba las normas paraguayas a través de sus 49 comités técnicos, de los cuales están activos 18, y se encarga de la certificación obligatoria de los productos.  Si bien la aplicación de las normas del INTN no es obligatoria, a menudo son tomadas como referencia por otras instituciones gubernamentales para la elaboración de reglamentos técnicos.  En este sentido, una norma de aplicación voluntaria puede constituirse en reglamento técnico por indicación de la autoridad competente.  La obligatoriedad se concreta mediante un reglamento técnico.  El INTN también es el Organismo Nacional de Certificación según lo dispuesto por el Decreto No 15.552 de 26 de noviembre de 1996 (ver supra).  A través de la Ley No 937 "De Metrología" de 13 de septiembre de 1982, y de su correspondiente Decreto Reglamentario No 1.988 de 16 de febrero de 1999, el INTN fue designado como responsable de la metrología y de la implementación y funcionamiento del Laboratorio Metrológico Nacional.  

120. El INTN es miembro correspondiente de la Organización Internacional de Normalización (ISO), la Comisión Panamericana de Normas Técnicas (COPANT), el Programa Iberoamericano de Ciencia y Tecnología para el Desarrollo (CYTED), la Comisión Mixta FAO/OMS del Codex Alimentarius, la Organización Internacional de Metrología Legal (OIML), la Asociación del MERCOSUR de Normalización (AMN), y el Sistema Interamericano de Metrología (SIM).  También es el punto focal y Secretaría Ejecutiva Permanente del Codex Alimentarius para el Paraguay.  

121. Las normas paraguayas son elaboradas, adoptadas, o armonizadas por el INTN, en general a solicitud del sector privado.  Recibida una solicitud, el INTN convoca al comité técnico correspondiente o forma un nuevo comité para elaborar un proyecto de norma.  El proyecto se somete a una encuesta pública durante 60 días, al final es aprobada mediante una Resolución del INTN.  Los procedimientos utilizados en el proceso se basan en Guías y Normas Internacionales (ISO/IEC).  Las normas elaboradas se envían al Centro de Información ISO/IEC en Ginebra, a través de la participación del INTN en ISONET.  A octubre de 2010 había 566 normas paraguayas en 49 áreas distintas.
  El mayor número de normas INTN son de los sectores construcción, textiles, productos lácteos, electricidad, cuerpos grasos, y madera. 

122. El INTN, como miembro de la Asociación MERCOSUR de Normalización (AMN)
, participa en los trabajos del MERCOSUR relacionados con normas.  La AMN es la institución regional no gubernamental encargada de armonizar las normas técnicas;  está compuesta por los organismos de normalización de cada país miembro.  Por un convenio firmado en 2004, entre el Grupo Mercado Común y la AMN, estos se relacionan a través del SGT No 3 (Reglamentos Técnicos y Evaluación de la Conformidad).  El objetivo es cooperar en materia de información, así la AMN presenta su plan anual de trabajo, el cual deberá tener en cuenta las prioridades del MERCOSUR, al SGT No 3.  Además debe informar semestralmente sobre el avance de sus trabajos, adjuntando las normas aprobadas.  La AMN realiza sus actividades por intermedio de comités sectoriales, que representan los segmentos industriales de cada país y que conducen un proceso de elaboración y armonización de normas que luego son aprobadas por la AMN.  

123. La adopción de las normas del MERCOSUR como normas nacionales o reglamentos técnicos por cada país miembro es voluntaria.  El Paraguay, así como los demás países del MERCOSUR han continuado haciendo esfuerzos para armonizar las normas.  La institución regional encargada de esta tarea es la AMN.  A septiembre de 2010 se habían adoptado 601 normas del MERCOSUR, 6 se encontraban en votación nacional y 2 estaban en curso de aprobación.  Además, había 505 proyectos más en el plan de trabajo.
  
ix) Medidas sanitarias y fitosanitarias  

124. La aplicación de las medidas sanitarias y fitosanitarias (MSF) se rige por la legislación nacional y el Acuerdo MSF de la OMC.  Desde junio de 2007, los organismos encargados del servicio nacional de información ante la OMC son el SENAVE y el SENACSA.
  En octubre de 2010 esta lista se actualizó para incluir al MAG como organismo de información para las MSF. 

125. La notificación de las MSF a la OMC se realiza a través del MRE, el cual recibe consultas y objeciones formales sobre las reglamentaciones notificadas las cuales son transmitidas a las instituciones sectoriales a través de los diversos comités.
  El MRE es, a su vez, miembro del Comité Nacional del CONACAP (ver supra).
  Los diferentes ministerios coordinan sus políticas y acciones a través de sus participación en el Comité (interministerial) de Medidas Sanitarias y Fitosanitarias.  A diciembre de 2010 se encontraba en proceso de aprobación un mecanismo de notificación de proyectos de normas a la OMC.

126. El SENAVE entró en función en abril de 2005, producto de la fusión de la Dirección de Defensa Vegetal (DDV), la Dirección de Semillas (DISE), la Oficina Fiscalizadora de Algodón y Tabaco (OFAT) y el Departamento de Normas de Comercialización de los productos y subproductos de origen vegetal de la Dirección de Comercialización del MAG.
  Entre las funciones asignadas al SENAVE por la Ley No 2.459/2004, se encuentran:  la aplicación de los convenios internacionales relacionados a la calidad y sanidad vegetal;  la protección fitosanitaria del país (con la potestad de implementar sistemas cuarentenarios);  la autorización y fiscalización de la importación de productos vegetales, plaguicidas y fertilizantes;  la certificación de productos vegetales exportados;  y el establecimiento y la fiscalización de los niveles máximos de residuos de plaguicidas en productos vegetales.  

127. El trabajo del SENAVE se orienta alrededor de cuatro áreas principales:  sanidad vegetal, calidad e inocuidad, semillas, plaguicidas, fertilizantes, enmiendas y afines.  Las autoridades indicaron que las reglamentaciones en estas áreas se basan en normas paraguayas, normas internacionales de la Convención Internacional de Protección Fitosanitaria (CIPF) y del Codex Alimentarius.  En el área de sanidad vegetal, el SENAVE realiza labores de cuarentena vegetal, vigilancia fitosanitaria, y defensa agrícola.  En el área de semillas, el SENAVE lleva los registros nacionales, y se ocupa de la certificación de la producción de semillas, y de la protección de los derechos de los creadores de nuevas variedades vegetales.  En lo relativo a plaguicidas, fertilizantes, enmiendas y afines, el SENAVE vigila la calidad de los mismos, principalmente a través del control de insumos y el registro de empresas.  Finalmente, el SENAVE debe asegurar la calidad e inocuidad de los productos y subproductos vegetales, tanto los destinados a la exportación, como los productos de importación y los de consumo interno, teniendo en cuenta las directrices y estándares de organismos internaciones y nacionales que rigen sobre la materia;  para ello recurre a la verificación de la calidad e inocuidad de estos productos y subproductos, principalmente a través de la certificación de la calidad.

128. La Ley No 2.426 de 28 de julio de 2004 creó el SENACSA, como institución autárquica y autónoma a partir de la fusión de la Dirección de Protección Pecuaria y la Dirección de Normas de Control de Alimentos de Origen Animal del Viceministerio de Ganadería, en el MAG.  El SENACSA entró a regir a partir de enero de 2005 y es el organismo sanitario animal oficial del Paraguay.  El SENACSA es responsable de elaborar, coordinar, ejecutar y fiscalizar la política nacional de sanidad animal, calidad e inocuidad de los productos y subproductos de origen animal.  En este sentido, el SENACSA autoriza y establece requerimientos sanitarios para la importación de:  a) animales y material genético (semen y embriones) de las distintas especies animales;  b) productos y subproductos de origen animal;  y c) insumos de uso veterinario (fármacos, insumos biológicos y alimentos).  El SENACSA también establece las condiciones requeridas para la habilitación de establecimientos industriales (faenadores, procesadores, fraccionadores) de productos de origen animal y de insumos de uso veterinario entre otros. 
129. Aparte de las entidades anteriores, existen varios organismos gubernamentales con capacidad de reglamentar para garantizar la salud humana, animal o vegetal.  La Dirección Nacional de Vigilancia Sanitaria (DNVS) del Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social (MSPBS) regula todo lo relativo a los medicamentos para uso humano, productos químicos y reactivos para la industria farmacéutica y no farmacéutica, cosméticos y productos de uso doméstico, así como jeringas y agujas de uso humano.  Los despachos de importación (y exportación) de determinados productos necesitan de la intervención de una institución del MSPBS antes de su desaduanización.  La DNVS interviene en el caso de los productos previamente mencionados, el Instituto Nacional de Alimentación y Nutrición (INAN) en el caso de los productos alimenticios y bebidas, y la Dirección de Establecimientos y Profesiones (DEP) para aparatos, instrumental, equipos y dispositivos médicos odontológicos y laboratoriales.  El ingreso al país de los reactivos para diagnóstico de laboratorios de análisis clínicos y los organismos derivados debe ser autorizado por el Laboratorio Central del MSPBS. 
130. Para el despacho aduanero de los productos bajo su jurisdicción, la DNVS solicita copias autenticadas de:  la factura comercial definitiva, la lista de empaque, la guía de transporte y del certificado de análisis de liberación de lote para todos los productos farmacéuticos.  La DNVS realiza también una verificación de despachos, incluyendo la inscripción de la empresa en el registro del MSPBS, el registro sanitario de los productos, cuando corresponda, y el origen y la procedencia del producto, entre otros.

131. Los diversos organismos que intervienen en actividades relativas a las medidas participan en foros de coordinación para armonizar sus actividades, en los cuales también participa el sector privado.  Esto se realiza en el Comité Técnico de Medidas Sanitarias y Fitosanitarias
, el SNIN y el CONACAP.  En estos foros de coordinación participan instituciones como el SENAVE, el SENACSA, el INTN, la SEAM, el MAG, el MIC, el MRE, la DNVS, el INAN y representantes de agremiaciones privadas.

132. El Paraguay es signatario de varias convenciones internacionales tales como el Convenio Internacional para la Protección de las Obtenciones Vegetales, y la Convención Internacional de Protección Fitosanitaria.
  El Paraguay participa también en el Comité de Sanidad Vegetal del Cono Sur (COSAVE), organización regional creada mediante Acuerdo entre los Gobiernos de la Argentina, el Brasil, Chile, el Paraguay y el Uruguay, en el marco de la Convención Internacional de Protección Fitosanitaria.
  El objetivo principal del COSAVE es fortalecer la integración fitosanitaria regional y desarrollar acciones integradas tendientes a resolver los problemas fitosanitarios de interés común para los países miembros.  En cumplimiento de las recomendaciones del COSAVE, el Paraguay aplica el sistema de acreditación fitosanitaria para productos vegetales de importación (AFIDI).

133. Los principales dispositivos legales en materia de MSF incluyen:  el Código Sanitario del Paraguay, Ley No 836/80;  la Ley No 123/91 "Que adopta Nuevas Normas de Protección Fitosanitaria";  la Ley No 385/94 "de Semillas y Protección de Cultivares";  la Ley No 672/24 "Ley Orgánica de la Dirección de Defensa Agrícola y Policía Sanitaria Vegetal";  la Ley No 2.459/04 "Que crea el Servicio Nacional de Calidad y Sanidad Vegetal y de Semillas (SENAVE)";  la Ley No 2.426/06 "Que crea el Servicio Nacional de calidad y salud animal (SENACSA)" y su Decreto reglamentario No 6.419/05;  y la Ley No 3.742/09 de 10 de diciembre de 2009 de "Control de Productos Fitosanitarios de Uso Agrícola Sanitario".

134. La Ley No 123/91 define atribuciones y obligaciones fitosanitarias relativas al control de plagas, y las condiciones generales de producción, traslado, almacenamiento, controles de ingreso y egreso.  De acuerdo con ella, la importación, admisión temporaria o tránsito de productos vegetales deberá contar con autorización previa de la autoridad de aplicación, que es el SENAVE.  La autorización de la importación permite la emisión de una acreditación fitosanitaria de importación (AFIDI).  La normativa relativa a las MSF en el Paraguay incluye la prohibición de la importación, distribución y comercialización de animales y productos de origen animal procedentes de determinados países donde están presentes algunas enfermedades (cuadro III.9).  La importación de aves está sujeta a autorización previa y a prescripciones especiales.  Todas las importaciones de animales y/o vegetales deben ser acompañadas de un certificado sanitario (en el caso de productos vegetales la importación debe venir acompañada de un Certificado Fitosanitario de Exportación o Reexportación del país de origen) expedido conforme a las normas internacionales pertinentes, por ejemplo aquellas de la Convención Internacional de Protección Fitosanitaria (CIPF), y de la Oficina Internacional de Epizootias (OIE).  El SENAVE y el SENACSA son los encargados de verificar en los pasos de frontera, puertos y aeropuertos la entrada de los productos de conformidad a las importaciones con las medidas sanitarias y fitosanitarias. 

135. La Ley No 385/94 regula la producción de semillas y establece las condiciones de producción, comercialización y exportación de las mismas.  Esta Ley creó el Registro Nacional de Cultivares Comerciales y el Registro Nacional de Cultivares Protegidos.  La Ley No 3.742/09 de Control de Productos Fitosanitarios de Uso Agrícola, establece el régimen legal de registro y control de todo producto fitosanitario de uso agrícola a partir del ingreso de los mismos al territorio nacional, así como la síntesis, formulación, fraccionamiento, transporte, almacenaje, etiquetado, comercialización, publicidad, aplicación y eliminación de residuos y disposición final de envases vacíos y de plaguicidas vencidos, con el fin de proteger la salud humana, animal, vegetal, y el ambiente.

Cuadro III.9

Prescripciones sanitarias y fitosanitarias para las importaciones vigentes a diciembre de 2010 

	Productos
	Prescripción
	Fundamento jurídico

	Animales y productos de origen animal:

	Abejas reinas, núcleos o cualquier material vivo 
	Autorización previa
	Decreto No 25.045 de 
19 de octubre de 1987 (MAG)

	Animales y sus derivados o preparaciones, provenientes de Bélgica, Holanda y Francia
	Requisito de un certificado sanitario que atestigüe que ciertos animales y productos de origen animal (rubros 0101 a 0511 y 23.09 de la nomenclatura del MERCOSUR) están libres de dioxinas
	Decreto No 10.021/00 de 
16 de agosto de 2000

	Animales vivos, material genético de las especies bovina, ovina y caprina, productos y subproductos
	Prohibición de las importaciones (productos de los capítulos 01, 02, 05, 15, 16 y 23 del SA) procedentes de países infectados con la encefalopatía espongiforme bovina (EEB)
	Decreto No 12.126/01 de 
7 de febrero de 2001;  Decreto No 21.517 de 21 de julio de 2003

	Animales vivos, material genético, productos y subproductos de las especies ovina y caprina
	Prohibición de las importaciones procedentes de países donde hay prurigo lumbar o donde no se dispone de información sobre la cuestión
	Resolución No 2/2001 de 
19 de enero de 2001

	Aves vivas, productos, subproductos y material genético
	Prohibición de las importaciones susceptibles de estar infectadas con influenza aviar
	Resolución No 023/2004 de 
19 de mayo de 2004

	Aves y productos de origen aviar
	Autorización previa y certificado sanitario expedido por el país de origen.  La entidad verificadora es el SENACSA
	Decreto No 21.945/98 de 
17 de julio de 1998 (MAG) y Decreto No 11.524/00 de 15 de diciembre de 2000;  Decreto N° 15.000/96

	Bovinos u otros animales destinados a reproducción susceptibles a la tuberculosis
	Certificado sanitario expedido por el país de origen;  inspección sanitaria por el SENACSA
	Decreto No 18.613/97 de 
6 de octubre de 1997;  Resolución N° 475/04 (MAG)

	Cerdos
	Certificado de vacunación y diagnóstico para cerdos de más de dos meses, expedido por el país de origen y legalizado, en el que se atestigüe que no presentan ningún signo clínico de peste porcina clásica y que las autoridades sanitarias del país inspeccionan periódicamente las granjas
	Decreto No 21.946/98 de 
17 de julio de 1998 (MAG), Decreto No 15.000/96 

	Ganado bovino y ovino procedente de Argentina, Brasil y Uruguay
	Certificado de vacunación contra la fiebre aftosa, expedido por el país de origen;  las importaciones están sujetas a inspecciones sanitarias y a cuarentena
	Resolución No 475/04 (MAG)

	Semen congelado y embriones de origen animal
	Certificado sanitario expedido por el país de origen;  las importaciones están sujetas a controles de calidad y sanitarios
	Resolución No 1.026/08 (SENACSA);  Decreto No 15.000/96

	Sustancias de acción hormonal
	Prohíbe  importación, comercialización y utilización de sustancias de acción hormonal para el engorde de animales
	Decreto No 3.255/89 (MAG)

	Cloranfenicol
	Prohíbe  la importación, fabricación, fraccionamiento, comercialización y uso
	Resolución No 21/89 (MAG)

	Organoclorados
	Prohibición de importación, formulaciones, distribución, venta y uso
	Resolución No 447/93 (MAG)

	Nitrofuranos
	Prohíbe, importación, distribución, comercialización y utilización
	Resolución No 307/98 (MAG)

	Hidrolizados de o rigen rumiante.
	Prohibición de producción, importación y comercialización
	Resolución No 07/2002 (MAG)

	Proteínas de origen rumiante
	Prohíbe la alimentación de los rumiantes con proteínas de origen mamífero
	Resolución No 15/04 (MAG)

	Cuadro III.9 (continuación)

	Olaquindox
	Prohíbe importación, comercialización, uso
	Resolución No 278/08 (SENACSA)

	Productos de origen vegetal:

	Especies de la flora y fauna silvestre y exótica
	Autorización previa
	Ley No 96/93 de 
24 de diciembre de 1993

	Productos de origen vegetal
	Autorización previa;  inspección y requisito fitosanitario
	Ley No 2.459/04

	Productos vitivinícolas
	Cumplimiento del Reglamento del MERCOSUR relativo a la vitivinicultura (Resolución Nº 45/96 del MERCOSUR);  con sujeción al análisis y al certificado que permite comercializar el producto, expedido por el MIC
	Decreto No 18.953/97 de 
5 de noviembre de 1997 (MIC)

	Semillas
	Autorización previa
	Ley de Semillas y Protección de Cultivares

	Otros productos:
	
	

	Productos alimenticios
	Registro sanitario de productos (incluso para las importaciones) en el MSPBS;  el registro tiene una validez de 5 años, no obstante, todas las importaciones (incluidas las procedentes del MERCOSUR) están controladas
	Ley No 836/80 de 15 de diciembre de 1980 (Código Sanitario);  Decreto No 1.635/99 de 
12 de enero de 1999

	
	El INAN está facultado para la habilitación y el registro de entidades (incluidas las entidades importadoras) que se ocupan de los productos alimenticios, bebidas y aditivos destinados al consumo humano
	Decreto No 16.611/02 de 
7 de marzo de 2002

	Sal para consumo humano y animal 
	Los importadores, los productores y los depósitos de mayoristas de sal y productos afines han de estar registrados en el INAN;  el registro sanitario es también obligatorio para la propia sal;  requisitos de etiquetado para la sal no comestible
	Ley No 836/80 de 15 de diciembre de 1980 (Código Sanitario);  Decreto No 3.597/99 de 11 de junio de 1999;  Resolución No 144 de 31 de marzo de 2003;  Resolución No 163 de 3º de marzo de 2009

	Insumos agrícolas
	Los importadores deben registrarse en el SENAVE, al igual que los productos
	Ley No 3.742/2009

	Madera procesada
	Requisitos específicos para la importación de madera procesada
	Resolución No 234 de 29 agosto de 2006


Nota:
MAG:  Ministerio de Agricultura y Ganadería;  MIC:  Ministerio de Industria y Comercio;  MSPBS:  Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social;  SENAVE:  Servicio Nacional de Calidad y Sanidad Vegetal y de Semillas;   SENACSA:  Servicio Nacional de Calidad y Salud Animal;  INAN:  Instituto Nacional de Alimentación y Nutrición.

Fuente:
Secretaría de la OMC.

136. Desde el último examen del Paraguay en 2005, se han adoptado una serie de disposiciones normativas relativas a las MSF.  Algunas de ellos tuvieron como objetivo la reforma del aparato institucional y la creación de nuevas entidades, come el SENAVE y el SENACSA.  Otras estuvieron encaminadas a realizar una mayor armonización de la normativa paraguaya con las normas MERCOSUR.  Por último, en algunos casos, se emitió legislación para implementar convenios internacionales, o para adoptar normas internacionales (Cuadro III.10). 

137. Una de las modificaciones más importantes a la normativa de las MSF durante el período objeto de examen fue la promulgación de la Ley No 3.742 de 10 de diciembre de 2009 "De control de productos fitosanitarios de uso agrícola sanitario", la cual establece un régimen de registro y control de los mismos a partir de su ingreso al territorio paraguayo.
  Por este instrumento, a partir de su entrada en vigor, los importadores deben registrarse en la autoridad de aplicación, el SENAVE, al igual que los productos;  la Ley hace el registro de todo producto fitosanitario de uso agrícola obligatorio a partir del ingreso de los mismos al territorio paraguayo.  También debe registrarse la síntesis, formulación, fraccionamiento, transporte, almacenaje, etiquetado, comercialización, publicidad, aplicación y eliminación de residuos y disposición final de envases vacíos y de plaguicidas vencidos, con el fin de proteger la salud humana, animal, vegetal, y el ambiente.  La Ley extiende también la obligatoriedad del registro a los laboratorios que analicen, ensayen o generen información sobre productos fitosanitarios.
  

Cuadro III.10

Normativa en materia de MSF aprobadas desde 2004
	Número. y fecha
	Título

	Leyes
	

	No 2.426 de 28 de julio de 2004
	Que crea el Servicio Nacional de Calidad y Sanidad Animal (SENACSA)

	No 2.459 de 2 de septiembre de 2004
	Que crea el Servicio Nacional de Calidad y Sanidad Vegetal y de Semillas (SENAVE)

	No 2.721 de 3 de octubre de 2005
	Que aprueba la Convención Internacional de Protección Fitosanitaria

	No 3.194 de 25 de mayo de 2007
	Que aprueba el tratado internacional sobre los recursos filogenéticos para la alimentación y la agricultura

	No 3.519 de 25 junio de 2008
	De protección de los datos de prueba solicitados por la autoridad sanitaria para la aprobación de productos fitosanitarios

	No 3.742 de 
10 de diciembre de 2009
	De control de productos fitosanitarios de uso agrícola

	Decretos
	

	No 4577 de 17 de junio de 2010
	Por la cual se reglamenta la Ley No 3481/08 de fomento y control de la producción orgánica

	Resoluciones
	

	No 1105 de 1° de septiembre de 2004
	Por la cual se establecen los nuevos lineamientos técnicos y principios para elaborar los análisis de riesgo de plagas para la importación de productos y subproductos de origen vegetal de países o regiones donde existen plagas de importancia cuarentenaria

	No 27 de junio de 2005
	Por el cual se modifican las normas específicas para la producción y comercialización de semillas certificadas y/o fiscalizadas de algodón, que fueran aprobadas por Resolución MAG No 290/2000

	No 35 de 28 de junio de 2005
	Por la cual se adopta la norma internacional de medidas fitosanitarias - Nimf No 15 "directrices para reglamentar el embalaje de madera utilizado en el comercio internacional"

	No 234 de 29 de agosto de 2006
	"Por la cual se aprueba un régimen de excepción a la resolución No 1105/04, para la internación de maderas procesadas y maderas semiprocesadas al territorio nacional"

	No 230 de 20 de junio de 2007
	"Por la cual se dispone la vigencia en la República del Paraguay de las resoluciones actualizadas y aprobadas por el Grupo Mercado Común del MERCOSUR, referente a armonizaciones de requisitos fitosanitarios"

	No 322 de 19 de junio de 2008
	"Por la cual se dispone la actualización en la República del Paraguay de las resoluciones actualizadas y aprobadas por el Grupo Mercado Común del MERCOSUR, referente a armonizaciones de requisitos fitosanitarios"


Nota:
MAG:  Ministerio de Agricultura y Ganadería;  MIC:  Ministerio de Industria y Comercio;  SENAVE:  Servicio Nacional de Calidad y Sanidad Vegetal y de Semillas;   SENACSA:  Servicio Nacional de Calidad y Salud Animal.

Fuente:
OMC, basada en información proporcionada por las autoridades.

138. El registro es también obligatorio para las empresas sintetizadoras, formuladoras y/o fraccionadoras de productos fitosanitarios, las cuales deberán contar con un profesional químico, quien será el responsable del control de calidad de la producción en la planta.  Estas empresas deben contar con un sistema de control de calidad de los productos fitosanitarios y llevar una planilla de producción para poder registrarse;  deberán, además, obtener una licencia ambiental previa de la Secretaría del Ambiente (SEAM).

139. Los laboratorios nacionales requieren, para ser registrados y habilitados por el SENAVE, demostrar ser competentes en el área y estar acreditados por el ONA.  Para el reconocimiento de laboratorios de análisis de la calidad de los productos fitosanitarios ubicados en los países miembros del COSAVE, es necesario que los mismos estén acreditados ante los organismos nacionales de acreditación o autoridades de aplicación fitosanitarias del país respectivo.  El registro de laboratorios tiene un plazo de validez de tres años, renovable.  La Ley no hace referencia al registro de laboratorios de terceros países;  las autoridades indicaron que, para registrarse, deben ser previamente acreditados por el ONA.

140. El plazo de validez de los registros de los productos fitosanitarios depende de su clasificación, ya sea como "experimental", definitivo, o de exportación.
  En el caso de un producto calificado como experimental, el registro es por dos años, renovable hasta por un período igual, y durante el cual deberá ser sometido a ensayos de eficacia de campo y no podrá comercializarse.  En el caso de los productos calificados como definitivos, o de exportación, el registro es indefinido, previo pago de una tasa de mantenimiento anual. 

141. A diciembre de 2010, la implementación de la nueva ley se encontraba en espera de la elaboración de un reglamento, para lo cual el SENAVE había iniciado un proceso de consulta participativa.

142. Las actividades relacionadas con los organismos genéticamente modificados (OGM) se rigen por el Decreto No 12.706 de 13 de agosto de 2008, "Que amplía y modifica el Decreto No 18.481/97".  Las modificaciones introducidas por la nueva legislación a la anterior tienen que ver principalmente con la creación del SENAVE y la ratificación del Protocolo de Cartagena sobre Seguridad de la Biotecnología del Convenio sobre la Diversidad Biológica.  El Decreto No 12.706/08 mantiene un organismo consultor en materia de bioseguridad que pasa a denominarse "Comisión de Bioseguridad Agropecuaria y Forestal" (COMBIO), integrada por representantes del MSPBS, el MIC, el SENACSA, el SENAVE, la Universidad Nacional de Asunción y la SEAM.  

143. La COMBIO, que remplazó en sus funciones a la Comisión de Bioseguridad, está encargada, entre otras cosas, de velar por que las personas e instituciones que trabajan con OGM cumplan con las medidas de seguridad referentes a su utilización, manipulación y liberación al medio ambiente, así como de autorizar su entrada al territorio del Paraguay.  La COMBIO es responsable de evaluar los OGM y recomendar en todo lo referente a la introducción, ensayos de campo, investigación-experimentación, liberación controlada al ambiente y otros usos propuestos.  Tiene también la responsabilidad de proponer las normas de bioseguridad, y de establecer los criterios de monitoreo.  Las importaciones de todos los productos agropecuarios deben ser aprobadas por el MAG siguiendo la recomendación de la COMBIO.  La importación de OGM no está prohibida pero está sujeta, al igual que la de los productos vegetales y animales, a una evaluación de riesgos.  El movimiento transfronterizo de los OGM se rige por los principios del Protocolo de Cartagena sobre Seguridad de la Biotecnología del Convenio sobre la Diversidad Biológica, ratificado por el Paraguay a través de la Ley No 2.309 de 3 de diciembre de 2003.  

144. El Decreto No 3.255/89 prohíbe la producción, importación, comercialización y utilización de sustancias de acción hormonal para el engorde de animales cuyas carnes y sus productos se destinan al consumo humano y reglamenta el uso de hormonas en la reproducción animal.  

145. El Paraguay ha incrementado considerablemente el número de sus notificaciones de MSF durante el período objeto de examen.  El Paraguay emergió del examen anterior como habiendo presentado una sola notificación relativa a MSF, en 1999.  Las autoridades indicaron que, a raíz de ello, el Paraguay, atendiendo a observaciones de los Miembros en el Examen de Política Comercial de 2005, inició actividades tendientes a superar debilidades en materia de notificaciones.  Como resultado de estos esfuerzos se puede notar una mejora en el cumplimiento de sus obligaciones desde 2005, habiéndose realizado un total de 22 notificaciones en el área de MSF desde el inicio de la OMC, 21 de ellas desde el último examen en 2005.  

146. La mayor parte de las notificaciones realizadas se refieren a uno de los siguientes aspectos:  material de embalaje de madera, plaguicidas, o medidas de emergencia (fiebre aftosa).  Por ejemplo, en el periodo analizado se ha notificado una prohibición de importación temporal desde Bolivia de productos de origen animal susceptibles de transmitir la fiebre aftosa.  Además de lo anterior, se ha notificado la incorporación al ordenamiento jurídico del Paraguay de normativas MERCOSUR de requisitos fitosanitarios para productos fruti-hortícolas.  

147. A pesar del aumento del número de notificaciones de medidas adoptadas, en la gran mayoría de los casos, las notificaciones del Paraguay corresponden a medidas ya adoptadas, y no a proyectos de reglamentos o leyes.  El Paraguay debe aún establecer mecanismos para dar la oportunidad a los otros Miembros de la OMC de proporcionar comentarios sobre las MSF a adoptar en un plazo razonable según los procedimientos descritos en el Anexo B del Acuerdo sobre MSF.  En este sentido, las autoridades indicaron que, a diciembre de 2010 se encontraba en proceso de aprobación un mecanismo de notificación de proyectos de normas a la OMC. 

148. Dentro del MERCOSUR, el proceso de armonización de medidas sanitarias y fitosanitarias se realiza a través del Subgrupo de Trabajo No 8 - Agricultura, basados en los principios, directrices, criterios y parámetros para los acuerdos de equivalencia de los sistemas de control sanitario y fitosanitario, establecido por el documento RES/GMC/60/99.
  El SGT No 8 se reúne periódicamente y está integrado por referentes de los organismos reguladores de cada país quienes previa y simultáneamente realizan las consultas a los comités citados en el párrafo XX (4).  Durante el período objeto de examen, el Paraguay ha continuado adoptando MSF armonizadas del MERCOSUR, en particular para los productos y subproductos vegetales.  

149. El Paraguay ha continuado internalizando la normativa MERCOSUR sobre MSF.  En el ámbito de la sanidad animal, mediante los Decretos No 15.000/96 y 891/98 fueron internalizadas ocho resoluciones del GMC/MERCOSUR;  mediante las Resoluciones MAG No 475, 476 y 478/04 fueron internalizadas otras cinco, y por la Resolución del SENACSA No 1.026/08 fueron internalizadas otras ocho.  Todas estas resoluciones se refieren a requisitos de certificación sanitaria para importación de animales vivos y material genético (semen y embriones) de diversas especies animales.

150. Por Ley No 3.481 de 6 de junio de 2008 se establecieron disposiciones para el fomento y el control de la producción orgánica.  La normativa designa las autoridades de fomento (MAG);  de acreditación (ONA);  y de registro, supervisión y control (SENACSA y SENAVE), para tal fin.  La Ley también define el procedimiento de certificación y control y las sanciones en el caso de incumplimiento de las obligaciones de la Ley.  Para el fomento se establece la creación de un Comité Técnico de Promoción de la Producción Orgánica, el cual elevaría propuestas legislativas para incentivos fiscales y la habilitación de líneas de crédito.  Hasta diciembre de 2010 no se había publicado ninguna normativa que regule los mecanismos de incentivo.  Sin embargo, el Comité había desarrollado una Estrategia Nacional de largo plazo (2017) con actividades para el desarrollo de: mercados, tecnologías, organizaciones, sistemas de gestión de la información y conocimiento, incentivos y fortalecimiento institucional.  

3) Medidas que Afectan Directamente a las Exportaciones

i) Procedimientos y documentación

151. El Código Aduanero (Ley No 2.422/04), que entró en vigor el 11 de enero de 2005 y que está reglamentado por el Decreto No 4.672/05, codifica los procedimientos de exportación.  De acuerdo con lo dispuesto por el Código, todos los exportadores deben registrarse en el Registro Nacional del Exportador (RNE), el cual es un registro único y obligatorio en vigencia desde noviembre de 2004.  La inscripción en el registro tiene el mismo período de validez que la documentación presentada. 

152. En virtud del Decreto No 7.290/06 "Por el cual se autoriza la aplicación del sistema simplificado de exportación denominado Ventanilla Única de Exportación (VUE)", entró en funcionamiento la Ventanilla Única de Exportación (VUE), lo cual concluyó un proceso gradual de simplificación de los trámites para la exportación.  El programa y la creación de la VUE estuvieron a cargo de la Subsecretaría de Comercio del MIC, con ayuda del BID.
  La implementación de la VUE constó de dos etapas:  el Registro Nacional del Exportador y la tramitación, la cual se puso en marcha en 2007.  El VUE se utiliza, además, en la actualidad para efectuar el registro industrial de empresas.

153. La implementación de la VUE permitió implantar un único RNE, cuya administración es responsabilidad de la VUE.  También permitió interconectar a todos los organismos públicos y privados que participan del proceso de exportación.  Entre los objetivos buscados está el permitir un mejor flujo de la información, minimizar el costo de tramitación y optimizar los tiempos de la misma, y permitir contar con datos estadísticos más precisos sobre la exportación.  Para el cumplimiento de sus propósitos, la VUE se relaciona e interacciona con instituciones del Estado y entidades privadas, tales como:  el Ministerio de Hacienda, el MIC, el MAG (SENACSA, SENAVE), el MSPBS, el MOPC, INFONA, y las entidades que emiten certificados de origen, entre otras.

154. El despacho de aduana requiere de una declaración de exportación que se presenta electrónicamente a través del sistema Sofía.  Para ello es requisito la presentación de la factura comercial y, según sea el caso, también puede exigirse la presentación de un certificado sanitario, fitosanitario o zoosanitario.  Puede exigirse una póliza de seguro en el caso de exportaciones temporales, pero este requisito no se aplica en la práctica. 

ii) Impuestos, gravámenes y otras cargas a la exportación

155. El Paraguay no aplica impuestos a la exportación.  Los impuestos a la exportación sobre los productos agropecuarios en estado natural fueron derogados a partir del 1° de enero de 2005, en virtud del Decreto No 2.939/04 de 26 de julio de 2004, que implementó las disposiciones de la Ley No 2.421/04 "De Reordenamiento Administrativo y de Adecuación Fiscal y del Decreto No 4.305/04, "Por el cual se reglamenta el Artículo 4º de la Ley No 2.421/04 "De Reordenamiento Administrativo y de Adecuación Fiscal", relativo al Impuesto a las Rentas de las Actividades Agropecuarias".  Anteriormente a esta Ley, se aplicaban impuestos a los cueros en estado natural y a la soja.

iii) Prohibiciones, restricciones y licencias de exportación

156. El Código Aduanero y su reglamento contemplan la posibilidad de que se apliquen restricciones o prohibiciones a la exportación de mercancías según las normativas vigentes.

157. La mayor parte de las prohibiciones, restricciones o licencias a la exportación aplicadas por el Paraguay son por razones medioambientales, o de seguridad.  En este sentido, la Ley No 96/92 prohíbe la caza, comercialización y exportación de animales silvestres sin la expresa autorización de la Secretaría del Ambiente (SEAM), con el objeto de proteger la biodiversidad del Paraguay.  La Ley No 1.340/88, actualizada por el Decreto No 18.425/02, prohíbe el tráfico, la comercialización y la elaboración de drogas y de estupefacientes peligrosos.  
158. Algunas otras restricciones combinan los argumentos medioambientales con el de desarrollo de una industria nacional, y el consiguiente aumento del valor agregado de la producción.  Por ejemplo, en virtud de la Ley No 515/94, de 9 de diciembre de 1994, y su modificatoria, la Ley No 2.848/05, se prohíbe la exportación de toda la madera en bruto y semielaborada (rollos, trozos o vigas), de cualquier especie.  Las exportaciones de maderas aserradas incluso cepilladas de las especies cedrela spp (cedro), Tabebuia Spp (lapacho), Myrocarpus Spp (incienso) y Cordia Trichotoma (petereby) están reglamentadas por el Decreto No 8.463/91 y su modificatoria, Decreto No 8.574/06. 

159. Las exportaciones de la esencia Petit Grain están reglamentadas por la Ley No 268/71 y el Decreto No 26.067/72.  La Ley No 268/71 declara obligatorio el proceso de industrialización de una parte de la producción nacional de la esencia de Petit Grain;  se permite exportar hasta el 60 por ciento de la producción nacional en forma cruda, debiendo el 40 por ciento restante de las exportaciones ser del producto previamente refinado.

160. Las exportaciones de los desechos de aluminio o cobre, y las aleaciones a base de cobre-estaño (bronce) requieren de licencia previa del MIC, de acuerdo con lo dispuesto por el Decreto No 21.003/2003 "Por el cual se crea el Registro de Exportadores de Aluminio, Cobre y Bronce y se establece el Régimen de Licencia Previa de Exportación", y su reglamento, contenido en la Resolución No 219/2003.  El trámite de estas licencias se gestiona desde noviembre de 2009 de forma electrónica en virtud de la Resolución No 729/2009 "Por la cual se dispone la implementación del Sistema de Gestión Electrónica para la emisión de licencia previa de exportación de aluminio, cobre y bronce establecido en el Decreto No 21.003/2003".

161. También se requiere autorización previa de exportación para cumplir los requisitos de los acuerdos multilaterales sobre el medio ambiente ratificados por el Paraguay, como la Convención sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Fauna y Flora Silvestres (CITES) y el Convenio de Basilea sobre el control de los movimientos transfronterizos de los desechos peligrosos y su eliminación.  Las autoridades competentes para el otorgamiento de las autorizaciones previas son:  la autoridad administrativa de la SEAM, para la CITES y el Convenio de Basilea;  la Dirección de Material Bélico (DIMABEL), el Servicio Nacional de Saneamiento Ambiental, la Subsecretaría de Estado de Agricultura, la Comisión Nacional de Energía Atómica, o la SEAM, dependiendo de la naturaleza de los productos, para el Convenio de Basilea. 

162. En virtud de la Ley No 123/91 de 9 de enero de 1991, todos los productos de origen vegetal necesitan un certificado fitosanitario de exportación.  Se requiere también un certificado para la exportación de productos agroquímicos (plaguicidas, fertilizantes, enmiendas y afines), emitido por el SENAVE.  Además, se requiere una autorización previa del INFONA para exportar madera, y una inspección física de la misma antes de su despacho.  Para la exportación de productos farmacéuticos se requiere un certificado sanitario emitido por el MSPBS.

iv) Concesiones fiscales, zonas francas y otros beneficios fiscales

a) Regímenes aduaneros especiales

163. El Código Aduanero contempla varios regímenes aduaneros especiales tales como:  el drawback;  la admisión temporaria, y la admisión temporaria para perfeccionamiento activo;  y los regímenes de tránsito y depósito aduanero.

164. El régimen de tránsito aduanero permite la circulación de mercaderías nacionales o extranjeras, dentro del territorio aduanero, desde una aduana de partida a otra de destino, con suspensión del pago del tributo aduanero.  La operación de tránsito aduanero puede ser:  a) de una aduana de entrada a una aduana de salida (tránsito directo internacional);  b) de una aduana de entrada a una aduana interior (tránsito interior);  y c) a través de un río, parte de cuyo curso integra el territorio aduanero (tránsito fluvial).

165. El régimen de depósito aduanero permite el ingreso y la permanencia en depósito de mercaderías extranjeras en la importación, y mercaderías nacionales en la exportación, con suspensión total del pago del tributo aduanero, hasta que las mercaderías sean incluidas en otro régimen aduanero o sean reembarcadas.  Existen dos modalidades de depósito:  a) almacenamiento, bajo la cual las mercaderías pueden permanecer almacenadas bajo control aduanero para ser sometidas a otro régimen aduanero autorizado, dentro del plazo fijado al efecto, sin manipulaciones que alteren su valor ni modifiquen su naturaleza o estado;  y b) depósito comercial, bajo la cual las mercaderías pueden ser objeto de operaciones destinadas a facilitar su comercialización, tales como mejorar su presentación, preparar su distribución o venta, sin modificar su naturaleza o estado.

166. A través del régimen de admisión temporaria, se permite la entrada en el Paraguay de productos extranjeros suspendiendo total o parcialmente el pago de los derechos de importación a condición de que posteriormente se reexporten sin modificaciones.

167. El régimen de admisión temporaria para perfeccionamiento activo permite la suspensión total o parcial de los derechos sobre los productos destinados a su perfeccionamiento (por transformación, elaboración, reparación, restauración y acabado, acondicionamiento, envase o embalaje), a condición de que el producto final se exporte.

168. A través del drawback, los exportadores pueden obtener la restitución total o parcial del tributo aduanero a la importación pagado por la mercadería exportada o por los productos contenidos en la misma o consumidos durante su producción.

169. Los productos exportados están exonerados del IVA y del impuesto selectivo al consumo en virtud de la Ley No 125/91.  De acuerdo con la Ley No 2.421/04, el IVA y el impuesto selectivo al consumo pagados sobre bienes o servicios destinados a la producción de mercancías de exportación pueden recuperarse a través de créditos fiscales (sección 2) v)).

b) Zonas francas y puertos francos

170. El Paraguay implementa un esquema de zonas francas para el comercio (internación de bienes para su intermediación sin transformación alguna, incluyendo depósito, selección, clasificación, manipulación y mezcla de mercaderías o materia prima), la industria (elaboración o armado bienes destinados a la exportación, mediante la transformación de materia prima y productos semielaborados nacionales o importados) y los servicios (reparación y mantenimiento de equipo y maquinaria, y otros servicios que puedan ser autorizados por el Poder Ejecutivo) a través de una ley y decretos reglamentarios.  El régimen de zonas francas está amparado en la Ley No 523/95 de 16 de enero de 1995, modificada parcialmente por la Ley No 2.421/04 (véase infra) y los Decretos No 15.554/96 de 29 de noviembre de 1996 (que autoriza y establece el régimen), No 19.461/02 de 22 de noviembre de 2002 (por el que se aprueba el reglamento de funcionamiento y operación), No 20.395/03 (sobre medidas administrativas para ampliar la reglamentación sobre importaciones procedentes de zonas francas), y No 21.309/03 de 10 de junio de 2003 (por el que se modifican ciertas disposiciones de los decretos anteriores a fin de facilitar el tránsito a las zonas francas).  El Paraguay no ha notificado a la OMC ninguna de estas leyes y decretos.

171. Las zonas francas son áreas instaladas en el territorio nacional paraguayo, aisladas del territorio aduanero;  las zonas francas deben contar con un cerco perimetral total.  De acuerdo con lo dispuesto por la Ley No 523/95, la instalación y explotación de zonas francas deben efectuarse por empresas del sector privado;  las zonas francas no están abiertas a empresas del sector público.  La supervisión del funcionamiento de las zonas francas está a cargo del Consejo Nacional de Zonas Francas (CNZF), creado por la Ley No 523/95 y compuesto por representantes de los Ministerios de Hacienda, de Industria y Comercio y de Obras Públicas y Comunicaciones, un representante del concesionario y otro de las empresas usuarias.  De acuerdo con el MIC, los principales objetivos de la política de zonas francas son:  aumentar la comercialización de bienes nacionales y la contratación de servicios locales;  crear polos de desarrollo en determinadas regiones;  generar nuevos ingresos de divisas, desarrollar centros de negocios, evitar el contrabando y la piratería, y aumentar la competitividad.
  Las autoridades paraguayas consideran que las zonas francas ofrecen una serie de ventajas, que incluyen la reducción de volúmenes de inventarios y de costos financieros por mercadería en stock, y facilidades para la distribución de productos con régimen de origen MERCOSUR y distribución ágil hacia los países que lo componen.

172. En virtud de la Ley No 523/95, cualquier persona jurídica, mediante un contrato celebrado con el Poder Ejecutivo, puede adquirir el derecho de habilitar, administrar y explotar una zona franca, a través de una concesión.  Las concesiones son otorgadas por un plazo de 30 años prorrogables por igual término.  Los proyectos de inversión para habilitar zonas francas deben ser presentados al Consejo Nacional de Zonas Francas (CNZF) para su análisis, el cual elevará su dictamen al Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Hacienda, para su resolución.

173. De acuerdo con la Ley No 523/95, en una zona franca existen dos figuras principales:  la del concesionario, responsable de instalar la infraestructura necesaria para que pueda operar la zona franca, y la del usuario, persona física o jurídica, de naturaleza privada, nacional o extranjera, responsable del ejercicio de las actividades comerciales, industriales o de servicios.  Los concesionarios pueden acogerse a los incentivos a la inversión establecidos en la Ley No 60/90 y están exentos del pago del IVA por los servicios que presten a favor de los usuarios;  sin embargo no están amparados por las exenciones y beneficios que la Ley No 523/95 concede a los usuarios.  Los usuarios de zonas francas están exentos de todo tributo nacional, departamental o municipal  por los resultados obtenidos de las actividades realizadas en las mismas.  La exoneración tributaria se extiende a la constitución de las sociedades usuarias de las zonas francas y a las remesas de utilidades o dividendos a terceros países.  Los usuarios de zonas francas están además exentos del pago de regalías, comisiones, honorarios, intereses y toda otra remuneración por servicios, asistencia técnica, transferencia de tecnología, préstamos y financiamiento y todo otro servicio que se les preste desde terceros países.  Los bienes de capital (maquinaria y equipo) que entran en las zonas francas están exentos de aranceles y todo otro impuesto (incluidos los bienes en arrendamiento con opción de compra).  

174. Las empresas dedicadas exclusivamente a actividades de exportación pagan un impuesto único de zonas francas a una tasa del 0,5 por ciento de los ingresos brutos de las exportaciones.
  Las empresas dedicadas a actividades comerciales, industriales y de servicios ubicadas en una zona franca pueden vender al territorio aduanero del Paraguay bienes terminados y servicios por una cantidad máxima igual al 10 por ciento de los ingresos brutos por ventas de la empresa pagando únicamente el impuesto único de zonas francas (Artículo 16 de la Ley No 523/95).  Cuando una empresa de la zona franca realice, además de las exportaciones a terceros países, ventas al territorio aduanero del Paraguay que excedan el 10 por ciento de los ingresos brutos por ventas de la empresa, se le aplica el impuesto a la renta sobre el porcentaje que representen las ventas al territorio aduanero del total de sus ingresos brutos, pudiendo deducir sus gastos en la misma proporción, y además deberá tributar el impuesto único de zonas francas sobre las exportaciones a terceros países.  Las exportaciones al territorio aduanero del Paraguay realizadas por empresas instaladas en las zonas francas están sujetas al pago de aranceles y cualquier otro impuesto sobre las importaciones. 

175. El Decreto No 7.068/06 de 6 de enero de 2006 establece medidas para la importación de mercancías al territorio aduanero procedentes de las zonas francas habilitadas en el país y originarias del MERCOSUR, las que podrán acogerse a los beneficios arancelarios establecidos en la unión aduanera.  La Decisión MERCOSUR/CMC/DEC No 8/94 dispuso que los Estados Partes apliquen el AEC o, en el caso de productos excepcionados, el arancel nacional vigente, a las mercaderías provenientes de zonas francas comerciales, industriales, de zonas de procesamiento de exportaciones y de áreas aduaneras especiales al ingreso de dichos productos al propio país. 

176. A octubre de 2010, el Paraguay contaba con dos zonas francas habilitadas, ambas ubicadas en el Departamento de Alto Paraná:  la Zona Franca Global del Paraguay, concesionada a la empresa Zona Franca Global del Paraguay S.A.C.S., y la Zona Franca Internacional (ZFI), concesionada al Consorcio Trans Trade S.A. & Asociados.  Las dos zonas francas habilitadas entraron en funcionamiento en 2003, recibiendo concesiones por 30 años, según lo dispuesto por el Decreto No 17.003/02 de 24 de abril de 2002.  A octubre de 2010, un total de 160 usuarios estaban habilitados a operar en ambas zonas francas, de los cuales 129 corresponden a la Zona Franca Internacional y 31 a la Zona Franca Global.  Hasta principios de 2007, los valores de las exportaciones a terceros países de los usuarios de las zonas francas no eran significativos;  prácticamente todo lo que ingresaba se almacenaba temporalmente y luego se despachaba al territorio aduanero paraguayo.  Desde entonces, sin embargo, las exportaciones de las zonas francas han crecido aceleradamente, hasta totalizar 14,7 millones de dólares de los EE.UU. en 2009, y 16,2 millones en los primeros nueve meses de 2010.  Las exportaciones totales entre 2003 y septiembre de 2010 llegaron a 62,5 millones de dólares de los EE.UU.  El impuesto de zona franca recaudado durante este período totalizó 312.424 dólares de los EE.UU.  A pesar de las crecientes ventas al exterior, durante el período objeto de examen, aproximadamente el 90 por ciento de los despachos de las zonas francas se destinaron al territorio aduanero del Paraguay, y el resto a la exportación a terceros países.  Esto explica que la recaudación aduanera de la mercadería ingresada a zonas francas (y luego reexportada al territorio aduanero paraguayo), totalizara 179,6 millones de dólares de los EE.UU. desde el establecimiento de las zonas francas en 2003 hasta septiembre de 2010.

177. Con el objetivo de hacer un mejor aprovechamiento de las zonas francas, el CNZF firmó, en octubre de 2007, un convenio marco de cooperación y asistencia mutua con la Red de Inversiones y Exportaciones (REDIEX) del MIC.  Bajo el convenio, el CNZF promoverá la atracción de la inversión extranjera y nacional a través del régimen vigente por Ley No 523/95, buscando mecanismos que simplifiquen, faciliten y propicien las operaciones comerciales, industriales y de servicios y generen el marco pertinente para que se consoliden inversiones por nacionales y extranjeros, de tipo industrial, comercial y de servicios a través de las zonas francas.  La REDIEX se encargará de facilitar la exportación a partir de las zonas francas, a través de actividades de soporte.
 

178. Las autoridades indicaron que, a la fecha, el régimen de zonas francas implementado por la Ley No 523/95 en el Paraguay no ha demostrado el despegue económico observado en las zonas francas de otros países de América.  Las autoridades consideran que para ello sería necesario dotar al régimen de las herramientas que permitan ofrecer más y mejores oportunidades de negocios a los potenciales inversores, tales como la ampliación de los servicios que pueden ser desarrollados, posibilidad de venta a turistas, mejora de la infraestructura, entre otros.
c) Maquila

179. El régimen de maquila consiste en la subcontratación en el Paraguay para el procesamiento productivo y la exportación.  Funciona con base a un contrato entre una empresa extranjera y una maquiladora, por el cual la empresa extranjera suministra a la maquiladora productos o servicios para que ésta realice determinadas actividades que añaden valor, tales como la transformación, elaboración, reparación, armado o proceso industrial.  La maquiladora puede funcionar como maquiladora pura, o maquiladora basada en capacidad instalada ociosa.  Las maquiladoras pueden a su vez subcontratar una parte de los procesos industriales a empresas locales;  si la empresa subcontratada lo solicita y le es aprobado un programa de maquila, puede dársele el carácter de submaquiladora.  

180. El régimen de maquila se rige por la Ley No 1.064/97 de 13 de mayo de 1997 "Sobre las industrias maquiladoras de exportación" y sus modificaciones por la Ley No 2.421/04 (véase infra), y está reglamentado por el Decreto No 9.585/00 de 17 de julio de 2000.  El régimen de maquila es operativo desde marzo de 2001.  También desde 2001, viene funcionando una Cámara de Empresas Maquiladoras, que tiene por objeto promover el desarrollo de empresas maquiladoras e impulsar la maquila en el país.  

181. Los beneficios más importantes que otorga el régimen de maquila son:  la aplicación de un Tributo Único Maquila del 1 por ciento sobre el valor agregado nacional o la facturación, el que sea mayor;  la suspensión de aranceles e impuestos a la importación, incluido el IVA sobre éstas, sobre materias primas e insumos, y bienes de capital
;  la supresión por un lapso de 10 años del impuesto a las remesas de capital al exterior, aplicado a inversiones superiores a los 5 millones de dólares de los EE.UU.;  y la recuperación del IVA a través de crédito fiscal.  Las maquiladoras están exoneradas además de todo otro tributo nacional departamental o municipal;  el IVA sobre las operaciones internas es recuperado mediante certificados de créditos negociables.  El contrato de submaquila está también sujeto a un tributo único del 1 por ciento en concepto de impuesto a la renta aplicado sobre el monto de la factura que detalla la prestación de los servicios que se submaquila.

182. El régimen de maquila está abierto a las personas físicas o jurídicas, extranjeras o nacionales, domiciliadas en el Paraguay y autorizadas a realizar actos de comercio, que se registren como maquiladoras ante el Consejo Nacional de las Industrias Maquiladoras de Exportación (CNIME) y presenten un programa de maquila al CNIME para su aprobación.
  Los programas de maquila deben ser aprobados por resolución conjunta del MIC y el Ministerio de Hacienda.  El CNIME tiene entre sus funciones más importantes la formulación y evaluación de políticas para el fomento de industrias maquiladoras y es el encargado de evaluar los Programas de Maquila, para su posterior aprobación por el MIC y el Ministerio de Hacienda.
  Las empresas maquiladoras pueden establecerse en cualquier parte del territorio paraguayo, con la única limitación dada por los programas nacionales, departamentales y municipales de desarrollo urbano y cuestiones medioambientales.  Puede establecerse como sociedades anónimas, en comanditas, de responsabilidad limitada, sucursales de empresas extranjeras, o como empresa individual con responsabilidad limitada.  Las maquiladoras pueden ser de capital extranjero en un 100 por ciento, y se benefician de todas las garantías a las inversiones nacionales y extranjeras proporcionadas por la Ley No 117/91 "De inversiones".  

183. Los productos o servicios finales de la maquila deben ser exportados.  El régimen de maquila permite, sin embargo, que hasta el 10 por ciento de la exportación del año anterior pueda ser destinado al mercado interno, a partir del segundo año, previa nacionalización de los insumos que fueron importados con suspensión del pago de derechos.  La ley permite la venta de productos generados por la maquila en el mercado del Paraguay en el caso de necesidad de atender la demanda local de bienes, o cuando éstos no se produzcan en el mercado local.  Las ventas al mercado nacional están sujetas a autorización del CNIME y al pago de los aranceles e impuestos necesarios para "nacionalizar" el producto y del impuesto a la renta sobre la parte vendida en el mercado nacional, según un "coeficiente de rentabilidad" establecido por la autoridad tributaria.

184. Los productos procesados por una maquiladora pueden adquirir origen MERCOSUR, con lo cual pueden exportarse a los demás Estados Parte sin pagar el AEC.  El contenido mínimo de insumos nacional o de los demás países del MERCOSUR debe ser del 40 por ciento, debiendo posteriormente incrementarse al 60 por ciento a partir de 2023, excepto para los productos listados en el Anexo I de la Decisión No 01/04 "Régimen de Origen del MERCOSUR", con requisitos específicos de origen que prevalecerán sobre los criterios generales.  En el caso de los servicios, el valor agregado nacional debe ser del 100 por ciento.

185. A septiembre de 2010, operaban bajo el régimen de maquila 47 empresas, y las exportaciones durante el período 2006-septiembre de 2010 totalizaron 390 millones de dólares de los EE.UU., de los cuales 71 millones en los ocho primeros meses de 2010.
  Los productos fabricados incluyen rubros no tradicionales, tales como las cueros curtidos, las confecciones, los artículos ortopédicos y deportivos, filtros para cigarrillos, laminados sintéticos, soportes para somieres, café y cebada solubles, tableros y molduras de madera, productos químicos farmacéuticos, equipamiento odontológico, software y servicios de call center.  Los principales mercados son el Brasil, la Argentina, el Canadá, los Estados Unidos, Alemania, Francia, Holanda, Japón, el Taipei Chino y México.  Un 50 por ciento de las exportaciones van a países del MERCOSUR. 

d) Subvenciones a la exportación

186. El Paraguay ha notificado a la OMC que no aplicó subvenciones a las exportaciones de productos agropecuarios entre 2004 y 2007, así como tampoco en 2008 o en 2009.

187. En el marco de las obligaciones de notificación bajo el Artículo XVI del GATT y el Artículo 25 del Acuerdo sobre Subvenciones y Medidas Compensatorias, el Paraguay también ha notificado que no otorga ni mantiene en su territorio ninguna subvención, en el sentido del párrafo 1 del Artículo 1 del Acuerdo sobre Subvenciones y Medidas Compensatorias.
  El Paraguay, que como país en desarrollo, tenía plazo hasta 2003 para poner sus leyes en conformidad con las disposiciones de la OMC, no pidió la prórroga que podría habérsele otorgado en virtud de la Declaración Ministerial de Doha. 

v) Promoción, financiación, seguro y garantía de las exportaciones

a) Promoción de las exportaciones y ayuda a la comercialización

188. La promoción de exportaciones es responsabilidad de la REDIEX, organismo dependiente del MIC, creada por el Decreto No 4.328/05 del Poder Ejecutivo para implementar el Plan Nacional de Exportación, aprobado en diciembre de 2004.  Este Plan debe realizarlo la REDIEX en interacción con agentes del Gobierno, del empresariado, las universidades y organizaciones de la sociedad civil;  su visión es que la exportación y la atracción de inversiones son las herramientas más efectivas para lograr al desarrollo económico y social del Paraguay.
  La REDIEX absorbió y asumió las funciones de la Dirección General de Promoción de las Exportaciones e Inversiones (PROPARAGUAY).

189. La REDIEX cuenta en la actualidad con ocho mesas sectoriales principales:  carne y cuero;  tecnologías de la información y las comunicaciones;  turismo;  textiles y confecciones;  productos forestales;  frutas y hortalizas;  biocombustibles;  y stevia (edulcorante).  Una novena mesa abarca productos con potencial exportador no abarcados por las otras mesas, en particular, productos de la agricultura familiar (hierbas, apicultura, piscicultura, etc.).  Además de las mesas sectoriales, existen dependencias dedicadas a ofrecer apoyo a los exportadores y brindar información relacionada con el comercio exterior, tanto para aquellos que quieren exportar por primera vez como para aquellos que deseen mejorar su capacidad exportadora.  

190. La REDIEX también financia proyectos de inversión destinados al fomento de las exportaciones, con recursos de un préstamo del BID.  El financiamiento puede llegar hasta el 65 por ciento del monto de los proyectos, si éstos involucran a una o dos empresas, hasta el 75 por ciento cuando involucran a tres o más empresas, y hasta el 100 por ciento para proyectos de iniciativa de la REDIEX.  La financiación no puede utilizarse para inversión en bienes de capital.  Además, se proporciona financiación para proyectos que busquen fortalecer las mesas sectoriales.  Todas las empresas que participen de alguna de estas mesas son elegibles para este financiamiento, que puede llegar hasta el 85 por ciento del monto del proyecto o hasta el 100 por ciento si el proponente es la REDIEX.  Los fondos pueden utilizarse para alquiler y decoración de stands de ferias, pasajes, catálogos y páginas Web, publicaciones internacionales, consultorías específicas, organización de eventos y promociones en el exterior, estudios e investigaciones, y envío de muestras.  La REDIEX también es responsable de promocionar al país ante potenciales inversionistas, atraer inversiones y de asesorar a inversionistas en inversiones destinadas a las exportaciones y/o al desarrollo social, económico y tecnológico del país.  Como parte de la promoción de las inversiones, la REDIEX impulsa distintas iniciativas hacia la mejora del clima de negocios y de inversiones del país.  Estas iniciativas abarcan los ámbitos de la logística (aérea, fluvial y terrestre), de los incentivos a la inversión y a la exportación, y de la simplificación de trámites.  Las autoridades aseveraron que dichas iniciativas están basadas fundamentalmente en los criterios del Doing Business Index del Banco Mundial. 

191. La REDIEX maneja un proyecto de 10 millones de dólares de los EE.UU., con recursos de un préstamo del BID.  El primer año de la línea de crédito fue el 2010:  durante los ocho primeros meses de este año, se aprobaron 13 proyectos, con un financiamiento total de 600.000 dólares de los EE.UU. por la REDIEX, y 200.000 dólares con fondos del sector privado.

b) Financiación, seguro y garantía de las exportaciones

192. El Banco Nacional de Fomento (BNF), institución autárquica con personería jurídica creada por Decreto-Ley No 281 de 14 de marzo de 1961 y reestructurada por la Ley No 2.100 de 21 de marzo de 2003, cuyo patrimonio está jurídicamente separado de los bienes del Estado, proporciona financiación a los productores para actividades que pueden incluir las exportaciones (y las importaciones) con recursos propios y canalizando recursos de organismos internacionales (ver sección 4) iii)).
  

193. Los productores rurales de bajos ingresos, que habitualmente no tienen acceso a la banca comercial y que se dedican a la producción en pequeña escala de rubros y/o productos destinados al mercado interno como a la exportación, pueden acceder a las líneas de financiamiento ofrecidos por el Crédito Agrícola de Habilitación (CAH).  El CAH es una entidad financiera autárquica del Estado con personería jurídica, patrimonio, contabilidad y administración propios, creada en 1943 y regida por la Ley No 551/75, especializada en brindar servicios crediticios al sector rural (ver sección 4) iii)).

194. El Fondo Ganadero (FG), entidad financiera de primer piso del Estado, proporciona servicios financieros a los productores rurales del sector ganadero, incluida la exportación;  los exportadores de carne se benefician particularmente del FG.

195. El seguro de exportaciones se proporciona por compañías de seguros privadas.  Sin embargo, según las autoridades, no existe una demanda importante de seguros de exportación, que sólo se utilizan para determinados productos, como las piezas de aparatos electromecánicos.  También indicaron que en la práctica, el seguro de exportación se contrata, cuando es preciso, en el extranjero. 

196. El Gobierno paraguayo no ofrece garantías de las exportaciones.

4) Otras Medidas que Afectan la Producción y el Comercio

i) Marco legal para negocios, incluyendo el registro

197. Se pueden establecer diferentes tipos de empresas privadas en el Paraguay;  las principales formas jurídicas que pueden tomar estas empresas son las siguientes:  sociedades anónimas (S.A.), sociedades de responsabilidad limitada (SRL), sociedades de capital e industria (SCI), sociedades colectivas (SC) o sociedades en comandita simple (SCS).  Además de las formas jurídicas anteriores, de acuerdo con la Ley No 1.034 de 6 de diciembre de 1983 (Ley del Comerciante), pueden constituirse empresas individuales de responsabilidad limitada (EIRL).
  También pueden establecerse empresas cooperativas con personalidad jurídica y sin fines de lucro.
  

198. El Código Civil (Ley No 1.183 de 23 de diciembre de 1985) y la Ley del Comerciante regulan las actividades empresariales en el Paraguay.  Existe libertad de establecimiento y venta de activos tanto para empresas nacionales como extranjeras.  Las empresas extranjeras no necesitan asociarse con empresas o nacionales paraguayos para invertir o desempeñar cualquier actividad.  En efecto, de acuerdo con el Código Civil, las sucursales de firmas extranjeras tienen las mismas responsabilidades legales y los mismos beneficios que las sociedades nacionales similares.  No hay restricciones para la repatriación de capital y beneficios.

199. Para constituir una empresa en el Paraguay, una vez cumplidos con los requisitos propios para el establecimiento de cada tipo de empresa, es necesario efectuar tres tipos de registro:  en el municipio, en el Registro Público de Personas Jurídicas y Asociaciones (RPPJA) y en el Registro Único del Contribuyente (RUC) del Ministerio de Hacienda.

200. Desde el examen anterior, se han realizado esfuerzos por simplificar los trámites de registro y mejorar el clima de negocios.  En este sentido, en noviembre de 2006, se creó el Sistema Unificado de Apertura de Empresas (SUAE), ventanilla única de entrada de solicitudes y registros estatales que tiene la finalidad de facilitar y agilizar el proceso de constitución de nuevas empresas.  El SUAE permite la gestión en un solo lugar, lo cual facilita los trámites al inversionista y constituye un ahorro de tiempo y recursos;  también permite acceder inmediatamente a través de su portal Internet a la información sobre el estado de un expediente.  De acuerdo con las autoridades, la implementación del SUAE ha permitido reducir los costos estimados de registro de 840 dólares de los EE.UU. a 250 dólares de los EE.UU., el número de pasos requeridos para la constitución de una empresa de 17 a uno, y el tiempo promedio para completar todos los trámites de registro, de 74 días a 25 días.

201. El Registro Público de Personas Jurídicas y Asociaciones (RPPJA) fue creado por la Ley No 879 de 19 de noviembre de 1981, la cual dispone que los actos constitutivos de personas jurídicas que realicen actividades comerciales (excepto las cooperativas) queden inscritos en el RPPJA.  La inscripción en el RPPJA es requisito para poder adquirir personalidad jurídica.
  La inscripción en el RPPJA impone el pago de una tasa judicial y, en el caso de las sociedades anónimas, requiere indicar la nacionalidad de los socios.
  Todo esto se hace ahora a través del SUAE.

202. El Registro Público de Comercio (RPC) fue creado por la Ley No 879 de 19 de diciembre de 1981 y es administrado por la Dirección de Registros Públicos.  La inscripción en este registro es gratuita y obligatoria para todas las sociedades que realicen actos mercantiles, las EIRL, y para las sucursales de empresas extranjeras que hayan sido constituidas en el Paraguay y que sean similares en constitución a cualquier sociedad paraguaya.

203. El Registro Único del Contribuyente (RUC), creado por la Ley No 1.352 de 13 de diciembre de 1988, es administrado por el Ministerio de Hacienda.  El registro en el RUC es gratuito y obligatorio dentro de los 30 días después del inicio de operaciones, o en el caso de las sociedades anónimas y las sociedades de responsabilidad limitada, dentro de los 30 días desde su inscripción en el RPC.  

204. Las empresas involucradas en actividades manufactureras, de importación, de exportación, y mayoristas (incluyendo unidades artesanales de productos exportables) deben inscribirse también en el Registro Permanente de las Actividades Económicas (RPAE), creado por la Ley No 29.326 de 14 de noviembre de 1972 y administrado por el MIC.  

205. A pesar de las reformas emprendidas, existen todavía algunos aspectos de procedimiento que podrían ser modificados para aumentar la facilidad de hacer negocios en el Paraguay.  Por ejemplo, para poder registrar una sociedad anónima o una sucursal es necesario solicitarle al Juzgado de Primera Instancia de lo Civil y Comercial (JPICC) que ordene el registro de la misma en el RPPJA y el RPC.  En septiembre de 2010, la introducción de una ley para eliminar esta práctica y exonerar la participación del Poder Judicial en la inscripción de las sociedades en el Registro Público se encontraba en proceso de aprobación de parte del Congreso.

206. Una empresa extranjera que desee realizar negocios en el Paraguay lo puede hacer constituyendo una S.A., una SRL, una SCI, estableciendo un contrato de riesgo compartido con una empresa paraguaya (joint venture) o a través de una sucursal, un representante, un distribuidor o un agente.
  Las sucursales de empresas extranjeras deben estar certificadas por un oficial público de la Cámara de Comercio del país en el que la casa matriz se encuentra legalmente registrada.  

207. Las empresas pagan impuestos sólo sobre el ingreso generado en el Paraguay, de acuerdo con el Código Tributario, regulado por la Ley No 125 de 28 de diciembre de 1991.  Los principales impuestos gravados a las empresas son el impuesto a la renta de actividades comerciales (IRACIS), el impuesto a las actividades agropecuarias (IMAGRO), el impuesto al valor agregado (IVA), y el impuesto a los inmuebles (II).
  A octubre de 2010, el IRACIS y el IMAGRO se gravaban al 10 por ciento de la renta neta, el IVA también al 10 por ciento, mientras que el II al 1 por ciento del valor fiscal.  El IRACIS se redujo a partir de 2006 del 20 por ciento al 10 por ciento.  Sin embargo, la Ley No 125/91 dispone la aplicación de una tasa adicional del 5 por ciento en el caso de que la empresa distribuya la ganancia que le ha quedado después de haber pagado el impuesto.  De remitirse al extranjero la ganancia que le ha quedado después de pagar el impuesto, además de pagarse la tasa del 10 por ciento y el 5 por ciento adicional por distribuir utilidades, la empresa deberá pagar un 15 por ciento por remitir utilidades al exterior.

ii) Política de competencia y control de precios

208. La Constitución del Paraguay (1992) garantiza la libertad de competencia en el mercado y prohíbe la creación de monopolios y el alza o la baja artificiales de precios que traben la libre concurrencia.
  La Ley No 561/58, que establece disposiciones legales en defensa de la economía nacional, faculta al MIC a adoptar medidas con el fin de evitar las combinaciones que tiendan al acaparamiento de los artículos de consumo, el alza o la baja artificial de los precios de los productos en perjuicio de la economía nacional y del costo de vida.  La Ley del Comerciante (No 1.034/83) establece algunas disposiciones generales relativas a la competencia comercial.  Por su parte, la Ley de Defensa del Consumidor y del Usuario (No 1.334/98) consagra y protege los derechos de los consumidores en sus relaciones con los proveedores de bienes y servicios.  No obstante, a diciembre de 2010, el Paraguay era uno de los dos países de América Latina que no contaban con una ley específica de defensa de la competencia, si bien el Congreso Nacional estaba considerando un anteproyecto de ley sobre la materia sometido por el MIC.
209. La Ley del Comerciante enuncia, de manera no exhaustiva, algunos actos considerados como de competencia desleal y dispone que la sentencia que califique un acto como tal deberá prohibir su reiteración y establecer medidas para eliminar sus efectos, quedando el infractor obligado a reparar el daño causado.
  Los actos de competencia desleal contemplados en la Ley del Comerciante son resueltos mediante sentencia del juez de turno del Juzgado de Primera Instancia de lo Civil y Comercial (JPICC).  Asimismo, esta Ley establece que la competencia comercial puede ejercerse libremente siempre que no lesione los intereses de la economía nacional, sin embargo no especifica cuáles son estos intereses.
  

210. La Ley de Defensa del Consumidor y del Usuario establece los derechos básicos del consumidor y los mecanismos para su protección.
  La Dirección General de Defensa del Consumidor (DGDC), dependiente del MIC, atiende las denuncias de los consumidores y resuelve las controversias resultantes de la aplicación de dicha Ley.  Además, el Sistema Nacional Integrado de Protección al Consumidor, administrado por el MIC, ofrece los servicios de información, orientación, conciliación, mediación, investigación, fiscalización y solución de controversias que se deriven de la Ley de Defensa del Consumidor y del Usuario. 

211. A nivel regional, el Paraguay es signatario del Protocolo de Defensa de la Competencia (PDC) del MERCOSUR, que regula la competencia entre las empresas domiciliadas en los Estados miembros y ha sido incorporado al ordenamiento jurídico paraguayo mediante la Ley No 1.143/97.  El Paraguay también adoptó, mediante la Ley No 3.026/2006, el Reglamento del PDC que establece el Comité de Defensa de la Competencia del MERCOSUR y regula las relaciones entre los órganos nacionales de competencia y dicho Comité.
  Las autoridades paraguayas han indicado que ambos instrumentos han sido tomados en cuenta en la elaboración del anteproyecto de ley de defensa de la competencia del MIC.  A la fecha de redactar este informe, el Paraguay aun no contaba con un órgano nacional especializado en materia de competencia.

212. Las autoridades del Paraguay reconocen y abogan por la apremiante necesidad de contar con una ley nacional para la defensa y promoción de la libre competencia en el mercado interno en beneficio del desarrollo económico y del bienestar de los consumidores.  Con miras a mejorar el clima de negocios y atraer inversiones, el Plan de Desarrollo del Gobierno (PEES 2008-13) establece, entre otros objetivos, el formalizar y regular el mercado facilitando la libre competencia y la promulgación de una nueva ley de competencia.  Desde 2003 se han sometido al Congreso Nacional varios anteproyectos de ley de defensa de la competencia.  En septiembre de 2010 se sometió al Congreso Nacional un anteproyecto de Ley de Defensa de la Competencia elaborado por el MIC con la participación del sector privado.  El anteproyecto tiene por objeto defender y promover la libre competencia en los mercados.
  Su ámbito de aplicación cubre todos los actos, prácticas o acuerdos llevados a cabo por personas físicas o jurídicas, nacionales o extranjeras, de derecho público o privado, que produzcan efecto sobre la competencia en el territorio nacional, excepto las limitaciones establecidas por ley.  Quedan incluidas las entidades del Gobierno central y entes descentralizados que ejercen monopolio, así como quienes realicen actividades económicas fuera del país siempre que sus actos produzcan efectos en el mercado nacional.  

213. El anteproyecto del MIC especifica las prácticas, los acuerdos y las decisiones prohibidos entre empresas que tengan por objeto, produzcan o puedan producir el efecto de impedir, restringir, o falsear la competencia en todo o parte del mercado nacional.  No obstante, prevé la posibilidad de autorizar, bajo ciertas condiciones, los acuerdos, decisiones o prácticas que contribuyan a mejorar la producción o comercialización de bienes y servicios, la eficiencia económica, el progreso técnico, el proceso de libre competencia, o que tengan por objeto promover las exportaciones o produzcan una elevación importante del nivel socioeconómico de zonas deprimidas.  

214. Asimismo, el anteproyecto define lo que ha de entenderse por conductas abusivas prohibidas, contrapartidas abusivas y concentraciones, y establece la obligación de notificar ex ante las operaciones de concentración en función de umbrales, dando al MIC la facultad de autorizarlas o denegar su autorización.  Además, el anteproyecto prevé la creación, por primera vez, de una autoridad de competencia, a saber, el Instituto Nacional de Defensa de la Competencia, que estaría compuesto por la Comisión Nacional de Competencia (CNC) y la Dirección Nacional de Investigación y Promoción (DNIP), como organismo ejecutivo.  Se proponen asimismo reglas de procedimiento y sanciones administrativas para infracciones de la ley.  En diciembre de 2010 el anteproyecto de Ley de Defensa de la Competencia estaba siendo examinado por el Congreso.  

215. En general, el Paraguay no aplica controles de precios para bienes y servicios, con la excepción de las tarifas de la electricidad para familias de bajos recursos y el precio máximo de venta de cierto tipo de diésel (capítulo IV.4).  No obstante, al amparo de la facultad que le otorga la Ley No 561/58, el MIC ha intervenido en situaciones coyunturales (por ejemplo en 2006 y 2010), estableciendo precios referenciales máximos de venta al consumidor final para ciertos cortes de carne vacuna, cuyo precio se vio incrementado como consecuencia del auge de las exportaciones.  Las autoridades han indicado que el MIC adoptó estas medidas después de consultar a los representantes de los productores y los consumidores.

iii) Incentivos y otras ayudas gubernamentales

216. En febrero de 2010, el Paraguay notificó al Comité de Subvenciones y Medidas Compensatorias de la OMC, en conformidad con el procedimiento especial adoptado para las notificaciones nuevas y completas cada dos años, que no otorga ni mantiene en su territorio ninguna subvención tal y como las define el Artículo 1.1 del Acuerdo sobre Subvenciones y Medidas Compensatorias, y específicamente como las define el Artículo 2 de tal Acuerdo.
  

217. El Paraguay cuenta, sin embargo, con varios esquemas generales de incentivos a la inversión, además de algunos programas de ayuda gubernamental dirigidos a actividades específicas, que aplican a inversores tanto paraguayos como extranjeros.  El marco general de incentivos a la inversión en el Paraguay está contenido en la Ley No 60 de 20 de diciembre de 1990, reglamentada por los Decretos No 15.657 de 30 de noviembre de 1992, No 7.692 de 23 de febrero de 2000, No 22.031 de 14 de agosto de 2003 y por la Ley No 2.421 de 25 de junio de 2004, modificatoria de la Ley No 60/90.  La Ley No 60/90 prevé incentivos fiscales para la inversión de capital de origen nacional y extranjero dirigida a actividades productivas.  El órgano que concede los beneficios es el Consejo de Inversiones presidido por el MIC.  Esto se realiza a través de una resolución conjunta del MIC y el Ministerio de Hacienda, a partir de una recomendación hecha por el Consejo de Inversiones. 

b) Ley No 60/90

218. La Ley No 60/90 prevé exenciones contributivas que se aplican, entre otros, a inversiones en:  financiamiento, bienes de capital, marcas, modelos y transferencia de tecnología en general, asistencia técnica especializada, minería, hotelería, arrendamiento de bienes de capital (leasing), prestación de servicios en transporte aéreo de carga y pasajeros, transporte fluvial, transporte terrestre de carga en general, transporte público de pasajeros, salud, radio, televisión, prensa, telefonía fija rural y urbana, telefonía móvil, investigación científica, silos, almacenamiento, y servicios de transmisión de datos.  Los objetivos de la Ley No 60/90 son:  el incremento de la producción de bienes y servicios; la creación de fuentes de trabajo permanentes;  el fomento de las exportaciones y la sustitución de importaciones;  y la incorporación de tecnología que permita aumentar la eficiencia productiva y posibilite la mayor y mejor utilización de materias primas, mano de obra y recursos energéticos nacionales.
  Son estos objetivos los que son tomados en cuenta por el Consejo de Inversiones para emitir su recomendación.

219. Los beneficios específicos provistos por la Ley No 60/90 (incluyendo sus enmiendas) son:  (a) la exoneración del pago del IVA en la adquisición de bienes de capital importados y nacionales que sean de aplicación directa en el ciclo productivo industrial o agropecuario realizados por los inversionistas
;  (b) la exoneración del pago de todos los tributos que graven la constitución, inscripción o registros de sociedades y empresas;  (c) la exoneración del pago de los aranceles e impuestos internos sobre las importaciones de bienes de capital, materias primas e insumos a utilizarse en proyectos de inversión para la fabricación de bienes de capital;  (d) la exoneración de tributos y otros gravámenes a las remesas y pagos al exterior en concepto de intereses, comisiones y capital de los mismos, sin límite específico de tiempo, cuando la inversión sea financiada desde el extranjero y sea de al menos 5 millones de dólares de los EE.UU.;  (e) exoneración del pago de impuestos sobre los dividendos y utilidades generados durante 10 años cuando el proyecto conlleve una inversión de al menos 5 millones de dólares de los EE.UU.  Si el proyecto equivale a por lo menos 5 millones de dólares de los EE.UU. el mismo debe ser elaborado por técnicos y/o empresas consultoras constituidas en el Paraguay.  

c) Regímenes especiales

220. El Régimen Especial de Importación de Materias Primas, amparado en el Decreto No 11.771/00 y su modificatoria (Decreto No 1.332/09 y Resolución No 1/01 del Ministerio de Hacienda), permite la importación de materias primas e insumos con arancel aduanero del 0 por ciento, cuando se demuestre que los mismos son utilizados como tales en sus propios procesos productivos.  Este régimen es administrado por la Dirección de Regímenes Especiales (DRE) de la Subsecretaría de Estado de Industria en el MIC, la cual maneja regímenes especiales de apoyo a la industria nacional, con el fin de fomentar la inversión y estimular a las empresas industriales existentes, particularmente las PYMES, mediante liberaciones arancelarias.  

221. Los trámites para beneficiarse del Régimen Especial de Importación de Materias Primas se realizan totalmente de forma electrónica desde 2008 y requieren una inscripción previa en el Registro Industrial para la habilitación en el Sistema Electrónico.  La solicitud se presenta a la DRE para su estudio y consideración por una Comisión Técnica (conformada por representantes del MIC, el MAG, el Ministerio de Hacienda y la Unión Industrial Paraguaya (UIP)), y si es aprobada por ésta, la DRE emite un certificado de liberación del arancel aduanero.  Para recibir la certificación de la DRE:  (a) la empresa debe tener aprobado por la DRE un programa de producción anual;  (b) la materia prima o insumo solicitado no deberá registrar producción nacional;  y (c) el monto de la importación no deberá ser inferior a 1.500 dólares de los EE.UU. f.o.b.  La industria beneficiada deberá presentar a la DRE, un informe bimestral del uso y destino de las materias primas e insumos importados bajo este régimen especial, según lo dispuesto por el Artículo 9 de la Resolución No 1/01 del Ministerio de Hacienda.  

222. De acuerdo con información proporcionada por las autoridades, la importaciones de materias primas que se beneficiaron de este régimen especial ascendió en 2009 a 108,1 millones de dólares de los EE.UU.;  en los primeros siete meses de 2010, las importaciones que se beneficiaron del régimen especial totalizaron 93,8 millones de dólares de los EE.UU., y fueron superiores en más del 50 por ciento a las del mismo período en 2009. 

d) Régimen automotor 

223. El Paraguay cuenta también con un régimen de incentivos a la inversión en la industria de vehículos automotores.  El Decreto del Poder Ejecutivo No 21.944 de 16 de julio de 1998 establece el Régimen Automotor del Paraguay (RAN), el cual fue expandido mediante el Decreto No 406 de 16 de julio de 1998.  El objetivo estratégico del RAN es la consolidación de la industria automotriz paraguaya en el mercado nacional y regional del MERCOSUR, mediante la ampliación de la capacidad de las empresas y los sectores relacionados a dicha industria, de modo a desempeñar tareas conjuntas que contribuyan al aumento de la inversión, la producción, la mano de obra y la competitividad.  El RAN también apunta al fomento de la inversión, la capacitación de la mano de obra, la facilitación de la transferencia de tecnología y el fomento a la exportación.
  El ámbito de aplicación es el Capitulo 87 de la NCM (vehículos, automóviles, tractores, velocípedos, y demás vehículos terrestres, sus partes y accesorios), lo cual incluye también auto partes y auto piezas en general.  En el caso del Paraguay, la producción se limita a motocicletas, bicicletas y triciclos.  La autoridad de aplicación, encargada de la reglamentación, el control y el cumplimiento es el MIC a través de la Dirección del RAN.
224. El RAN establece beneficios para todas las empresas, tanto nacionales como extranjeras, que manufacturen vehículos automotores, tractores, velocípedos y sus partes y accesorios.  Los bienes de capital, materias primas, componentes, kits, partes, piezas e insumos fabriles utilizados en la producción de vehículos automotores, auto partes y auto piezas están exentos del pago de aranceles e impuestos internos de aplicación específica.  Los beneficiarios del régimen también gozan de un trato preferencial en lo que a la aplicación del IVA se refiere, toda vez que la base imponible para el IVA es del 20 por ciento del valor total del producto terminado.  Adicionalmente, las empresas que se beneficien de este régimen tienen derecho a importar vehículos automotores, auto partes y auto piezas con una reducción del 50 por ciento del arancel;  las autoridades indicaron que en la práctica esto no se hace, por ausencia de reglamentación.
225. Para beneficiarse del RAN, se requiere cumplir con algunos requisitos, como son el acrecentar la producción, crear nuevas fuentes de trabajo permanente, fomentar exportaciones y/o sustituir importaciones, incorporar nuevas tecnologías, e invertir en plantas para la producción y/o ensamblado de los bienes definidos por el Régimen.  Los solicitantes deben dirigir una nota al Ministro de Industria y Comercio para iniciar el registro en los Registros de Régimen Automotor Nacional y presentar un proyecto de inversión que incluya un plan detallado de desarrollo de la planta industrial, la especificación de los bienes a fabricar, y un programa detallado para la incorporación progresiva de insumos y componentes paraguayos a la producción.  
e) Otros regímenes y beneficios
226. El Paraguay cuenta con un Fondo de Garantía para micro, pequeñas y medianas empresas, regulado por la Ley No 606 de 3 de julio de 1995, "Que crea el Fondo de Garantía para las Micro, Pequeñas y Medianas Empresas" y el Decreto No 2.196 de 5 de junio de 2009, el cual reglamenta dicha Ley.  El Fondo de Garantía está destinado a otorgar garantías a las Micro, Pequeñas y Medianas Empresas (MIPYMES), sean éstas agropecuarias, forestales, industriales, artesanales, comerciales o de servicios.  La garantía puede utilizarse para cubrir créditos para inversión, o para la compra de bienes y servicios.  Los porcentajes cubiertos por la garantía oscilan entre el 50 y el 80 por ciento, dependiendo del monto del crédito.  El plazo máximo de la garantía debe estar relacionado con el plazo de la operación de crédito que garantiza.  El Fondo de Garantía no tuvo operaciones durante el período objeto de examen.
227. El Banco Nacional de Fomento (BNF), creado por el Decreto Ley No 281 de 14 de marzo de 1961 y reestructurado por la Ley No 2.100 de 20 de marzo de 2003 y la Ley No 2.502 de 20 de diciembre de 2004, tiene por misión impulsar el desarrollo económico y social del Paraguay, a través de la promoción y el financiamiento de programas de fomento de los sectores productivos.  El BNF financia inversiones a sectores productivos, incluyendo financiación de capital operativo, de operaciones internacionales (incluyendo exportaciones), además de créditos para microempresarios y artesanos a condiciones consideradas de mercado.
  De acuerdo con la Ley No 2.502/04, el monto límite de los créditos es de 150.000 dólares de los EE.UU.  Este límite es válido para personas físicas y jurídicas que no sean cooperativas;  para las cooperativas de consumo y producción no hay límite.
  Los créditos otorgados con cargo a recursos de organismos internacionales se rigen por sus respectivos reglamentos.  
228. El programa de desembolsos de préstamos para 2010 asciende a Gs. 913.000 millones (unos 192 millones de dólares de los EE.UU.), de los cuales Gs. 534.000 millones (112 millones de dólares de los EE.UU.) destinados al financiamiento de sectores productivos, y de estos más del 80 por ciento para el sector agrícola.
229. El BNF concede créditos al sector industrial, al agropecuario, y a los microempresarios, entre otros.  Los créditos al sector industrial están orientados a constituir capital operativo para actividades que impliquen la transformación de la materia prima.  Puede financiarse hasta el 60 por ciento del costo total del proyecto de inversión, sujeto a un límite máximo de financiación establecido en la Ley No 2.502/04.  Los créditos pueden también utilizarse para la adquisición de materias primas.  La tasa de interés es equivalente al 15 por ciento anual para los préstamos en guaraníes y del 13 por ciento anual para los préstamos en dólares de los EE.UU.  Los créditos son por hasta 18 meses, debiendo pagarse el 30 por ciento del mismo más intereses devengados a los seis meses, un 30 por ciento adicional a los 12 meses y el saldo a los 18 meses.
  Se exige una garantía hipotecaria en primer rango a favor del BNF, y como complemento, si fuera necesario garantía prendaria.  
230. El BNF aplica similares condiciones para los créditos al sector agrícola.  En este caso los créditos pueden utilizarse sólo para la soja, el trigo, el maíz o el algodón, o para la diversificación agrícola (hacia el arroz, caña de azúcar, girasol, canola, ka'a he'e, mandioca, hierba, piña, frijol, sandía, melón, sésamo, sorgo, hortalizas y frutas);  los créditos para el algodón y la diversificación agrícola sólo pueden concederse en guaraníes.  Los rubros financiables son el capital operativo y los insumos técnicos (semillas, fertilizantes, pesticidas, herbicidas, bolsas y otros).  La tasa de interés es del 11 por ciento anual para los créditos en guaraníes y del 12 por ciento para los préstamos en dólares;  en ambos casos se paga de una sola vez en forma vencida, al final del período agrícola correspondiente a cada cultivo.
231. Los créditos al sector microempresarios están orientados a las personas físicas o jurídicas que realicen actividades de producción agropecuaria, industrial, comercial, servicios y artesanal, y son hasta por un importe máximo de Gs. 30 millones, pudiendo financiarse hasta el 60 por ciento del costo total del proyecto para la adquisición de capital operativo y/o adquisición de activos fijos.  Los créditos son en guaraníes y por hasta 30 meses, con una tasa de interés del 20 por ciento anual sobre el saldo deudor.  Los créditos a los sectores productivos se destinan a productores en general, sean personas físicas o jurídicas que se dediquen a la explotación y/o intermediación de la actividad productiva.  Se financia hasta el 60 por ciento del proyecto, salvo en el caso de las cooperativas, en el que el financiamiento puede llegar al 100 por ciento.  Los créditos de hasta por cinco años pueden destinarse a la compra de activos fijos, a la adquisición de animales, o para capital operativo (hasta por el 30 por ciento del monto total de financiación).  La tasa de interés es del 12,5 por ciento anual.

232. El Crédito Agrícola de Habilitación (CAH) ofrece líneas de financiamiento para las actividades productivas de pequeña escala, emprendidas fundamentalmente por personas físicas así como por organizaciones de productores del sector rural.  Los sectores productivos meta del CAH son el agrícola, el pecuario, la artesanía rural y las pequeñas industrias.  Los préstamos tienen diferentes plazos dependiendo de la actividad o a la inversión a ser financiada, y van de uno hasta siete años, mientras que las tasas de interés fluctúan del 15 al 30 por ciento anual, dependiendo al tipo de financiamiento al que acceda el cliente.  El financiamiento ofrecido por el CAH se incrementó sustancialmente durante el período objeto de examen, pasando de Gs. 75.409 millones (16,2 millones de dólares de los EE.UU.) en 2005, a Gs. 133.700 millones (28,7 millones de dólares de los EE.UU.) en 2010.  El número de usuarios pasó de unos 23.000 en 2005 a 45.000 en 2010.  

233. La Agencia Financiera de Desarrollo (AFD), creada por la Ley No 2.640 de 27 de julio de 2005, modificada por la Ley No 3.330/2007, es la única banca pública de segundo piso del país, y opera otorgando créditos a las entidades de intermediación financiera de primer piso, públicas o privadas;  además, es el único organismo ejecutor de convenios de préstamos de desarrollo con garantía del Estado paraguayo.  La AFD es una persona jurídica de derecho público, autónoma y autárquica.  Las operaciones aprobadas por la AFD desde sus inicios, en junio de 2006, hasta fines de agosto de 2010 ascendieron a 230,4 millones de dólares de los EE.UU.;  aquéllas aprobadas durante los primeros ocho meses de 2010 totalizaron 50 millones de dólares de los EE.UU.  De estos, el 15 por ciento se dedicó al sector agrícola, el 24 por ciento para el ganadero, el 15 por ciento para el industrial, el 10 por ciento para microempresas, y el resto principalmente para financiamiento del sector inmobiliario.

234. Entre la variedad de productos que actualmente ofrece la AFD, se encuentran los productos micro crédito, destinado a micro y pequeñas empresas y PROPYMES destinado a pequeñas y medianas empresas (industriales, agropecuarias, comerciales y de servicios).  El crédito AFD para el crecimiento de las pequeñas y medianas empresas, se orienta a proporcionar financiamiento, en guaraníes o dólares, hasta por 10 años, con dos años de gracia, y por hasta el 100 por ciento de la inversión, para actividades manufactureras, agropecuarias, comerciales y de servicios.  Los beneficiarios (microempresarios) deben ser residentes en el Paraguay, y tener ventas anuales no superiores a Gs. 15.000 millones (unos 3,1 millones de dólares de los EE.UU.).

235. Las empresas paraguayas podrán, además, en el futuro, hacer uso del Fondo MERCOSUR de Apoyo a las MIPYMES, establecido a través de las Decisiones CMC/DEC No 23/08, CMC/DEC No 41/08 y CMC/DEC No 42/08.  Este Fondo de Garantía, constituido con un capital de 100 millones de dólares de los EE.UU., aportados por el Brasil (70 por ciento), la Argentina (27 por ciento), el Uruguay (2 por ciento) y el Paraguay (1 por ciento) proporciona garantías para los créditos de nuevas operaciones para la inversión fija y en investigación y desarrollo, y para la producción y comercialización para la exportación a las empresas de los países miembros que participen en iniciativas de integración productivas.  El Fondo debe dar prioridad a las garantías para empresas del Paraguay y el Uruguay.  La cobertura máxima de la garantía es del 80 por ciento del crédito contratado.  A diciembre de 2010, el Fondo de Garantía del MERCOSUR aún no estaba en funcionamiento. 

236. Con el objetivo de lograr un mayor nivel de la formalización del sector comercial dedicado a la venta local de ciertos productos, particularmente electrónicos, se introdujo en 2005 un régimen específico de liquidación de tributos internos a la importación de bienes destinados a la comercialización dentro del Paraguay, pero posteriormente exportados, que se conoce como "régimen de turismo".
  El Decreto No 6.406 de 19 de septiembre de 2005 establece que, como tributo total para estos bienes se pague el IVA en frontera sobre el valor imponible más una alícuota del 0,6 por ciento, también sobre el valor imponible, como adelanto por concepto del Impuesto a la Renta siempre y cuando las ventas de los bienes se realicen a personas físicas no domiciliadas en el país por parte de los "distribuidores registrados", sujetos al régimen.
  La exportación y/o venta local a personas físicas no domiciliadas en el país de los bienes amparados bajo el régimen no da lugar al recupero del IVA.

237. Las autoridades indicaron que, a diciembre de 2010, se encontraba en gestación un proyecto de Ley de Política de Desarrollo Industrial para reformar los esquemas de incentivos existentes.  La idea es que los beneficios se concedan ex post, es decir, una vez realizada la producción, o la exportación del bien o servicio.

iv) Comercio de Estado, empresas públicas y privatización

238. En 1998, el Paraguay notificó al Banco Central del Paraguay (BCP) y al Directorio de Turismo como empresas comerciales del Estado dentro del significado del Artículo XVII del GATT 1994.
  Sin embargo, en el contexto del anterior examen de políticas comerciales en 2005, las autoridades paraguayas observaron que dichas notificaciones fueron realizadas con un objetivo de transparencia y que ninguna de las dos instituciones debía ser considerada como empresa comercial del Estado.  También en 1998 notificó que no existían empresas comerciales del Estado promoviendo o mercadeando productos agrícolas.
  Desde entonces, el Paraguay no ha realizado ninguna notificación relativa a empresas comerciales del Estado.

239. La mayor parte del aparato productivo de bienes y servicios en el Paraguay está en manos privadas.  Existen sólo ocho empresas públicas no financieras en el Paraguay:  la Administración Nacional de Electricidad (ANDE), la Administración Nacional de Navegación y Puertos (ANNP), la Dirección Nacional de Aeronáutica Civil (DINAC), Petróleos Paraguayos (PETROPAR), la Compañía Paraguaya de Comunicaciones (COPACO, S.A., empresa de régimen privado en la que el Estado tiene el 100 por ciento de las acciones), la empresa nacional de ferrocarriles Ferrocarril Presidente Carlos A. López, Cañas Paraguayas S.A., y la Industria Nacional del Cemento (INC).  Aunque su número es reducido, estas empresas cubren algunos de los sectores de mayor relevancia económica para el país.  El Estado también participa en el control de varios bancos y fondos estatales, incluyendo el Banco Nacional de Fomento, Crédito Agrícola de Habilitación, el Fondo Ganadero, la Caja de Préstamos del Ministerio de Defensa Nacional, y la Agencia Financiera de Desarrollo (véase el capítulo IV 5) ii) para más detalles).

240. La ANDE cuenta con el derecho exclusivo del abastecimiento público de energía eléctrica y del alumbrado, mientras que la COPACO y PETROPAR tienen monopolios en telefonía fija y la refinación del petróleo.  La INC tiene el monopolio de importación y distribución del cemento clínker.

241. Las empresas públicas están sujetas en muchos casos a autorizaciones del Gobierno para poder modificar sus precios;  tal es el caso del cemento y la electricidad.  También están sujetas al régimen de contratación pública y a las preferencias establecidas por dicha ley (ver infra).  En el contexto del presente examen, los representantes de diversas empresas públicas expresaron su falta de satisfacción con esta situación, que encarece sus costos, sin permitirles alterar los precios.  En aras a una mayor eficiencia sería recomendable que las empresas públicas tuvieran mayor autonomía, de modo que pudieran aumentar su eficiencia, y contribuir a un mayor dinamismo y competitividad de la economía.

242. El Paraguay no cuenta con legislación general relacionada con la gestión de las empresas del Estado.  Desde 2002, el Paraguay tampoco cuenta con un marco legal respecto a privatizaciones, ya que el Congreso, mediante la Ley No 1.932 de 5 de junio de 2002, suspendió indefinidamente los efectos de la Ley No 1.615 de 31 de octubre de 2000, la cual normaba el proceso de privatización, el cual, desde entonces, se encuentra detenido.  Sólo cuatro empresas fueron privatizadas desde el inicio del proceso hasta su suspensión:  la Administración Paraguaya de Alcoholes, Flota Mercante del Estado, Aceros Paraguayos S.A. y Líneas Áreas Paraguayas S.A.

v) Contratación pública

243. Durante el periodo objeto de examen, el Paraguay ha continuado las reformas a su marco normativo e institucional en materia de contratación pública, iniciadas desde 2003, con miras a mejorar la transparencia, la calidad y la eficiencia de los procesos de compras gubernamentales.  Al mismo tiempo, el Paraguay ha hecho uso del sistema de contrataciones públicas como instrumento de política económica mediante la aplicación de preferencias de precio a favor de los bienes y servicios nacionales.  Aún existe margen para profundizar la apertura y desarrollar el mercado de contrataciones públicas.  Adicionalmente, algunos organismos internacionales han observado que el Paraguay requiere realizar mejoras sustanciales a su régimen de contrataciones públicas en las esferas del control interno, la transparencia y la auditoría, entre otras.

244. En el periodo objeto de examen, el valor del mercado de contrataciones públicas del Paraguay se triplicó, alcanzando el monto de los contratos adjudicados el equivalente de 1.541 millones de dólares de los EE.UU. en 2009.  Del monto total de las contrataciones públicas efectuadas durante 2007-09, un 55 por ciento correspondió a bienes y un 44 por ciento a servicios (éstos incluyen la obra pública).  De acuerdo con datos proporcionados por las autoridades, se llevan a cabo entre 15.000 y 18.000 procesos de contratación al año.  Las empresas públicas son las principales entidades contratantes, habiendo participado con el 53 por ciento del valor total de contrataciones públicas realizadas entre 2004 y 2009, seguidas del Poder Ejecutivo (23,8 por ciento), las entidades públicas de seguridad social (6,2 por ciento), los gobiernos departamentales (2,6 por ciento), los entes autónomos y autárquicos (2,3 por ciento), las empresas mixtas (2,2 por ciento) y las municipalidades (2,14 por ciento).
  Dentro de las empresas públicas, las entidades contratantes más importantes son la ANDE, PETROPAR y la COPACO.

245. El Paraguay no es signatario del Acuerdo Plurilateral de Contratación Pública de la OMC.  En el ámbito regional, el Paraguay es parte del Protocolo de Contrataciones Públicas del MERCOSUR.
  Durante los últimos años, el Paraguay ha seguido trabajando con varios organismos internacionales, en especial el BID, para modernizar y mejorar la transparencia y la eficiencia de su sistema de contrataciones públicas.

246. El principal instrumento jurídico que rige las contrataciones públicas en el Paraguay es la Ley No 2.051/2003 (Ley de Contrataciones Públicas, en adelante LCP) y su reglamento (Decreto No 21.909/2003, modificado por el Decreto No 5.174/2005).
  Además, en diciembre de 2007 se promulgó la Ley No 3.439 que modificó parcialmente la LCP y creó la Dirección Nacional de Contrataciones Públicas (DNCP) como órgano de regulación y verificación de las contrataciones públicas, en sustitución de la Dirección General de Contrataciones Públicas (o Unidad Central Normativa y Técnica), que dependía orgánicamente del Ministerio de Hacienda.  

247. La DNCP es una institución autónoma con patrimonio y personalidad jurídica propios.  Sus funciones comprenden:  formular la política y las normas generales sobre contratación pública;  difundir, controlar y verificar los procedimientos de contratación pública, desde su planificación hasta la ejecución de los contratos;  y resolver protestas e imponer sanciones.  Asimismo, la DNCP se encarga de administrar el Sistema de Información de Contrataciones Públicas (SICP) que mantiene un portal en Internet donde se publica información relativa a las contrataciones públicas, incluyendo los llamados, precalificaciones, pliegos de condiciones y adjudicaciones de contratos.  El portal también cuenta con un sistema de gestión de denuncias con protección al denunciante donde se reciben las denuncias por hechos de corrupción relativos a cualquier etapa del proceso de contratación.

248. Entre las principales modificaciones introducidas por la Ley No 3.439 destaca el fortalecimiento de las facultades del ente regulador, la DNCP, para verificar los procedimientos de contrataciones públicas, incluyendo la etapa de ejecución contractual, teniendo la facultad de requerir toda información relevante de parte de las entidades compradoras y de los proveedores.
  Además, la Ley No 3.439 faculta a la DNCP para realizar investigaciones de oficio o por denuncia fundada sobre los actos de cualquier procedimiento de contratación pública sujeto a la LCP.
 

249. Durante el periodo objeto de examen se creó y puso en marcha el Sistema de Proveedores del Estado (SIPE) que consiste en un registro previo, gratuito y no obligatorio, mediante el cual los proveedores reciben electrónicamente una constancia que reemplaza todos los documentos usualmente requeridos para participar en una contratación pública.
  Otros cambios dirigidos a reforzar la transparencia y la eficacia en los procesos de contratación pública introducidos en el periodo examinado incluyen:  la implementación del sistema informatizado de pago directo a proveedores del Estado
;  la elaboración de pliegos estándares obligatorios y no obligatorios para las contrataciones
;  y la introducción de un sistema de audiencias públicas coordinado por la DNCP para el análisis de los pliegos de bases y condiciones.  

250. Destaca también la creación, en 2008, de un sistema de Subasta a la Baja Electrónica (SBE) que permite al proveedor ofertar abiertamente por Internet.  La SBE se aplica a las contrataciones de bienes y servicios y, desde noviembre de 2010, también a las contrataciones de obra pública y de consultoría
, y no establece límites en cuanto al monto del contrato o la modalidad de la contratación.  Las autoridades consideran que la SBE contribuye a agilizar los procedimientos de contratación, a incrementar la transparencia y a generar ahorros para el Estado, y esperan extender su utilización en el futuro hasta abarcar el 50 por ciento de las adquisiciones públicas. 

251. Al mismo tiempo, el Paraguay ha utilizado el régimen de contrataciones públicas como instrumento de fomento a la producción y el empleo nacional.  En 2009 se introdujeron preferencias de precios para bienes y servicios de origen nacional en las licitaciones nacionales.
  Las preferencias se prorrogaron mediante el Decreto No 4.008 de 26 de febrero de 2010 que establece márgenes de preferencia a favor de productos nacionales con relación a productos importados de igual naturaleza en los procesos de contratación pública de carácter nacional.  En el caso de los productos manufacturados que tengan un contenido nacional superior al 50 por ciento, la entidad convocante determina un margen de preferencia de entre el 5 y el 70 por ciento del precio total del bien importado.  Para los productos primarios de origen agropecuario, el margen es de entre el 20 y el 70 por ciento.  En las contrataciones de obra, la entidad convocante puede exigir que los contratistas empleen al menos el 70 por ciento de la mano de obra requerida con personal de la localidad donde se ejecuten los trabajos.  Tratándose de la adquisición de software, los programas desarrollados en el Paraguay gozan de un margen de preferencia del 10 por ciento.  El Decreto No 4.008 tiene una vigencia de un año
, pero las preferencias pueden ser prorrogadas mediante un nuevo decreto.  

252. También se aplican preferencias para promover la participación en las contrataciones públicas de las micro, pequeñas y medianas empresas (MIPYMES), las cuales representan cerca del 61 por ciento de los proveedores del Estado registrados en el SIPE.  El Decreto No 1.434 de 6 de febrero de 2009 dispone que en los procedimientos de contratación pública realizados a través de la modalidad SBE, en el caso de un empate técnico entre oferentes, las MIPYMES tendrán un beneficio en los procedimientos que consiste en la posibilidad de realizar un segundo lance, luego de presentadas las ofertas finales, cuando se den las siguientes condiciones:  que el precio de la segunda mejor oferta sea de hasta un 5 por ciento superior al de la primera mejor oferta, y que el segundo mejor oferente sea una empresa de menor rango que el primer oferente y que éste no sea una MIPYME.  El margen mencionado será del 10 por ciento cuando se trate de un proceso de contratación directa.  Cabe señalar que el Paraguay no aplica reservas (set asides) en sus procesos de contratación pública.

253. La LCP regula todas las contrataciones públicas de bienes, servicios y obras públicas realizadas por los organismos dependientes de los tres Poderes del Estado, los entes autónomos y autárquicos, las empresas públicas y las municipalidades, esto es, unas 307 entidades que a su vez comprenden más de 1.000 unidades operativas de contratación.
  Quedan excluidas del ámbito de la LCP las empresas binacionales de Itaipú y Yacyretá.  La LCP enuncia los principios que deben regir la contratación pública, a saber, la economía, la eficiencia, la igualdad y la libre competencia, la transparencia, la simplificación y modernización de los procedimientos, y la descentralización operativa.

254. De conformidad con la LCP (Artículo 16), existen cuatro modalidades de contratación pública:  i) la licitación pública para contrataciones que superen el equivalente a 10.000 salarios mínimos
;  ii) la licitación por concurso de ofertas utilizada para contrataciones por montos que se encuentren entre los 2.000 y 10.000 salarios mínimos;  iii) la contratación directa, que requiere comparación de tres propuestas, por montos inferiores a los 2.000 salarios mínimos;  y iv) la contratación con fondo fijo (o "caja chica" de la entidad compradora) para adquisiciones menores a 20 salarios mínimos.  Las dos primeras conllevan licitación abierta, mientras que la contratación directa se realiza por invitación (aunque también está abierta a potenciales oferentes interesados y se publica en el SICP), y la contratación con fondo fijo implica una compra directa.  

255. La LCP enuncia los casos de excepción en los que las entidades compradoras no están obligadas a seguir los procedimientos de contratación pública que correspondan de acuerdo al monto, sino que pueden realizar contrataciones en forma directa de fuente única sin competencia o bien reducir los plazos de presentación de ofertas.  Estos casos incluyen, entre otros:  cuando el contrato sólo pueda celebrarse con una determinada persona por tratarse de obras de arte, titularidad de patentes, derechos de autor u otros derechos exclusivos;  en caso de catástrofes naturales;  por razones de seguridad nacional;  y en situaciones de fuerza mayor, de urgencia y otras en las que por razones técnicas se justifica la contratación directa por excepción.
  

256. Las licitaciones públicas pueden ser nacionales o internacionales.  En las primeras participan únicamente personas físicas o jurídicas domiciliadas en el Paraguay, en tanto que en las segundas también pueden participar personas físicas o jurídicas que no estén radicadas en el país.  La licitación pública internacional se aplica sólo como excepción a la licitación pública nacional cuando:  i) así lo exija un tratado internacional;  ii) haya sido estipulado en convenios con organismos internacionales;  iii) se haya establecido que no existen proveedores paraguayos que puedan suplir los bienes y servicios en la cantidad o calidad requerida, o el precio de los mismos no sea "conveniente";  o iv) no se haya presentado propuesta alguna en una licitación nacional.  

257. Conforme a la LCP, se puede negar la participación en una licitación pública internacional a una persona física o jurídica no domiciliada en el Paraguay, si su país de origen no concede un trato recíproco a los proveedores, bienes o servicios paraguayos.
  Los participantes en licitaciones internacionales deben manifestar que sus productos no se han beneficiado de subsidios o precios discriminatorios (dumping).  Los oferentes extranjeros no están obligados a asociarse con oferentes nacionales para participar en una licitación pública internacional, sin embargo, no pueden asociarse con oferentes nacionales para participar en una licitación pública nacional. 

258. Los llamados a licitación pública se publican en el SICP y cuando menos en un diario de circulación nacional durante tres días.  Los pliegos de bases y condiciones son gratuitos y se ponen a disposición de los interesados a través del SICP.  Los plazos mínimos para la presentación y apertura de las ofertas son de 20 días a partir de la fecha de la última publicación del llamado en el caso de la licitación pública nacional, y de 40 días en el caso de la licitación pública internacional.  Atendiendo a la naturaleza de los bienes y servicios a adquirir, en la licitación por concurso de ofertas la entidad compradora puede reducir hasta la mitad los plazos señalados, siempre que ello no tenga por objeto limitar el número de potenciales participantes o confiera una ventaja a un oferente.

259. De acuerdo con la LCP y al Decreto No 21.909, el contrato debe adjudicarse al oferente cuya oferta:  i) cumpla con las condiciones legales y técnicas estipuladas en el pliego de bases y condiciones;  ii) tenga las calificaciones y la capacidad necesaria para ejecutar el contrato;  y iii) presente el precio evaluado más bajo.  No obstante, en las licitaciones públicas internacionales, las entidades compradoras deben optar, en igualdad de condiciones, por la adquisición de bienes producidos en el Paraguay que cuenten con un contenido nacional superior al 50 por ciento.  Para tal efecto, en la comparación económica de las propuestas, las entidades deben aplicar un margen de preferencia de hasta el 10 por ciento al precio de los bienes con contenido nacional respecto del precio de los productos de importación, conforme a las normas de evaluación previstas en la reglamentación.
 

Cuadro III.11

Montos adjudicados por modalidad de contratación, 2004-09

(Porcentajes (salvo que se indique otra cosa))
	Modalidad
	2004
	2005
	2006
	2007
	2008
	2009

	Licitación pública nacional
	32,5
	44,5
	34,4
	29,8
	22,5
	41,7

	Licitación pública internacional
	26,9
	33,5
	45,6
	34,4
	24,4
	38,1

	Concurso de ofertas
	5,2
	4,8
	4,2
	3,9
	3,6
	7,4

	Contrataciones directas 
	5,5
	4,5
	3,6
	2,9
	2,9
	3,4

	Contrataciones por vía excepción
	29,9
	12,7
	12,1
	9,2
	11,6
	8,7

	Otrosa
	0,0
	0,0
	0,0
	19,7
	35,0
	0,8

	Total 
	100,00
	100,00
	100,00
	100,00
	100,00
	100,00

	Total (millones de Gs.)
	2.464.890
	3.902.168
	5.286.101
	7.992.365
	8.560.702
	7.350.044

	Total (millones de $EE.UU.)b
	517
	818
	1.108
	1.676
	1.795
	1.541


a.
Incluye la locación de inmuebles, las contrataciones de procesos de capacitación y las que resultan de acuerdos nacionales e internacionales. 

b
Tipo de cambio al 24 de septiembre de 2010:  $EE.UU. 1=  4.770 Gs.

Fuente:
Secretaría de la OMC en base a datos proporcionados por la Dirección Nacional de Contrataciones Públicas.

260. Con base en datos facilitados por la DNCP, se observa que los procesos de licitaciones públicas nacionales e internacionales en conjunto han ido en aumento en el periodo examinado, llegando a representar casi el 80 por ciento de los montos adjudicados en 2009, en comparación con un 60 por ciento en 2004 (cuadro III.11).  Las licitaciones públicas internacionales, por sí solas, representaron el 38 por ciento de los montos adjudicados en 2009. 

261. No obstante, en términos del número de procesos, los contratos resultantes de licitaciones públicas nacionales e internacionales representan sólo un 16 por ciento (11,3 por ciento en 2004), siendo la participación de la licitación pública internacional sólo el 0,8 por ciento (cuadro III.12).  Por su parte, los concursos de ofertas y las contrataciones directas (por invitación a tres proveedores) que sumaron en conjunto el 90,4 por ciento de los procesos de contratación realizados en 2009, representaron sólo el 10,8 por ciento de los montos adjudicados, lo que se explicaría por el bajo monto de las adquisiciones realizadas mediante estas modalidades y su frecuente uso por parte de las entidades compradoras.  En cuanto a la contratación por vía de la excepción (sin competencia), si bien su participación en el total de montos adjudicados disminuyó del 29,9 por ciento en 2004 al 8,7 por ciento en 2009, sigue superando a otras modalidades como los concursos de ofertas y las contrataciones directas que representaron, respectivamente el 7,4 por ciento y el 3,4 por ciento de los montos adjudicados en 2009.

Cuadro III.12

Contratos realizados por modalidad de contratación, 2004-09

(Porcentajes (salvo que se indique otra cosa))
	Modalidad
	2004
	2005
	2006
	2007
	2008
	2009

	Licitación pública nacional
	10,4
	13,1
	14,7
	12,3
	12,8
	15,1

	Licitación pública internacional
	0,9
	1,0
	0,8
	0,7
	0,7
	0,8

	Concurso de ofertas
	7,5
	9,8
	10,9
	12,0
	12,3
	19,0

	Contrataciones directas 
	70,3
	64,0
	62,2
	61,5
	58,0
	52,4

	Contrataciones por vía excepción
	10,9
	12,1
	11,3
	8,7
	9,7
	7,5

	Otrosa
	0,0
	0,0
	0,0
	4,7
	5,0
	5,1

	Total 
	100,0
	100,0
	100,0
	100,0
	100,0
	100,0

	Número total de contratos
	14.843
	18.794
	19.327
	20.325
	18.786
	19.922


a
Incluye la locación de inmuebles, las contrataciones de procesos de capacitación y las que resultan de acuerdos nacionales e internacionales. 

Fuente:
Secretaría de la OMC en base a datos proporcionados por la Dirección Nacional de Contrataciones Públicas.

262. En un estudio del BID/Banco Mundial (2007) se señala que en materia de adquisiciones públicas, el Paraguay ha realizado importantes avances en las áreas normativa e institucional y ha mejorado los procesos de compras y de resolución de conflictos.  Sin embargo, el estudio señala que.  una proporción relevante de contratos es adjudicada mediante la modalidad de contratación directa;  que la licitación pública internacional se aplica sólo como resultado de acuerdos internacionales o cuando no existen proveedores locales;  y que existen problemas relacionados con la gestión financiera de los contratos y los sistemas de control, entre otros.  Por lo tanto, el estudio recomienda la realización de mejoras sustanciales en términos de apertura y eficiencia de mercado, y en los procesos de transparencia, control interno y auditorias.
  

263. En el marco del presente examen, la Secretaría de la OMC fue informada de que algunas empresas estatales, que operan en sectores clave de la economía, han enfrentado dificultades resultantes de la aplicación de la LCP debido a retrasos en los procedimientos oficiales de verificación de los procesos de contratación pública.  En junio de 2010, la DNCP emitió una resolución que reduce los plazos de verificación en las distintas etapas y modalidades de los procesos de contratación.
  Las autoridades han indicado que el objetivo de esta reducción es otorgar mayor celeridad a los procesos, pero no significa la flexibilización en los controles que realiza la DNCP.

vi) Derechos de propiedad intelectual

a) Panorama general

264. Los derechos de propiedad intelectual (DPIs) están garantizados en el Paraguay por la Constitución (Artículo No 110).  El Paraguay es miembro de la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual (OMPI) y ha ratificado un número de convenios y convenciones internacionales sobre derechos de propiedad intelectual (cuadro III.13).  

Cuadro III.13

Convenios internacionales ratificados por el Paraguay

	Convenio/Convención internacional
	Ley y fecha de ratificación

	Convenio de París
	Ley No 300 de 10 de enero de 1994.  En vigor desde el 28 de mayo de 1994.

	Convenio de la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual (OMPI)
	Ley No 1.224 de 23 de diciembre de 1986.  En vigor desde el 20 de junio de 1987.

	Acuerdo sobre los Aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual relacionados con el Comercio (ADPIC)
	Ley No 444/94 de 10 de noviembre de 1994.  En vigor desde el 1° de enero de 2000.

	Protocolo de Buenos Aires de Armonización de reglas relativas a Propiedad Intelectual en el MERCOSUR sobre Marcas, Indicaciones de Origen y Denominaciones de Origen (DEC GMC 8/95)
	Ley No 912 de 1° de agosto de 1996.

	Convenio de Roma sobre la protección de los artistas, intérpretes o ejecutantes, los productores de fonogramas y los organismos de radiodifusión
	Ley No 1.038 de 11 de octubre de 1969.  En vigor desde el 26 de febrero de 1970.

	Convenio para la protección de los productores de fonogramas contra reproducción no autorizada, Ginebra, 1971
	Ley No 703 de 8 de agosto de 1978.  En vigor desde el 13 de febrero de 1979.

	Convenio de Berna para la protección de las obras literarias y artísticas (Acta de París de 1971 y enmendada en 1979)
	Ley No 12 de 23 de agosto de 1991.  En vigor desde el 2 de enero de 1992.

	Convenio internacional para la protección de las obtenciones vegetales (UPOV)
	Ley No 988 de 14 de noviembre de 1996.  En vigor desde el 8 de febrero de 1997.

	Tratado de la OMPI sobre derechos de autor (WCT o TODA) de 1996
	Ley No 1.582 de 6 de octubre de 2000.  En vigor desde el 6 de marzo de 2002.

	Tratado de la OMPI sobre interpretación o ejecución y fonogramas (WPPT) de 1996
	Ley No 1.583 de 6 de octubre de 2000.  En vigor desde el 20 de mayo de 2002.


Fuente:
OMPI.

265. El MIC es la entidad responsable de las políticas referentes a los derechos de propiedad intelectual.  La Dirección de Propiedad Industrial (DPI) está encargada de velar por los asuntos relacionados con la propiedad industrial, mientras que la Dirección Nacional del Derecho de Autor se ocupa de los asuntos relacionados con este último.  En la DPI se reciben y procesan las solicitudes de patentes de invención y de modelos de utilidad, registros de marcas y dibujos y modelos industriales, así como sus renovaciones, oposiciones, inscripciones de cambio de nombre del titular, licencias de uso, y se toma nota de las transferencias de solicitudes de marca, de patentes, modelos de utilidad, dibujos y modelos industriales.  Además, en la DPI se registra la fusión de sociedades e inscripciones de agentes de propiedad industrial, y se responde a oficios judiciales.  El plazo para la concesión del registro de marcas y de dibujos y modelos industriales es de un mínimo de seis meses, a efectos de la utilización de la prioridad establecida en el Artículo 4 del Convenio de París, mientras que para la concesión de patentes el plazo mínimo es de tres años.

266. La legislación paraguaya en material de propiedad intelectual fue modificada luego de la ratificación de los Acuerdos de la Ronda Uruguay, par conformarla con las disposiciones del Acuerdo sobre los ADPIC.  Toda la legislación paraguaya sobre DPIs ha sido notificada al Consejo sobre los ADPIC.  Durante el período objeto de examen, se han introducido diversos cambios al régimen legal en términos de DPI, el cual queda resumido en el cuadro III.14.  La legislación del Paraguay sobre los DPIs fue objeto de un examen por parte del Consejo de los ADPIC en noviembre de 2000.

Cuadro III.14

Visión de conjunto de la protección de los derechos de propiedad intelectual, 2010a
	Ley/Cobertura
	Duración
	Observaciones, limitaciones y exclusiones 

	Derechos de autor y conexos
	
	

	Ley No 1.328/98 de Derecho de Autor y Derechos Conexos.  Decreto No 5.159/99, por el cual se Reglamenta la Ley No 1.328/98.

Los derechos de autor incluyen derechos morales y patrimoniales.  Cobertura:  Toda producción literaria, científica o artística original y susceptible de ser divulgada o publicada por cualquier medio o procedimiento, cualquiera sea su género, forma de expresión, la nacionalidad o domicilio del autor o derecho habiente, o el lugar de publicación.  Los derechos conexos incluyen derechos morales y patrimoniales de artistas intérpretes o ejecutantes y derechos patrimoniales de productores de fonogramas y organismos de radiodifusión.  
	De los derechos patrimoniales:  toda la vida del autor (o del último coautor) más 70 años.  Para las obras colectivas, anónimas, seudónimas, audiovisuales, radiofónicas o programas de ordenador, 60 años contados a partir de su divulgación o primera publicación.

Los derechos patrimoniales de los artistas intérpretes o ejecutantes duran 50 años, contados a partir del año siguiente de la interpretación o ejecución.  Los derechos de los productores de fonogramas duran 50 años, contados a partir del 1° de enero del año siguiente de la primera publicación del fonograma
	No se requiere registro para la protección.

No se considera violación al derecho de autor cuando las obras son usadas sin fines de lucro, en casos especialmente previstos en la ley en el capítulo de las excepciones y limitaciones (o con fines educacionales o de investigación). 

No son objeto de protección las ideas, procedimientos, textos oficiales, noticias o datos.



	Patentes
	
	

	Ley No 1.630 de 21 de noviembre de 2000 y su modificación Ley No 2.593 de 17 de junio de 2005. Decreto Reglamentario No 14.201 de 2 de agosto de 2001.

Cobertura:  Cualquier invención, de producto o procedimiento, que sea nueva, tenga nivel inventivo y sea susceptible de aplicación industrial;  productos farmacéuticos desde enero de 2005.
	20 años desde la presentación de la solicitud, improrrogables
	No son patentables:  las plantas y los animales, excepto los microorganismos, y los procedimientos esencialmente biológicos para la producción de plantas o animales, que no sean procesos no biológicos o microbiológicos;  los productos o procedimientos comprendidos en el estado de la técnica;  y las invenciones cuya explotación comercial debe impedirse para proteger el orden público, la moral, la salud o la vida de personas y animales, y preservar los vegetales y el medio ambiente.  

Pueden concederse licencias obligatorias en un plazo de 3 años desde la concesión de una patente, o 4 años desde la presentación de su solicitud, si una patente no ha sido explotada o "no se han hecho esfuerzos preparativos efectivos y  serios para hacerlo", o cuando la explotación ha sido interrumpida por más de un año, por circunstancias otras que aquéllas de fuerza mayor (dificultades de carácter técnico o legal ajenas a la voluntad del titular de la patente y que hagan imposible su explotación, o falta de recursos o viabilidad económica. 

	Dibujos y modelos (diseños) industriales
	
	

	Ley No 868 de 2 de noviembre de 1981.  Decreto Reglamentario Nº 30.007 de 5 de enero de 1982.

Cobertura:  Previo registro, diseños que sean nuevos.  Además, los dibujos y modelos industriales deberán estar destinados a dar una apariencia especial a un producto industrial o artesanal y servir de tipo para su fabricación.
	5 años desde la fecha de la presentación de la solicitud, renovable por dos períodos consecutivos de igual duración
	No son registrables los dibujos o modelos industriales que no sean nuevos, que sirvan únicamente a la obtención de efecto técnico, o sean contrarios al orden público, a la moral y a las buenas costumbres.

	Cuadro III.14 (continuación)

	Modelos de utilidad
	
	

	Ley Nº 1.630 de 21 de noviembre de 2000.  Decreto Reglamentario Nº 14.201 de 2 de agosto de 2001.

Cobertura:  Disposiciones en la forma, configuración o disposición de un objeto que permiten una mejor o diferente utilización del objeto que lo incorpora, o que le proporcionan alguna utilidad o efecto técnico que antes no tenía.  Los modelos de utilidad deben ser susceptibles de aplicación industrial y representar una novedad.  
	10 años desde la fecha de presentación de la solicitud, improrrogables
	Protección a través de patente de modelo de utilidad.

No se consideran modelos de utilidad los procedimientos, las sustancias y composiciones químicas, metalúrgicas o de otra índole y las materias excluidas de patentes de invención.

	Esquemas de trazados de circuitos integrados
	
	

	Protección a través del registro.  Los esquemas de trazado deben ser originales.

ADPIC (no existe legislación nacional).
	10 años desde la fecha de presentación de la solicitud
	Trazados en uso comercial por más de 2 años en cualquier lugar del mundo no pueden registrarse.  Los derechos sólo pueden hacerse valer contra actos realizados con fines industriales o comerciales.

	Marcas de fábrica o de comercio
	
	

	Ley No 1.294/98 (Ley de Marcas).  Decreto No 22.365/98 por el cual se reglamenta la Ley No 1.294/98 de Marcas.  

Cobertura:  Previo registro, cualquier signo que sea apto para distinguir productos o servicios en el mercado, incluyendo nombres, lemas comerciales, marcas de certificación y marcas colectivas.  El uso previo no es condición para el registro de una marca.  Incluye protección contra uso y registro de signos distintivos notoriamente conocidos.
	10 años desde su concesión, renovables indefinidamente, por períodos de 10 años.

El uso de la marca es obligatorio.  Por vía judicial, se cancelará el registro de una marca cuando:  a) no se haya iniciado su uso dentro de los cinco años desde la concesión de su registro;  b) su uso haya sido interrumpido por más de cinco años consecutivos;  c) o su uso haya tenido lugar con alteraciones sustanciales de su carácter distintivo original.  El uso de la marca en cualquier país es suficiente a efectos de dar cumplimiento al requisito de uso obligatorio
	No son registrables aquellos signos que:  a) reproduzcan, imiten o contengan una denominación de origen protegida;  b) cuando su uso pudiera causar un riesgo de confusión, de asociación con la denominación, o implicase un aprovechamiento injusto de la notoriedad del signo;  c) o que consistan en una indicación geográfica susceptible de inducir a confusión, entre otros.  

	Indicaciones geográficas
	
	

	Ley No 1.294/98 (Ley de Marcas)

Cobertura:  Signos que identifiquen un producto como originario de una región, país, localidad u otro lugar, cuando su reputación u otras características se deban fundamentalmente a su origen geográfico. 

Un proyecto de Ley sobre Indicaciones Geográficas y Denominaciones de Origen estaba siendo examinado por el Parlamento en diciembre de 2010.
	No especificada
	La indicación geográfica no podrá utilizarse para identificar productos del mismo género que no sean originarios del lugar designado por la indicación.

	Nuevas variedades vegetales
	
	

	Ley No 988/96, que aprueba el Convenio Internacional para la Protección de las Obtenciones de Vegetales, y Ley No 385/94, de Semillas y Protección de Cultivares.  Decreto Reglamentario No 7.797/00.

Cobertura:  Variedades vegetales nuevas, homogéneas, distinguibles y estables
	De 15 a 20 años, según la especie:  actualmente, 15 años para especies agrícolas;  18 años para especies forestales, vid y árboles frutales
	Protección a través de títulos de obtentor.

El título de obtentor no confiere a su titular el derecho de impedir que terceros usen la variedad protegida, cuando tal uso se realice con fines no comerciales, a título experimental o para la obtención y explotación de una nueva variedad.


Fuente:
Secretaría de la OMC.

b) Derechos de autor y derechos conexos

267. Los derechos de autor y derechos conexos están protegidos en el Paraguay por la Constitución de 1992.  La Ley de Derechos de Autor y Derechos Conexos (Ley No 1.328/98) y el Decreto No 5.159/99 confirman y reglamentan esta protección.  La Dirección Nacional del Derecho de Autor en el MIC lleva el Registro Nacional de Derechos de Autor y Derechos Conexos.  El registro de una obra en el Registro Nacional del Derecho de Autor no es requisito para estar protegida de acuerdo con la Ley, sirviendo como prueba de los hechos y actos registrados, en caso de litigio;  un registro extranjero es también aceptado como prueba. 

268. El registro puede ser solicitado por:  el autor o cualquiera de los coautores de la obra, o su apoderado;  el productor o el director o realizador de la obra audiovisual, fonográfica, o de software;  el editor, cuando la obra no haya sido registrada;  los sucesores legítimos del autor;  los intérpretes de una obra sobre su interpretación;  las entidades de gestión y los representantes legales de los titulares de los derechos, y los traductores.  También es posible revalidar registros realizados en el extranjero.
  Pueden registrase las obras expresadas en forma escrita;  las obras orales;  las composiciones musicales;  las obras dramáticas, dramático-musicales, coreográficas y pantomímicas;  las obras audiovisuales;  las obras radiofónicas;  las obras de artes plásticas;  los planos y las obras de arquitectura;  las obras fotográficas;  las obras de arte aplicado;  las ilustraciones, mapas, croquis, planos, bosquejos, etc.;  las colecciones de obras;  y los programas de ordenador. 

269. La Ley No 1.328/98 reconoce al derecho habiente derechos tanto morales como patrimoniales.  Los derechos morales (divulgación, paternidad, integridad y retiro de la obra del comercio) son perpetuos, inalienables, inembargables, irrenunciables e imprescriptibles, siendo ejercidos, a la muerte del autor, por sus herederos, por la Dirección Nacional del Derecho, por la Entidad de Gestión Colectiva pertinente o por cualquier persona que acredite interés legítimo sobre la obra respectiva.  

270. Los derechos patrimoniales (reproducción, comunicación y distribución pública, importación, traducción), se extienden a todas las obras de autor, de cualquier género, forma de expresión, mérito o finalidad.  La duración del derecho patrimonial es de toda la vida del autor más 70 años después de su fallecimiento.  La protección se concede sin distinciones en cuanto a la nacionalidad o el domicilio del autor o del titular del derecho, o el lugar de la publicación de la obra.  La ley contempla disposiciones especiales para obras audiovisuales y radiofónicas, programas de ordenador, obras arquitectónicas y plásticas y artículos periodísticos.

c) Patentes y modelos de utilidad

271. No existe una única ley de propiedad industrial, sino que las diferentes instituciones están protegidas por leyes diferentes.  Las patentes y modelos de utilidad están reglamentados y protegidos por la Ley No 1.630 de 21 de noviembre de 2000, Ley de Patentes de Invención, su modificación, Ley No 2.593 de 2005, y su reglamento, Decreto No 14.201 de 1° de agosto de 2001.  La Ley de Patentes y la Ley No 2.047 de 19 de diciembre de 2002 abrieron la posibilidad de otorgar patentes de invención a los productos farmacéuticos a partir del 1° de enero de 2005.

272. Para ser protegida por una patente, una invención debe cumplir tres requisitos:  ser invenciones nuevas de productos o procedimientos;  implicar una actividad inventiva;  y ser susceptibles de aplicación industrial.  La invención debe presentar un nivel inventivo que no resulte obvio para una persona con un conocimiento medio del ámbito técnico.  Además de poseer uso práctico y novedad, la materia de la invención debe ser aceptada como "patentable" de conformidad a derecho.  No son patentables:  las teorías científicas, los métodos matemáticos, las obtenciones vegetales o animales, los simples descubrimientos, los métodos comerciales o métodos para el tratamiento médico, o los programas de computación aisladamente considerados.

273. Las solicitudes para la concesión de una patente deben ser presentadas ante la DPI, la cual la somete inicialmente a un examen de forma, terminado el cual se otorga un plazo de 60 días hábiles para correcciones.  La solicitud debe publicarse en el plazo de 18 meses contados desde la fecha de presentación o desde la prioridad invocada, pudiendo el solicitante requerir su publicación con anterioridad.  Luego de la publicación se realiza un examen de fondo.  Durante el período entre la publicación de la solicitud y el examen de fondo, los terceros interesados pueden realizar observaciones e incluso oponerse a la misma.  La patentabilidad sigue en el Paraguay el principio de la unidad de la invención;  los grupos de invenciones vinculadas entre sí son admitidos bajo una misma solicitud sólo si constituyen un único concepto inventivo.  

274. El Paraguay no es signatario del Tratado de Cooperación en Materia de Patentes (PCT).  A pesar de esto, la ley concede a la DPI la facultad de reconocer, previo examen de los documentos pertinentes, debidamente certificados por la oficina actuante, los resultados de los exámenes de patentabilidad efectuados por otras oficinas de propiedad industrial como suficientes para acreditar el cumplimiento de las condiciones de patentabilidad en el Paraguay.

275. La patente de invención tiene una duración improrrogable de 20 años, a partir de la fecha de solicitud de registro;  el pago de tasas anuales es requisito para mantener vigente una patente.  La Ley No 1.630 otorga al titular o solicitante de una patente el derecho a conceder una licencia de explotación de la invención (licencia convencional), que debe ser registrada en la DPI para ser válida.  Las licencias convencionales no son exclusivas y no pueden contener cláusulas que limiten la competencia.  La Ley No 1.630 también contempla la posibilidad de que la DPI pueda decidir el otorgamiento de una licencia obligatoria, sin autorización del titular de la patente cuando los solicitantes hubieren intentado sin resultado obtenerla directamente del titular en términos y condiciones comerciales razonables.  En el caso de los productos farmacéuticos, que no gozaban de protección en el Paraguay a la fecha de entrada en vigencia de la Ley No 1.630, y cuando la patente solicitada comprenda la materia prima a partir de la cual se deba desarrollar el producto final, el licenciatario se obliga a adquirir dicha materia prima, molécula o principio al titular de la patente o a quien éste indique al precio en el mercado internacional.  De existir un precio preferencial, el titular de la patente deberá ofrecerlo al licenciatario, el cual podrá comprar la materia prima a un tercero si el precio es inferior en al menos 15 por ciento al precio ofrecido por el titular de la patente.

276. También pueden solicitarse licencias obligatorias cuando, transcurridos tres años desde la concesión de la patente o cuatro años desde la fecha de la presentación, la invención no ha sido explotada, no se han hecho preparativos efectivos para explotarla, o cuando la explotación se ha interrumpido por más de un año, por motivos no atribuibles a circunstancias de fuerza mayor.  La importación realizada por el titular de la patente es reconocida como explotación.  La ley también contempla la posibilidad de conceder licencias obligatorias para suprimir prácticas anticompetitivas o por razones de interés público, tales como una emergencia sanitaria, motivos de seguridad o defensa nacional, o para fomentar el desarrollo económico de ciertos sectores estratégicos.  El titular de la patente debe recibir una remuneración como compensación por el uso de la misma.  Las licencias obligatorias no son de carácter exclusivo.

277. Los modelos de utilidad son protegidos mediante el otorgamiento de patentes de modelos de utilidad y deben registrarse en la DPI.  Se aplica el mismo procedimiento que para la solicitud de patentes de invención.

d) Marcas de fábrica o de comercio

278. La Ley No 1.294 de 6 de agosto de 1998 y su Decreto Reglamentario No 22.365 de 14 de agosto de 1998 regulan la protección de las marcas de productos y servicios.  Para ser protegidas, las marcas deben estar registradas en el Registro de Marcas de la DPI;  el registro otorga el derecho al uso exclusivo de una marca determinada.  En el caso de marcas notorias, puede existir protección sin el requisito de registro, conforme al Artículo 6 Bis del Acuerdo de París.  Sin embargo, el Artículo 18 de la Ley 1.294 expresa que el propietario de una marca de productos o servicios inscripta en el extranjero gozará de las garantías que esta ley le otorga, una vez registrada en el país,  El Artículo 2, inciso G de la Ley De Marcas expresa que no podrán registrarse como marcas los signos que constituyan una reproducción, imitación, traducción, transliteración o trascripción total o parcial de un signo distintivo, idéntico o similar, notoriamente conocido en el sector pertinente del público, que pertenece a un tercero.  Las marcas solicitadas y registradas se publican en el Boletín Informativo semanalmente.
  El registro concede protección por un período de 10 años, renovable por idénticos períodos, indefinidamente. 

279. El uso de la marca es obligatorio.  El titular de una marca debe iniciar su uso dentro de los cinco años de habérsele concedido el registro de la misma y no interrumpirlo por más de cinco años.  El titular de una marca registrada puede otorgar licencia de uso de la misma, cederla o transferirla y debe inscribirla en la DPI para que tenga efectos contra terceros.  Las marcas de fábrica extranjeras gozan de las mismas garantías que las nacionales si están registradas en la DPI, para lo cual su apoderado debe constituir domicilio en Asunción.  

280. El derecho exclusivo a un nombre comercial se adquiere por su primer uso público en el comercio, no siendo la inscripción en la DPI un requisito para la protección de este derecho.  

e) Dibujos y modelos industriales

281. La legislación en materia de protección de dibujos y modelos industriales está contenida en la Ley No 868 de 2 de noviembre de 1981, y su reglamento, Decreto Reglamentario No 30.007 de 5 de enero de 1982.  Para ser protegidos, los dibujos y modelos industriales deben ser registrados en la DPI.  Pueden ser registrados los dibujos y modelos industriales que sean nuevos, que no sirvan únicamente a la obtención de un efecto técnico, ni sean contrarios al orden público, a la moral y a las buenas costumbres.

f) Obtenciones vegetales

282. La Ley No 385/94, De Semillas y Protección de Cultivares, que estableció la Dirección de Semillas (DISE), así como en su reglamento, contenido en el Decreto No 7.797/00 constituyen la normativa paraguaya sobre las obtenciones vegetales.  La Ley No 385/94 creó el Registro Nacional de Cultivares Protegidos en la DISE, para salvaguardar el derecho del obtentor.  La Ley No 988/96 aprobó el Convenio Internacional para la Protección de las Obtenciones Vegetales (UPOV).  La Ley No 2.459/04 creó el Servicio Nacional de Calidad y Sanidad Vegetal y de Semillas (SENAVE), que remplazó a la DISE en octubre de 2004. 

283. Las personas naturales o jurídicas que obtengan una variedad pueden solicitar la inscripción de la misma en el registro del SENAVE, si se cumple con los requisitos de distinguibilidad, homogeneidad, estabilidad.  La protección se concede a través de títulos de obtentor y no se extiende sobre el producto obtenido con la aplicación de la variedad.  La protección es de 15 años para las especies agrícolas y de 18 años para las especies forestales, vid y árboles frutales. 

g) Indicaciones geográficas 

284. No existe una ley especifica para las indicaciones geográficas, las cuales se protegen a través de disposiciones contenidas en la Ley de Marcas, en sus Artículos 57 a 60.  La Ley de Marcas dispone que sólo los productores que desempeñan su actividad en el lugar designado por la indicación geográfica puedan hacer uso de ésta en el comercio.  El uso indebido de una indicación geográfica puede ser objeto de acción judicial.  En septiembre de 2010, el MIC entregó a la Cámara de Diputados un anteproyecto de Ley "De Indicaciones Geográficas y Denominaciones de Origen", el cual a diciembre de 2010 aún no había sido tratado en plenaria.

h) Otros derechos de propiedad intelectual

285. A diciembre de 2010 no existía legislación específica para la protección de los esquemas de trazado (topografías) de los circuitos integrados.  La información no divulgada está regulada por la Ley No 3.519/08 de 25 de junio de 2008, "De protección de los datos de prueba solicitados por la autoridad sanitaria para la aprobación de productos fitosanitarios", y la Ley No 3.283/07 de 3 de septiembre de 2007, "De protección de la información no divulgada y datos de prueba para los registros farmacéuticos".

i) Importaciones paralelas

286. Las importaciones paralelas están permitidas en el caso de los derechos de propiedad industrial.  Más concretamente, la Ley de Patentes contiene provisiones que contemplan el agotamiento internacional de los derechos de propiedad industrial, lo mismo que la Ley de Marcas.  El Paraguay ha defendido en la OMC la importancia para un país en desarrollo de poder incorporar legislación sobre el agotamiento de derechos internacionales.
  Las disposiciones pertinentes en cada una de estas leyes estipulan que un derecho habiente en el Paraguay no podrá impedir las importaciones paralelas provenientes de otro país en el cual los productos susceptibles de ser importados hayan sido puestos en el mercado por el derecho habiente o con su autorización.  También se dispone que las restricciones contractuales que puedan existir en el caso de licencias exclusivas o contratos de distribución no podrán impedir las importaciones paralelas.  Las importaciones paralelas de un bien podrán detenerse si se produjera una modificación del bien en el que se incorporan los DPIs, o en su embalaje, sin autorización del derecho habiente.

287. Las importaciones paralelas no están permitidas en el caso de los derechos de autor.  El Artículo 29 de la Ley de Derechos de Autor y Derechos Conexos otorga al derecho habiente el derecho exclusivo de autorizar o no el ingreso al Paraguay de las copias de la obra que no hayan sido expresamente autorizadas para su distribución allí.  Este derecho suspende la libre circulación en las fronteras, pero no impide la importación de copias únicas para uso individual.  

j) Observancia de los derechos de propiedad intelectual

288. El Consejo Nacional para la Protección de los Derechos de Propiedad Intelectual, creado por el Decreto No 14.870 de 26 de septiembre de 1996, y en el que participan el MIC, el MRE, el Ministerio de Hacienda, y el Ministerio Público, es el ente encargado de la coordinación de las actividades relacionadas con la protección de los DPIs a nivel nacional, de la negociación de acuerdos de cooperación y asistencia técnica, y de la elaboración de propuestas de proyectos de ley.  En apoyo al trabajo del Consejo, la Fiscalía General ha creado fiscalías especializadas en materia de los DPIs en Asunción y en las ciudades fronterizas de Encarnación y Ciudad del Este, que se ocupan en forma exclusiva de los aspectos judiciales de la lucha contra la piratería.  Adicionalmente, las autoridades indicaron que existe un anteproyecto de Decreto para constituir una Comisión Nacional Interinstitucional para tratar los temas de propiedad intelectual que tendría por objetivo, entre otros, el seguimiento y cumplimiento de compromisos asumidos ante la OMC, la OMPI, el MERCOSUR, además de llevar adelante negociaciones bilaterales, multilaterales y plurilaterales.

289. La iniciación de procedimientos contra la violación de los DPIs, debe realizarse dentro de los tres años de haberse producido la violación en el caso de procedimientos;  la acción prescribe a los cinco años desde el momento en que termine la conducta punible.  Para los procedimientos civiles, el límite es de dos años contados desde que el titular tuvo conocimiento fehaciente de la infracción, o a los cuatro años desde que se cometió por última vez la infracción.
  La violación de los DPIs puede dar lugar a acciones tanto administrativas como penales.
  En lo relativo a las acciones administrativas, puede evitarse que los productos importados que infrinjan DPIs entren al país si así lo dispone una acción judicial.  Aunque las autoridades aduaneras no están facultadas para emitir medidas cautelares de fronteras de oficio, estas medidas pueden aplicarse a pedido de la parte interesada, sin intervención judicial.  En este caso, las autoridades aduaneras pueden retener mercaderías que violen derechos de marcas y de autor, por hasta 10 días.

290. En el caso de violación de derechos de autor, la Ley No 1.328/98 estipula que puedan aplicarse multas o penas privativas de libertad de dos a ocho años.  La Ley contempla la aplicación de una indemnización por daños y perjuicios materiales contemplada que comprende el monto que debería haber percibido el titular de un derecho más un recargo mínimo equivalente al 100 por ciento de dicho monto.  La Ley de Derechos de Autor también establece la posibilidad de confiscación, decomiso y destrucción de las mercancías infractoras y de todos los materiales y accesorios utilizados.  La Ley de Marcas también prescribe acciones administrativas y penales.  

291. El Decreto No 603 de 20 de octubre de 2003 contiene medidas adicionales para la protección de los derechos de autor, así como para la prevención de la piratería y la falsificación.  Según lo dispuesto por el Decreto No 603/03 la inscripción en el Registro de Importadores de Soportes Magnéticos y Ópticos y Materias Primas para su Producción (RISMOMPP), dependiente de la DPI, es obligatoria para las personas físicas o jurídicas dedicadas a la importación, grabación o comercialización de materiales audiovisuales y software.  Los importadores de equipos de grabación industrial, a partir de tres piezas, así como de materias primas para la industrialización de soportes magnéticos, discos compactos, y DVD vírgenes o grabados;  y los editores y distribuidores de obras audiovisuales, discos compactos y software también deben inscribirse en el  RISMOMPP.  La inscripción es anual y es prerrequisito para la obtención de la autorización previa y no automática para la importación, requerida para productos vírgenes y grabados comprendidos en las subpartidas arancelarias NCM 85.23.11 y 85.23.13 (cintas magnéticas), 85.23.20 (discos magnéticos) y 85.24.90 (demás productos).

292. Como fuera el caso en el anterior examen en 2005, la observancia de los DPIs continúa siendo motivo de preocupación de las autoridades paraguayas, así como de otros Miembros de la OMC.  El principal problema continúa siendo el uso del territorio paraguayo como punto de tránsito y de fabricación clandestina de copias no autorizadas de soportes lógicos, grabaciones sonoras y películas.  En lo que respecta a los problemas de tránsito y manufactura de copias pirata, las autoridades afirman, conforme a estadísticas oficiales, que el número de CD-R vírgenes importados fue de 13,1 millones en 2009, comparado con 270 millones reportados en el informe anterior para 2004.  

293. La observancia de los DPIs en el Paraguay continúa siendo vigilada bajo la Sección 306 de la Ley Comercial de 1974 de los Estados Unidos.
  El Paraguay fue identificado por primera vez en 1998 por la Oficina del Representante Comercial de los Estados Unidos (USTR) como País Prioritario en el contexto de una investigación "301 Especial" fuera de ciclo.
  El USTR ha continuado identificando al Paraguay como país prioritario desde entonces.  La identificación por el USTR del Paraguay como País Prioritario en 1998 llevó a la firma de un Memorando de Entendimiento para la Protección de los DPIs en noviembre del mismo año y colocó la observancia de los DPIs en el Paraguay bajo vigilancia según lo dispuesto por la Sección 306 de la Ley Comercial de 1974.  

294. El 30 de marzo de 2004, el Paraguay suscribió un nuevo Memorando de Entendimiento sobre los DPIs con los Estados Unidos orientado a buscar el fortalecimiento de la legislación, administración y observancia de los DPIs en el Paraguay, poniendo énfasis, en particular, en incrementar la capacidad del Gobierno para luchar contra la piratería de los derechos de autor y la falsificación de marcas de comercio.
  La validez de este Memorando fue extendida hasta fines de 2007.  Un tercer Memorando de Entendimiento fue finalizado en noviembre de 2007 y firmado el 30 de abril de 2008, con efectividad inicialmente hasta el 31 de diciembre de 2009.  En 2009, este Memorando fue extendido hasta finales de 2011. 

295. En los últimos años, se han realizado esfuerzos para mejorar la observancia de los DPIs, como el incremento de las sanciones penales, pecuniarias y administrativas, y el reconocimiento que la falsificación de un producto constituye un delito.
  También se ha incrementado la vigilancia y se han incrementado los decomisos y destrucción de mercadería ilícita.  Para reforzar la observancia, se estableció la Unidad Técnica Especializada (UTE), una unidad de inteligencia, adscrita al MIC, creada por Decreto del Poder Ejecutivo para identificar, prevenir y perseguir la piratería, la falsificación y la evasión fiscal.  La UTE está conformada por especialistas del MIC, del Ministerio de Hacienda, del Ministerio del Interior, y las Fuerzas Armadas, que trabajan en coordinación con el Ministerio Público.

296. Sin embargo, y a pesar de estos esfuerzos, el Paraguay continúa enfrentando un serio problema relativo a la observancia de los DPIs, particularmente en lo relativo a la piratería y la manufactura y distribución regional de productos bruto de la misma, particularmente productos electrónicos, CDs/DVDs, y confecciones y calzado.  

297. El informe de la Alianza Internacional para la Propiedad Intelectual (IIPA) para 2010 corrobora que los problemas de observancia de los DPIs permanecen, y que la labor de las aduanas continúa siendo insuficiente para hacer respetar los DPIs.
  El informe destaca las dificultades encontradas por la UTE para la realización de su labor, lo que llevó a una caída en los decomisos de un 40-50 por ciento entre 2008 y 2009, y que la caída en valor es aún mayor, de 48 millones de dólares EE.UU. en 2008, se pasó a 7 millones de dólares EE.UU. en 2009.  También se señala que los niveles de piratería permanecen elevados.  La IIPA recomienda que se refuerce el entrenamiento de los oficiales del UTE;  se incrementen los allanamientos y decomisos, particularmente en Ciudad del Este;  se mejora el control en frontera;  se cree una Corte y una fiscalía especializadas en DPIs, y se mejore el entrenamiento de jueces.
  

298. En respuesta a las recomendaciones hechas por observadores internacionales, las autoridades han emprendido un proceso de reorganización de la UTE, a través del Decreto No 5.446 de 17 de noviembre de 2010.  Las autoridades paraguayas estiman que se encuentran realizando esfuerzos considerables para luchar contra la piratería, incluyendo a través de campañas informativas y de educación de la población.  También resaltaron la importancia de los cambios introducidos al Código Penal, que ahora fija penas más elevadas, y de la reorganización de la UTE.
� Decisión del MERCOSUR No 16/94 y Artículo 79 de la Ley No 2.422/04.


� Decreto No 13.721/01.


� Decreto No 13.749/01 de 6 de junio de 2001, modificado por el Decreto No 16.675/02 de 14 de marzo de 2002.


� La VUI es una iniciativa que forma parte del Programa Umbral II, de la Agencia de Estados Unidos para el Desarrollo Internacional (USAID), a través del Componente de Fortalecimiento de la Dirección Nacional de Aduanas.  Información en línea de la DNA.  Consultada en:  http://www.aduana.gov.py/noticia/225.


� DNA, Noticias y Novedades.  Consultado en:  http://www.aduana.gov.py/noticia/227.


� Documentos de la OMC G/VAL/2/Rev.3 y WT/Let/1/Rev.2 de 15 de abril de 1996 y 2 de mayo de 1995, respectivamente.


� Documento de la OMC G/VAL/N/1/PRY/1 de 21 de septiembre de 2004.


� Estas resoluciones pueden ser consultadas en el portal Internet de la DNA:  http://www.aduana.gov.py/resoluciones/2009 y http://www.aduana.gov.py/resoluciones/2010, respectivamente.


� Puede obtenerse más información sobre esta resolución en el portal Internet de la DNA:  http://www.aduana.gov.py/resoluciones/2007.


� Documento de la OMC G/RO/N/21 de 20 de julio de 1998.


� Resoluciones de la ALADI No 78 de 24 de noviembre de 1987 y No 252 de 4 de agosto de 1999.


� Documento de la OMC G/RO/N/12 de 1º de octubre de 1996.


� Las normas de origen MERCOSUR están contenidas en las Decisiones No 6/94, 23/94, 16/97, 3/00, 01/04, 03/05, 20/05 y 16/07, la Resolución No 27/01 y las Directivas N° 06/05, 05/06, 10/07, 21/07 y 12/08 del MERCOSUR.  Esta normativa ha sido implementada en el Paraguay por los Decretos No 17.326/02 de 29 de mayo de 2002, No 17.549/02 de 13 de junio de 2002, N° 6.663 de 28 de noviembre de 2005 y N° 2.413 de 6 de julio de 2009.


� Los tipos son 0;  2;  4;  5;  6;  7;  8;  9;  10;  11;  12;  13;  14;  15;  16;  17;  18;  19;  20;  22;  25;  26;  28;  y 30 por ciento.  


� La Decisión MERCOSUR/CMC/DEC No 17/09, elevó el AEC sobre un grupo de productos lácteos (SA 0402, 0404 y 0406) al 28 por ciento.  Sin embargo, el Paraguay fue autorizado a continuar aplicando los aranceles sobre estos productos a los tipos anteriores, de entre el 14 y el 16 por ciento.


� Según las disposiciones establecidas en las Decisiones del Consejo del Mercado Común del MERCOSUR Nos 37/07, 27/08, 26/09 y 27/10.  Como ejemplo de la aplicación de estas disposiciones, tres partidas arancelarias (SA 4202.22.10, 4202.22.20 y 4202.92.00) debían estar sujetas a un arancel del 35 por ciento desde enero de 2010, en virtud de la Decisión MERCOSUR/CMC/DEC No 27/09, pero el Paraguay no realizó este ajuste.


� Puede obtenerse más información sobre el régimen en el portal Internet del MIC:  http://www.mic.gov.py/index.php?option=com_content&task=view&id=73&Itemid=123.


� El texto de este decreto, así como de los decretos anteriores, puede consultarse en línea en el portal Internet de leyes.com.py:  http://www.leyes.com.py/todas_disposiciones/2009/decretos/decreto-1332-09.php#1.


� El MERCOSUR acordó otorgar a la India preferencias arancelarias consistente en una reducción del 10 ó 20 por ciento (100 por ciento para unos pocos productos) sobre el arancel NMF para una lista de 452 partidas del Sistema Armonizado, Nomenclatura 2002.  Esta lista puede ser consultada en el portal Internet del Ministerio de Relaciones Exteriores del Paraguay:  http://www.mre.gov.py/dependencias/tratados/mercosur/ registro%20mercosur/Acuerdos/2004/español/69.%20Acuerdo%20Preferencial%20MSUR-India.pdf.


� En el marco de la ALADI, Paraguay, Bolivia y Ecuador son países de menor desarrollo económico.


� Acuerdo Regional No 4, Segundo Protocolo Modificatorio.


� Las listas completas de productos y reducciones arancelarias están disponibles en:  http://www.sice.oas.org/Trade/msch/mschind.asp.


� Decisión No 51/00 del MERCOSUR y Ley No 2.323/03.


� El texto de la Ley No 2.421/04 está disponible en línea en:  http://www.set.gov.py.


� Estos bienes están enumerados en el Decreto No 15.199/96 de 21 de octubre de 1996, modificado en virtud de los Decretos No 16.067/97 de 20 de enero de 1997 y No 10.624/00 de 25 de septiembre de 2000.


� Ministerio de Hacienda (2010b).


� Para la nafta sin plomo de 97 octanos o más, se aplica una tasa del 38 por ciento;  para la motonafta y la alconafta de hasta 85 octanos, se aplica una tasa del 24 por ciento, para la super nafta de más de 88 octanos y de hasta 96,9 octanos, se aplica una tasa del 34 por ciento;  para la nafta de aviación se aplica una tasa del 20 por ciento;  para el gas oil/diésel, 18 por ciento;  para el kerosén, fuel oil y gas licuado, 10 por ciento;  para el turbo fuel, 1 por ciento.  Las excepciones incluyen la tasa del 0,25 por ciento para el fuel oil importado por la Industria Nacional del Cemento, hasta completar un cupo de 55.000 metros cúbicos (bajo el Decreto No 282/03), y del 1 por ciento para el gas propelente desodorizado isopropano butano (posición arancelaria 2711.19.90), hasta completar un cupo de 20.000 metros cúbicos, de acuerdo con el Decreto No 4.046/10.


� Documento de la OMC G/LIC/N/1/PRY/1 de 12 de junio de 2003.


� Documento de la OMC G/LIC/N/1/PRY/2 de 14 de septiembre de 2010.


� La resolución puede consultarse en la dirección Internet del MIC:  http://www.mic.gov.py/ images/resolucion-103.pdf.


� Artículos 1, 6 y 9 de la Ley No 1.095/84 de 14 de diciembre de 1984.


� Las partidas NCM 61034300, 61062000, 61071200, 61082200, 61091000, 61099000, 61103000, 61151093, 61159600, 61169300, 62032300, 62034300, 62042300, 62046200, 62046300, 62053000, 62121000, 63079009, 62011300, 62033330, 62034200, 62052000, 62064000, 62112900, 63014000, 63022100, 63026000, 63041990, 63061200.


� Las partidas NCM de riesgo II son las siguientes:  3808.50.10, 380891.10, 3808.94.10 y 2828.9011.


� Información en línea del MIC.  Consultada en:  http://www.mic.gov.py/index.php?option=com_ content&task=view&id=34&Itemid=40.


� Documento de la OMC G/ADP/N/1/PRY/2, G/SCM/N/1/PRY/2 de 3 de marzo de 1997.


� Documentos de la OMC G/SCM/N/106/Add.1/Rev.4 de 28 de abril de 2009;  G/SCM/N/113/Add.1/Rev.4 de 28 de abril de 2009;  G/SCM/N/122/Add.1/Rev.3 de 28 de abril de 2009;  G/SCM/N/144/Add.1/Rev.3 de 25 de abril de 2008;  G/SCM/N/153/Add.1/Rev.2 de 25 de abril de 2008;  y G/SCM/N/186/PRY de 18 de febrero de 2010,.


� Documentos de la OMC G/ADP/N/132/Add.1/Rev.5 de 25 de abril de 2008;  G/ADP/N/139/Add.1/Rev.4 de 25 de abril de 2008;  G/ADP/N/145/Add.1/Rev.3 de 25 de abril de 2008;  G/ADP/N/153/Add.1/Rev.2 de 25 de abril de 2008;  G/ADP/N/158/Add.1/Rev.3 de 27 de abril de 2009;  G/ADP/N/166/Add.1/Rev.2 de 27 de abril de 2009;  G/ADP/N/173/PRY de 12 de octubre de 2009;  G/ADP/N/180/Add.1/Rev.1 de 16 de octubre de 2009;  G/ADP/N/188/Add.1 de 16 de octubre de 2009;  y G/ADP/N/195/Add.1 de 21 de abril de 2010.


� Documentos de la OMC G/ADP/N/126/PRY de 10 de febrero de 2005;  G/ADP/N/132/PRY de 22 de abril de 2008;  G/ADP/N/139/PRY de 22 de abril de 2008;  G/ADP/N/145/PRY de 21 de abril de 2008;  G/ADP/N/153/PRY de 22 de abril de 2008;  G/ADP/N/158/PRY de 21 de abril de 2008;  G/ADP/N/166/PRY de 22 de abril de 2008;  G/ADP/N/180/PRY de 12 de octubre de 2009;  G/ADP/N/188/PRY de 12 de octubre de 2009;  y G/ADP/N/195/PRY de 8 de marzo de 2010.


� Resolución No 780 del MIC de 20 de octubre de 2004;  documentos de la OMC G/ADP/N/126/PRY de 10 de febrero de 2005 y G/ADP/N/195/PRY de 8 de marzo de 2010.


� Notificado a la OMC en el documento G/ADP/N/202/PRY de 4 de octubre de 2010.


� Decreto No 1.827/99 de 29 de enero de 1999, notificado a la OMC en el documento de la OMC G/SG/N/1/PRY/2 de 20 de agosto de 1999.


� Documento de la OMC G/SG/N/1/PRY/2 de 20 de agosto de 1999.


� Documento de la OMC G/TBT/N/PRY/1 de 28 de noviembre de 2006.


� La última de estas notificaciones está contenida en el documento de la OMC G/TBT/N/PRY/32 de 18 de agosto de 2010.


� Documento de la OMC G/TBT/CS/N/151 de 25 de abril de 2003.


� Documento de la OMC G/TBT/ENQ/36 de 5 de febrero de 2010.


� En el SNIN participa el sector privado y los siguientes organismos públicos:  MIC, MRE, el INTN el Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social, el Ministerio de Obras Públicas, el Organismo Nacional de Acreditación (ONA), el Servicio Nacional de Calidad y Sanidad Vegetal y de Semillas (SENAVE), el Servicio Nacional de Calidad y Salud Animal (SENACSA), el Instituto Nacional de Alimentación y Nutrición (INAN), la Dirección Nacional de Vigilancia Sanitaria (DNVS), la Dirección Nacional de Transporte (DINATRAN) y la Secretaría del Ambiente (SEAM).


� Información en línea del SNIN, Reglamentos Técnicos Paraguay.  Consultada en:  http://www.snin.gov.py./publico/normapy.aspx.


� Información en línea del MERCOSUR.  Consultada en:  http://www.mercosur.int/.


� Documento de la OMC G/TBT/N/PRY/2 de 28 de noviembre de 2006.


� Información en línea del INTN.  Consultada en:  http://www.intn.gov.py/metrologia-intn.php.


� Información en línea del ONA.  Consultada en:  http://www.conacyt.gov.py/ona/que-es-el-ona.php.


� Información en línea del CONACYT.  Consultada en:  http://www.conacyt.gov.py/admin/docs/FOR0 21%20Solicitud%20de%20Acreditación%20LE.pdf (laboratorios de ensayo);  http://www.conacyt.gov. py/admin/docs/FOR035%20Solicitud%20acreditacion%20OI.pdf (organismos de inspección);  http://www. conacyt.gov.py/admin/docs/for025solic.acreditacionlc.pdf (organismos de certificación).


� Información en línea del ONA.  Consultada en:  http://www.conacyt.gov.py/ona/que-es-el-ona.php, e información proporcionada por las autoridades.


� Información en línea del INTN.  Consultada en:  http://www.intn.gov.py/index.php.


� Azúcares y edulcorantes;  electricidad;  bebidas alcohólicas;  metalurgia;  cueros;  textiles;  cuerpos grasos;  maderas;  harina de mandioca;  aceites esenciales;  soldadura;  alimentos irradiados;  aditivos alimentarios;  productos vegetales;  combustibles;  construcciones;  alimentos balanceados;  frutas, legumbres y hortalizas;  carnes y productos cárnicos;  seguridad;  metrología;  granos comerciales;  agua;  leche y derivados;  helados;  alcohol para uso automotriz;  jabones y detergentes;  tanques;  estructuras;  transporte de productos perecederos;  panificados;  geotecnia;  hierba;  informática;  gestión de la calidad y evaluación de la conformidad;  industria automotriz;  medio ambiente;  juguetes;  higiene de los alimentos;  producción orgánica;  y artesanías.  Información en línea del INTN.  Consultada en:  http://www.intn.gov.py:8000/.


� Información en línea de la AMN.  Consultada en:  http://www.amn.org.br/es/.


� Información en línea de la AMN.  Consultada en:  http://www.amn.org.br/br/.


� Documento de la OMC G/SPS/ENQ/25 de 15 de octubre de 2010.


� Documento de la OMC G/SPS/NNA/15 de 15 de octubre de 2010.


� Puede obtenerse más información sobre el CONACAP en su portal Internet:  http://www.intn.gov.py/ conacap/indice_4.htm.


� Ley No 2.459 de 4 de octubre de 2004.


� Establecido por el Decreto No 6.626/2005, Por el cual se crea el Comité Técnico Nacional de Medidas Sanitarias y Fitosanitarias.  El texto del Decreto puede ser consultado en:  http://www.senave.gov.py/docs/DecretoN6626.pdf.


� Leyes No 988/96 y No 2.721/2005, respectivamente.


� Puede encontrarse más información sobre el COSAVE en su dirección Internet:  http://www.cosave.org/.


� Decreto No 139 de 3 de septiembre de 1993.


� La Ley define producto fitosanitario como:  "Cualquier sustancia o mezcla de sustancias, destinada a prevenir, controlar o destruir cualquier organismo nocivo, incluyendo las especies no deseadas de plantas, animales o microorganismos que causan perjuicio o interferencia negativa en la producción, elaboración o almacenamiento de los vegetales y sus productos".  El término incluye desecantes y las sustancias aplicadas a los vegetales antes o después de la cosecha para protegerlos contra el deterioro durante el almacenamiento y transporte.


� El texto de la Ley No 3.742/2009 puede ser consultado en la dirección Internet del Senado paraguayo en:  http://www.senado.gov.py/leyes/ups/leyes/6838ley%203742-2009.doc.


� De acuerdo con la Ley No 3.742/2009, el registro experimental se otorgará a sustancias activas grado técnico nuevas y productos formulados en base a sustancias grado técnico nuevas.  El registro definitivo se otorgará a los siguientes productos:  a) sustancias activas grado técnico nuevas u originales;  b) sustancias activas grado técnico equivalentes;  c) productos formulados en base a sustancias activas grado técnico nuevas con ensayo de eficacia de campo desarrollado según protocolo aprobado;  d) productos formulados en base a sustancias activas grado técnico equivalentes;  y e) productos formulados en base a agentes de control biológico microbiano con ensayo de eficacia de campo desarrollado según protocolo.  El registro de exportación se otorgará a los productos sintetizados o formulados en el país con fines exclusivos de exportación.


� Para mayor información consultar la dirección Internet del SENAVE:  http://www.senave.gov.py/noticia03.html.


� Incorporado a la normativa interna del Paraguay por el Decreto No 10.846/00.


� Decreto No 13.652/01 de 27 de junio de 2001.


� Dirección Internet de la VUE:  http://www.vue.org.py/objetivos_ propositos/objetivos.html.


� MIC (2007b).


� MIC (2007b).


� El Consejo Nacional de Zonas Francas cuenta con los siguientes miembros:  Ministerio de Hacienda (Viceministro de Tributación);  MIC (Viceministro de Comercio);  Ministerio de Obras Públicas y Comunicaciones (Viceministro de Obras Públicas y Comunicaciones);  usuarios y concesionarios de la zona franca.  El Director Nacional de Aduanas y el Director General de la REDIEX son miembros de honor, en virtud de las Resoluciones CNZF No 3/06 y CNZF No 3/07, respectivamente.


� De acuerdo con la Ley No 523/95 de 16 de enero de 1995.


� Información en línea del MIC.  Consultada en:  http://www.mic.gov.py/index.php?option=com_ content&task=view&id=529&Itemid=646 [16 de agosto de 2010].


� Estos bienes se importan bajo régimen de admisión temporaria, con suspensión del pago de impuestos.  La suspensión del pago del IVA, los aranceles y otros impuestos, queda supeditada a que el maquilador ofrezca una garantía por el valor de los gravámenes eventualmente aplicables, la cual puede consistir en una hipoteca o prenda, o en pólizas de seguro emitidas por empresas nacionales.


� El CNIME cuenta con representantes del MIC, el Ministerio de Hacienda, el Banco Central, la Secretaría Técnica de Planificación para el Desarrollo Económico y Social y el MRE.


� Información en línea del MIC.  Consultada en:  http://www.mic.gov.py/index.php?option= com_content&task=view&id=135&Itemid=237.


� Secretaría Ejecutiva del CNIME (2010).


� Documentos de la OMC G/AG/N/PRY/13 de 5 de noviembre de 2008, G/AG/N/PRY/15 de 21 de octubre de 2009, y G/AG/N/PRY/17 de 13 de octubre de 2010.


� Documento de la OMC G/SCM/N/186/PRY de 18 de febrero de 2010.


� Información en línea de la REDIEX.  Consultada en:  http://www.rediex.gov.py/informacion-institucional-i1.


� Información en línea del BNF.  Consultada en:  http://www.bnf.gov.py/historia.htm.


� Puede obtenerse más información sobre el CAH en:  http://www.cah.gov.py.


� La Ley del Comerciante puede ser consultada en:  http://www.bcp.gov.py/resoluciones/ superseguro/Ley%20del%20Comerciante.pdf.


� Ley No 438 de 21 de octubre de 1994.


� Según lo dispuesto por el Código Civil, Artículo 1.050, enmendado por la Ley No 388 de 18 de agosto de 1994.  Aunque la Ley No 117 de 17 de diciembre de 1992, que creó las SCI, no las obliga a registrarse en el RPPJA, no hacerlo crea responsabilidad legal ilimitada de parte de los socios con respecto a terceros.


� Ley No 388 de 8 de julio de 1994, Artículo 4.


� La constitución de contratos de riesgo compartido está permitida por la Ley No 117 de 6 de diciembre de 1991.


� Las normativas definidas por la Ley No 125 se han desarrollado mediante legislación subsiguiente.  En el caso del IRACIS e IMAGRO, las más importantes son el Decreto No 14.002 de 23 de junio de 1992 (IRACIS) y el Decreto No 10.800 de 3 de octubre de 1995 y la Resolución No 429 de 17 de abril de 1996 (IMAGRO).


� Artículo 107 de la Constitución del Paraguay.


� Artículos 108, 109 y 110 de la Ley del Comerciante.


� Artículo 105 de la Ley del Comerciante.


� La Ley de Defensa del Consumidor y del Usuario (Ley No 1.334/98) en su artículo 6, inciso e, establece que entre los derechos básicos del consumidor está el derecho a la "adecuada protección contra la publicidad engañosa, los métodos comerciales coercitivos o desleales…".


� El PDC y su Reglamento no han entrado aún en vigor ya que sólo el Brasil y el Paraguay los han incorporado a su respectivo ordenamiento jurídico interno.


� Anteproyecto de Ley de Defensa de la Competencia sometido al Congreso de la Nación Paraguaya el 9 de septiembre de 2010.  Sistema de Información Legislativa (SIL).  Consultado en:  http://www.congreso.gov.py/silpy/main.php?pagina=por_acapite&paginaResultado=resultado_consulta&tipoConsulta=2&txtAcapite=defensa de la competencia&sCamara=0&sTipo=0.


� Documento de la OMC G/SCM/N/186/PRY de 18 de febrero de 2010.


� Información en línea del MIC.  Consultada:  http://www.mic.gov.py/index.php?option=com_content &task =view&id=77&Itemid=127.


� La Ley No 2.421/04.  De Adecuación Fiscal, modificó a la Ley No 60/90 para extender los beneficios al uso de productos nacionales y en cualquier etapa de la fase productiva (anteriormente se aplicaban sólo en la primera fase del proceso productivo).


� Información en línea del MIC.  Consultada en:  http://www.mic.gov.py/index.php?option=com_ content&task=view&id=78&Itemid=128.


� Por ejemplo, se aplican tasas de interés de entre el 10 y el 13 por ciento en dólares para créditos de desarrollo de más de un año.  A los préstamos y financiaciones se les aplica el IVA a una tasa del 5 por ciento sobre los intereses, comisiones y demás recargos.  Para mayor información, consultar en:  http://www.bnf.gov.py/.


� Ley No 2.502/04 de 30 de diciembre de 2004.


� Información en línea del BNF.  Consultada en:  http://www.bnf.gov.py/.


� Información sobre la AFD y sus productos puede encontrarse en:  http:/www.afd.gov.py.


� Estos productos están definidos en el Decreto No 2.545/2004, que establece los niveles de alícuotas de los denominados Bienes de Informática y Telecomunicaciones (BIT) y sus modificaciones.


� Se entiende por "distribuidores registrados" todos aquellos contribuyentes, personas jurídicas y/o empresas individuales de responsabilidad limitada registrados especialmente en la Dirección Nacional de Aduanas, para el régimen determinado por el Decreto No 6.406/2005.


� Documentos de la OMC G/STR/N/4/PRY del 5 de octubre de 1998 y G/STR/N/4/PRY/Suppl.1 de 26 de octubre de 1998.


� Documento de la OMC G/STR/N/4/PRY/Suppl.2 de 26 de noviembre de 1998.


� BID y Banco Mundial (2007).


� Información proporcionada por la Dirección Nacional de Contrataciones Públicas.


� Decisión No 27/04 del MERCOSUR de 9 de diciembre de 2004.


� Las modificaciones introducidas por el Decreto No 5.174 de 2005 incluyen algunas relacionadas con la difusión de documentos mediante el Sistema de Información de Contrataciones Públicas, la precalificación de consultores, y el método de aplicación de los márgenes de preferencia en las licitaciones internacionales.


� El portal está disponible en:  http://www.contratacionesparaguay.gov.py.


� Artículo 70 de la Ley No 2.051/03 modificado por el Artículo 1 de la Ley No 3.439/07.  En 2007, se creó la Dirección de Verificación de Contratos al interior de la DNCP.


� Esta atribución antes recaía, según correspondiese, sobre la Auditoría General del Poder Ejecutivo, la del Poder Legislativo, la del Poder Judicial, las auditorías internas de las entidades o las de las municipalidades.


� A septiembre de 2010 se encontraban registradas cerca de 7.000 empresas en el SIPE.


� El sistema de pago directo a los proveedores del Estado aplica, por el momento, sólo a las entidades de la administración central, es decir, a cerca del 40 por ciento de las entidades sujetas a la LCP.


� A fines de 2010 se encontraban aprobados 10 pliegos estándar obligatorios para adquisición de bienes;  contratación de obra pública; contratos de seguros; pasajes aéreos;  y servicios de limpieza, entre otros.


� Decreto No 5.517 de 25 de noviembre de 2010.


� Decreto No 1.607 del Ministerio de Hacienda de 2 de marzo de 2009.


� Artículo 2 del Decreto No 4008 del Ministerio de Hacienda de 6 de febrero de 2010.


� La Ley de Obras Públicas (No 1.533 de 2000) fue sobreseída por la LCP en todos sus puntos, excepto las estipulaciones concernientes a la responsabilidad, medición, fiscalización, ejecución y certificación de las obras por parte de los contratistas (Artículos 41 a 46).


� En 2010, el salario mínimo en el Paraguay era Gs. 1.507.484 (unos 300 dólares de los EE.UU.).


� Artículo 33 de la Ley No 2.051/03.


� Artículo 18 de la Ley No 2.051/03.


� Artículo 20 de la Ley No 2.051/03 y Artículo 62 del Decreto No 21.909/03, modificado por el Decreto No 5.174/05.


� BID y Banco Mundial (2007).


� Resolución DNCP No 948/10 de 17 de junio de 2010.


� Información en línea del MIC, consultada en:  http://www.mic.gov.py/ propiedad_intelectual/marcas.html.


� Documentos de la OMC IP/Q/PRY/1, IP/Q2/PRY/1, IP/Q3/PRY/1, IP/Q4/PRY/1 de 23 de enero de 2002.


� Información en línea del MIC.  Consultada en:  http://www.mic.gov.py/index.php?option=com_ content&task=view&id=89&Itemid=156.


� Información del MIC.  Consultada en:  http://www.mic.gov.py/ propiedad_intelectual/marcas.html.


� Documento de la OMC IP/C/W/296 de 29 de junio de 2001.


� Información en línea de la Asociación Internacional para la Protección de la Propiedad Intelectual.  Consultada en:  http://www.aippi.org/reports/q169/q169_paraguay_e.html.


� El documento de la OMC IP/Q/PRY/1 de 23 de enero de 2002, contiene información adicional.


� La sección 306 (a) de la Ley Comercial de 1974 de los Estados Unidos dispone que el USTR vigile la implementación de medidas adoptadas o acuerdos en vigor con otro país para que se observen los derechos de los Estados Unidos bajo un acuerdo comercial.  En 2010, el Paraguay fue el único país objeto de vigilancia bajo la sección 306 (USTR, 2010).


� En las investigaciones "301 Especial" se identifican los países que las autoridades de los Estados Unidos consideran que infringen los derechos de propiedad intelectual.  Se clasifica como países prioritarios a aquéllos cuyas políticas se considera que tienen los mayores o más costosos efectos sobre los derecho habientes o productos de los Estados Unidos.


� Disponible en línea en:  http://www.state.gov/r/pa/prs/ps/2004/34619.htm.


� Se introdujeron cambios al Código Penal en virtud de la Ley No 3.440 de 16 de julio de 2008, que entraron en vigor en julio de 2009.  Estos cambios incluyen incrementos en las penas de prisión por violación de DPIs, de un máximo de tres años a un nuevo máximo de ocho años en casos de violación de derechos de autor.


� International Intellectual Property Alliance (IIPA) (2010).


� Puede encontrarse más información al respecto en:  http://www.iipa.com/pdf/2010 SPEC301USTRHISTORY.pdf;  http://www.iipa.com/pdf/2010SPEC301HISTORICALSUMMARY.pdf;  y http://www.iipa.com/pdf/2010SPEC301COVERLETTER.pdf.





